[bookmark: _Toc366755199]Nº 36-2022
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del veinte de setiembre de dos mil veintidós.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del Tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, del Director 1, licenciado Freddy Chacón Arrieta y del Director 2, máster Alexander Arguedas Vindas. 
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y el licenciado Eduardo Chacón Monge, en su orden, Director interino, Subdirectora interina y Asesor Jurídico, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
[bookmark: _Toc114232750]ARTÍCULO I
Documento N° 868-2022
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc114232752]ARTÍCULO II
Documento N° 869-2022
Aprobación del acta N° 35-2022 de la sesión celebrada el 13 de setiembre de 2022. 
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, y el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, se abstienen de votar en los artículos que no estuvieron presentes.
Por mayoría, se acordó: Aprobar el acta N° 35-2022 de la sesión celebrada el 13 de setiembre de 2022.
[bookmark: _Toc113890587][bookmark: _Toc114232756][bookmark: _Toc113890601][bookmark: _Toc114232771]ARTÍCULO III
Documento N° 844-2022
La licenciada Vanessa Mesén Arroyo, Encargada de la Función de Cumplimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante correo electrónico del 7 de setiembre de 2022, presentó el siguiente informe:
[bookmark: _Toc113890589][bookmark: _Toc263067296][bookmark: _Hlk96526272][bookmark: _Toc105509145]“I. ANTECEDENTES

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) fue creado el 09 de junio de 1939, como un régimen básico del primer pilar del Sistema Nacional de Pensiones (SNP) costarricense, sustituto al régimen del IVM administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social, de adscripción obligatoria para los trabajadores del Poder Judicial, de capitalización colectiva y beneficio definido. Desde su creación se mantuvo bajo la administración directa del Consejo Superior y de la Corte Plena; con la promulgación en mayo del 2018, de la reforma impuesta mediante la Ley N°. 9544 a la Ley Orgánica del Poder Judicial, se crea un nuevo órgano encargado de administrar el régimen de jubilaciones y pensiones de este Poder de la República. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), en el artículo N°. 239 de dicha ley indica lo siguiente:

“…Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.”

Al crearse la JUNAFO como un órgano de desconcentración máxima, debe formar parte de los regulados por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) tal y como lo indican los artículos N°. 237 y N°. 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según se detalla a continuación:

“Artículo 237-Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de conformidad con la Ley N.º 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (SUPEN)”.

Artículo 241 

“…La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” (Lo subrayado no corresponde al original)

En virtud de lo anterior la SUPEN ejerce el papel de supervisor y regulador de la JUNAFO, así como del régimen básico administrado, mediante reuniones y oficios en los cuales indican las pautas, mejoras y lineamientos a seguir por la JUNAFO y su cuerpo administrativo.

Conviene destacar que dadas las modificaciones establecidas en la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial acontecida con la promulgación con la Ley 9544, según las atribuciones ahí dispuestas, para efectos de tratamiento contable y tributario independiente, resulta necesario la creación de personerías jurídicas distintas para la adecuada gestión y separación de sus patrimonios, conforme se puede apreciar en el siguiente detalle.

Tabla N.° 1
Grupo de Interés Económico del Poder Judicial

	NOMBRE DE PERSONA JURIDICA
	IDENTIFICACIÓN
	FECHA DE CREACIÓN

	Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial (PJ). 
Ley N°. 8
	2-300-042155
	01 de Octubre de 1826

	Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ). 
Ley N°. 34
	3-110-759688
	09 de Junio de 1939 
(Se crea figura jurídica independiente en el año 2018)

	Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO). 
Ley N°.9544
	3-007-792932
	22 de Mayo de 2018 
(Se juramenta el 27 de enero de 2020)



Mediante dictamen N.° C-021-2021 de fecha 29 de enero de 2021, la Procuraduría General de la República aclara la naturaleza jurídica de la JUNAFO y su relación con el Poder Judicial, estableciendo en las conclusiones de su dictamen que este cuerpo colegiado es un Órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial, con quien no rompe su relación interorgánica, manteniendo su personal una relación de empleo público.

Al aclararse la relación de empleo público de los funcionarios que laboren para la JUNAFO y su naturaleza jurídica, así como la indicación de que esta “no interrumpe su relación orgánica con el Poder Judicial”, en sesión N°. 26-2021, Art. XXXI del 06 de abril de 2021, el honorable Consejo Superior decide crear una estructura administrativa propia para este nuevo cuerpo colegiado, con el fin de que coadyuve en la persecución de los objetivos definidos por ley para la JUNAFO. Es menester resaltar que, por temas de gestión presupuestaria, es hasta enero de 2022 que la Dirección de la JUNAFO conforma su estructura administrativa mediante el nombramiento interino de las plazas necesarias para la gestión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

[bookmark: _Toc105509146][bookmark: _Toc113890590]II. FUNCIÓN DE CUMPLIMIENTO

Como parte de las líneas de defensa para el adecuado control interno necesarias para los entes supervisados por la SUPEN, es requerido contar con una persona o unidad encargada de la Función de Cumplimiento, como parte de los órganos de control de la organización. El Reglamento de Gobierno Corporativo establece en su artículo N.°37 el objetivo de esta función es promover y vigilar que la entidad opere con integridad y en cumplimiento de leyes, reglamentos, con las políticas, códigos y otras disposiciones internas.

La unidad o función de cumplimiento debe tener autoridad, independencia de la Alta Gerencia, recursos y brindar reportes directamente al Órgano de Dirección.

La función de cumplimiento debe, entre otras:

· Asesorar al Órgano de Dirección y la Alta Gerencia sobre el cumplimiento de leyes, reglamentos, códigos, normativa, políticas, procedimientos y otras normas, principios y estándares aplicables a la entidad o a los Vehículos de Administración de Recursos de Terceros.
· Actuar como punto de contacto dentro de la entidad para las consultas de cumplimiento de los miembros del personal, y proporcionar orientación y capacitación al personal sobre el cumplimiento de las leyes, reglamentos, códigos, normativa, políticas, procedimientos y otras normas.
· Proporcionar informes por separado al Órgano de Dirección sobre los esfuerzos de la entidad en las áreas antes mencionadas y sobre cómo la entidad administra su riesgo de cumplimiento.
· Cualquier otra función establecida mediante regulación específica del supervisor.

Mediante la sesión N° 01-2022 del 3 de enero de 2022 artículo XIII la JUNAFO avala la designación de la estructura administrativa inicial de la Dirección de la JUNAFO, incluyendo la designación interina de la Licenciada Vanessa Mesén Arroyo como encargada de la Función de Cumplimiento a partir del 10 de enero de 2022.

[bookmark: _Toc105509147][bookmark: _Toc113890591]III. SEGUIMIENTO

A continuación, se detallan los oficios tramitados por la SUPEN y los planes de acción necesarios para cumplir con los requerimientos de dicho Ente, también se resumen oficios tramitados y seguimientos a los planes de acción respectivos.

2.1 Control de oficios:

El cuadro de control de oficios muestra las comunicaciones remitidas por la SUPEN durante el mes de agosto de 2022, mismos que se encuentran en trámite conforme el siguiente detalle:

TABLA N.° 2
Oficios en trámite

[image: ]

2.2 Control de Planes de Acción

Para el desarrollo de un adecuado alineamiento a los requerimientos normativos, ha sido necesario elaborar una serie de planes de acción para la ejecución de actividades o casos específicos que por su complejidad, coordinación de áreas involucradas y capacidad instalada, no son posibles de atender de forma inmediata y  que son directamente monitoreados por la SUPEN con el fin de controlar su adecuada ejecución, su incumplimiento pueden derivar en sanciones o multas por parte de dicho Ente, en razón de lo cual resulta de vital importancia mantener un constante monitoreo y seguimiento sobre el cumplimiento de las actividades indicadas.

TABLA Nº. 3 (anexo 1)
Planes de Acción en Trámite
[image: ]

Los planes de acción han seguido un avanzando constante, todos los meses existen acciones con vencimiento las cuales siempre se cumplen. Todos los Procesos y Subprocesos hacen un esfuerzo significativo para cumplir con las fechas pactadas.

[bookmark: _Toc263067315][bookmark: _Toc394419789][bookmark: _Toc20206012]Para agosto todos los planes de acción tienen status “con avance”, lo cuál demuestra el trabajo mensual en el cumplimiento de las acciones.  

Gráfico N.°1

[image: ]

Fuente: Excel planes de acción 

2.3 Otros seguimientos

· En atención al Reglamento Actuarial del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASIFF) en su artículo N.° 19 indica lo siguiente:

Artículo 19. Auditoría actuarial externa 

“[…] El régimen debe llevar a cabo una auditoría actuarial externa de la última valuación después de realizar tres valuaciones actuariales anuales consecutivas…]

Debido a lo anterior el artículo N°.13 del mismo reglamento indica que cuando corresponda auditorias actuariales externas, se deben presentar el último día hábil del mes de setiembre, para el caso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debe presentar el informe actuarial externo el viernes 30 de setiembre del 2022.

La Unidad de Apoyo y Control Administrativo de la JUNAFO indica que la contratación de “la auditoria actuarial externa” ha sido debidamente adjudicada al actuario Lic. William Eduardo Villalobos Alfaro, carné Ciencias Económicas 10068, cédula (valor 1). 

[bookmark: _Toc105509148][bookmark: _Toc113890592]IV. CONCLUIDOS

Durante el mes de agosto del 2022 se han concluido diferentes trámites requeridos por la SUPEN, los cuales se detallan a continuación:

3.1 Oficios atendidos

TABLA N°. 4
Oficios atendidos

[image: ]

Los oficios con estado de “tramitado” son únicamente de conocimiento y/o cumplimiento por parte de la JUNAFO, no requieren oficio de respuesta.

3.2 Planes de acción concluidos

Para este mes de agosto no hay planes de acción concluidos.

3.3 Otros concluidos

No hay temas extraordinarios concluidos.

[bookmark: _Toc105509149][bookmark: _Toc113890593]V. GESTIÓN MENSUAL

En este apartado se evidencia el cumplimiento de las labores normales que se deben ejecutar todos los meses por parte de la Administración, en acatamiento a los lineamientos de la SUPEN.

Tal y como lo establece el artículo N°. 237 de la Ley 9544 que reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial, indica:

“Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de conformidad con la Ley N°. 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).”

En concordancia con lo anterior, el Manual de Información de Regímenes Colectivos de SUPEN, establece:

“El presente Manual de Información tiene como propósito conjuntar en un solo documento las instrucciones y procedimientos necesarios para el suministro de la información que deben enviar a la Superintendencia de Pensiones, en adelante SUPEN, los Regímenes Colectivos al amparo de lo establecido en la Ley de Protección al Trabajador, Nº 7983.”

1. En virtud de lo expuesto, mensualmente se efectúa la carga de información en la Ventanilla Electrónica de Servicios de SUPEN (VES) dentro de los 5 primeros días hábiles de cada mes, se realiza el envío de información, con total éxito, de los siguientes rubros:

a) RI: Reporte de Inversiones.
b) CV: Compras y ventas de Inversiones.
c) RL: Manejo Liquidez.
d) SN: Saldos Contables.
e) AF: Carga Afiliados
f) MA: Carga de Archivos Movimientos Afiliados.
g) Datos Personales, Pensionados y Movimientos de Pensionados    

2. Mediante correo electrónico el 31 de agosto de 2022 se remitió a la SUPEN las evidencias de los planes de acción cuyas acciones tenían vencimiento el 31 de agosto 2022.

3. [bookmark: _Hlk110499330]Se llevó a cabo el 24 de agosto del 2022 la sesión regular mensual del Comité de Inversiones.

4. Se llevó a cabo el 31 de agosto del 2022 la sesión regular mensual del Comité de Riesgos.

5. Programación de divisas: con oficio N.° 0292-DJA-2022 del 05 de setiembre 2022, se remitió el correo a SUPEN con la programación operaciones de compra y venta de divisas para el trimestre que comprende los meses de setiembre a noviembre del 2022.

6. Ejecución de compra-venta de moneda: todos los jueves de forma semanal se ha comunicado por correo electrónico, las compras de dólares efectivamente ejecutadas.

[bookmark: _Toc105509150][bookmark: _Toc113890594]VI. REQUERIMIENTO DE OTRAS DEPENDENCIAS

En el mes de agosto de 2022, se recibieron por parte de la CONASSIF los siguientes oficios:

TABLA N°. 5
Oficios otras dependencias (anexo 2)

[image: ]

La remisión del presente informe tiene como fin poner en conocimiento la labor que efectúa la Función de Cumplimiento dando seguimiento a las gestiones de la SUPEN en su papel de supervisor y regulador de la JUNAFO y del FJPPJ, por lo que se somete a conocimiento del “Máximo Órgano de Dirección” encargado de la administración de este régimen conforme dicta la normativa aplicable.

Así mismo este informe revela los esfuerzos que hace la Administración en todas sus áreas por cumplir en tiempo y forma los lineamientos establecidos.

(…)

Anexos:




…”

- 0 -
ENTRA EL LICENCIADO PARRIS QUESADA MADRIGAL
Manifestaciones de los integrantes:
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, hace la observación que donde dice control de oficio, se indique el motivo del no cumplimiento.
El máster Oslean Mora Valdez, dice que este informe es como le demuestran a la Superintendencia que este como el máximo Órgano le da seguimiento a los temas, y que es importante ver cualquier detalle que les llame la atención, así mismo, dice que el primer punto en la tabla N° 2, tiene que ver con el SP-244-2020, en el cual la Superintendencia conversa sobre un reglamento de trámite, que les habían dado 18 meses de espacio y que esto es de marzo 2022, por lo que tienen todavía hasta mediados del 2023 para poder presentarles a esta Junta esa reglamentación, y que por eso se encuentra pendiente, pero que están dentro del tiempo normal. 
El licenciado Hernández Solano agrega que, si dice pendiente, que se indique hasta que fecha y la circunstancia.
El máster Mora Valdez, indica que está de acuerdo, y reitera que hay unos puntos pendientes de ejecutar, pero que aún tienen plazo autorizado para poder presentarlo.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el Informe de Seguimiento de la Función de Cumplimiento para el mes de agosto 2022, remitido por la licenciada Vanessa Mesén Arroyo, Encargada de la Función de Cumplimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante correo electrónico del 07 de setiembre de 2022, y hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN. 2.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc113890595][bookmark: _Toc114232758]ARTÍCULO IV
Documento N° 848-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0300-DJA-2022 del 09 de setiembre de 2022, remitió a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, con copia a esta Junta Administradora, lo siguiente:
“En atención al artículo 12 del Reglamento Actuarial el cual indica lo siguiente: 

“Artículo 12. Plan de Recuperación 

El órgano de dirección debe elaborar y remitir a la SUPEN, para su correspondiente aprobación, un Plan de Recuperación cuando el resultado de la valuación actuarial presente alguna de las siguientes situaciones: 

a) La provisión de pensiones en curso de pago del régimen no está constituida al 100%. 
b) El régimen no alcanza el mínimo de solvencia tolerable declarado en su política de solvencia. 
c) El régimen no alcanza el objetivo de solvencia declarado en su política de solvencia durante cinco años consecutivos.” (el subrayado no corresponde al original) 

En cumplimiento de lo anterior, mediante oficio N.° 538-2020 del 10 de agosto del 2020, se remitió a la Superintendencia de Pensiones, el plan de acción de recuperación actuarial ajustado para el periodo 2019, correspondiente a la valuación actuarial con corte al 31 de diciembre del 2019. 

Conforme lo anterior y con el fin de dar por concluido el plan recuperación actuarial 2019, se anexa el informe de cierre del plan recuperación actuarial 2019, el cual se puede apreciar en el anexo 1 del presente documento.

(…)

Anexos:





…”

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
El máster Oslean Mora Valdez, comenta sobre dos temas de la normativa, el primero que, de acuerdo con la normativa de la Superintendencia, cuando no existe equilibrio actuarial, se debe hacer un plan de recuperación, que significa que como no hay equilibrio deben idear como van a tratar de procurarlo.
Además señala que había quedado pendiente, de los periodos 2019, hacer un informe de cierre, que no existía antecedente, pues ninguna de las instancias de los agentes supervisados había presentado un informe de esta naturaleza, recuerda que en el caso de JUPEMA, mantiene equilibrio actuarial, en el caso de IVM, no tiene la supervisión completa, que sí tienen ellos ante la Superintendencia, y que en el caso de las operadoras de pensiones como son regímenes de capitalización individual, no hay posibilidad de que tengan que presentar un plan de recuperación.
Y eso hace que aquí se tenga que hacer, pues el artículo 12 del Reglamento Actuarial, los obliga a eso, y lo que básicamente se está presentando son las acciones que en su momento se determinaron, cuáles fueron las sesiones de trabajo con las que el cuerpo colegiado recibió el informe actuarial, qué decidió con respecto a esas observaciones, etc.
Agrega que ya con eso estarían cumpliendo uno de los requisitos que la Superintendencia les pide, y eso va ser un informe recurrente, mientras tengan déficit actuarial, van a tener que hacer un plan de recuperación y un informe de cierre del plan de recuperación, dice que lo comenta porque es algo que llama mucho la atención, el que sea del año 2019, si están en el 2022, y es porque la normativa lo exige así como hacer un informe final que no se había realizado y que por eso se trae ante la Junta.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del oficio N° 0300-DJA-2022 del 09 de setiembre de 2022 suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, y tener por aprobado el plan de acción de recuperación actuarial ajustado para el periodo 2019, correspondiente a la valuación actuarial con corte al 31 de diciembre del 2019. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc114232760]ARTÍCULO V
Documento N° 991-2021 / 861-2022
Los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos de la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N° 0025-AJ-DJA-2022 del 14 de setiembre de 2022, comunicaron:
“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 20-2022 celebrada el 17 de mayo de 2022, artículo XXIV, comunicado mediante oficio No. 0352-JUNAFO-2022, del 27 de mayo de 2022, en donde remiten el recurso de revocatoria con apelación en subsidio presentado por el señor Víctor Manuel López Ortiz, en contra del acuerdo adoptado por la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo VIII, se procede a manifestar lo siguiente:

I.- SOBRE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN:

El acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo VIII, objeto del presente recurso, fue notificado a través del oficio N° 0138-JUNAFO-2022, en fecha 25 de febrero del 2022, sin embargo, por error administrativo, no le fue comunicado en forma oportuna al señor López Ortiz, quien se tuvo por notificado posteriormente cuando, en apariencia, llamó para consultar por el estado de su solicitud. Ahora bien, el recurso interpuesto por el señor López Ortiz, fue presentado el 05 de mayo de 2022, por lo que resulta admisible, tomando en consideración que, por lo anteriormente expuesto, se estaría dentro del plazo establecido para ello, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.

II.- SOBRE LOS ANTECEDENTES DE LA GESTIÓN:

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo VIII, conoció el oficio N° 032-JP-2022, suscrito por el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, a la sazón, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, referente a la solicitud de pensión presentada por el señor Victor Manuel López Ortiz, cédula de identidad (valor 1), en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Sadia Liley Robles Sibaja, cédula de identidad (valor 2) acaeció el 13 de mayo de 2021.

En el citado documento, se analizó el informe N° 21-000176-1787-TS suscrito por la Licda. Ileana Lucia Alpízar Salas, perita del Departamento de Trabajo Social y Sicología, informe técnico en donde se analizaron las condiciones socioeconómicas del señor López Ortiz y la dependencia económica existente entre éste y la señora Robles Sibaja.

En ese momento, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, evaluó todos los elementos del informe N° 21-000176-1787-TS, así como las conclusiones del oficio N° 032-JP-2022, suscrito por el licenciado Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, en ese momento, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, tomando el siguiente acuerdo:

(…)

Analizado el oficio N° 032-JP-2022, suscrito por el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, referente a la solicitud de pensión presentada por el señor Victor Manuel López Ortiz, es importante destacar que se debe estudiar desde el contenido del artículo 228 inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, debido a que se evidencia una separación de hecho, por parte de la señora Sadia Robles Sibaja y del señor López Ortiz, bajo esta premisa, para que se configuren los elementos del citado artículo, con la finalidad de poder otorgar la pensión solicita, se debe demostrar por parte de la persona interesada –en el presente caso el señor López Ortiz- que recibía una ayuda económica por parte de la causante, por esto, se trae a colación los siguientes puntos mencionados en el informe de cita: a.) La hija e hijo de la señora Robles Sibaja, indican que no existía apoyo económico por parte de su madre hacia el señor López Ortiz, debido a sospechas de una posible infidelidad, b.) El señor López Ortiz argumenta que la mayoría de sus egresos eran abarcados por la señora Robles Sibaja, sin embargo, esta información no pudo ser constatada, así indicado en el informe de la Oficina de Trabajo Social y Psicología de Buenos Aires. c.) El mismo informe socioeconómico detalla en su primer párrafo de las conclusiones, que no se pudo constatar por la trabajadora social que la señora Sadia Robles Sibaja era quien asumía la totalidad de los gastos del hogar durante su vida conyugal con el señor Victor Manuel López Ortiz. d.) Se corrobora según estudio del Departamento de Trabajo Social, que el señor López Ortiz vive desde 2016 en el cantón de Pérez Zeledón mientras que la señora Robles hasta el momento de su fallecimiento vivió en el cantón de Buenos Aires, confirmándose la separación de hecho del matrimonio. e.) Finalmente, la única prueba que se aporta en relación a una posible ayuda económica por parte de la señora Robles Sibaja a favor del señor López Ortiz, es la palabra de la persona interesada, que contraviene a lo indicado por el hijo y por la hija de la señora Sadia, en donde menciona que el señor Marco no conocía si ella aportaba económicamente al señor López y la señora Indra refiere que no existía apoyo económico hacia el señor López Ortiz por parte de su madre. Bajo este análisis, no hay certeza de que efectivamente la señora Sadia Robles Sibaja colaboraba económicamente al señor Víctor Manuel López Ortiz, tomando en consideración los testimonios contrarios detallados anteriormente, aunado a lo anterior, no se aporta prueba documental apoyando la tesis de que efectivamente el señor López Ortiz, recibía por algún medio dinero por parte de la causante. 

Se acuerda: Por los argumentos anteriormente expuestos y al no configurar los preceptos del artículo 228 inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: 1.) Denegar la solicitud de pensión incoada por el señor Víctor Manuel López Ortiz, por las razones anteriormente expuestas, considerando que las decisiones que adopte este órgano de dirección, deben estar apegadas al principio “pro fondo” el cual sostiene que en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo. 2.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, tomará nota para los fines correspondientes.”

III.- PRETENSIONES Y FUNDAMENTO DEL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN:

De una revisión del libelo presentado por el señor Víctor Manuel López Ortiz, se desprende que en su recurso no existen puntos concretos a considerar, pues éste únicamente realiza una descripción sucinta de argumentos por los cuáles considera que se le debió otorgar la pensión solicitada, pero no especifica cuáles son los puntos del acto administrativo dictado que considera viciados y tampoco expone cuáles son las pretensiones que persigue. No obstante, se infiere que el señor López Ortiz se encuentra inconforme con lo resuelto en sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo VIII, al considerar lesivo de sus derechos la denegatoria de la pensión pretendida como cónyuge supérstite de la jubilada judicial fallecida Robles Sibaja.

Es importante aclarar que el resumen anterior se presenta en aras de entender el fondo de la pretensión presentada por el señor Víctor Manuel López Ortiz, sin embargo, el escrito de reconsideración fue analizado por esta Asesoría Jurídica de forma íntegra, valorando todos los elementos aportados por la parte gestionante.

III.- SOBRE EL FONDO DE LA GESTIÓN:

Las gestiones que resuelve la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, siempre están apegadas al ordenamiento jurídico y a criterios técnicos, siendo los únicos fundamentos para resolver las pretensiones de las personas gestionantes.

Dicho lo anterior, podemos señalar que en el caso de marras, la inconformidad del señor Victor Manuel López Ortiz se fundamenta en el hecho de que, a su criterio, pese a no convivir bajo el mismo techo con su esposa, la señora Sadia Robles Sibaja, la relación de matrimonio se mantenía activa, sin que se pudiera hablar de separación de hecho, en razón de lo cual, considera que su situación encaja en lo establecido en el numeral 228 inciso (a de la Ley Orgánica del Poder Judicial, además de que, aduce, la jubilada judicial fallecida le proporcionaba ayuda económica para cubrir sus necesidades.

Es importante aclararle al señor Víctor Manuel, que tal como se ha venido manejando, en el caso de estudio aplica el numeral 228 inciso c) ibídem, debido a que el señor López Ortiz y la jubilada judicial fallecida Sadia Liley Robles Sibaja, se encontraban separados de hecho. Ha quedado demostrado que desde el año 2016, el señor López Ortiz se trasladó a vivir junto a su madre en la localidad de Nueva Santana, ubicada en Pérez Zeledón, mientras que la señora Robles Sibaja permaneció, hasta la fecha de su muerte, habitando la casa en la que ambos habían estado conviviendo como matrimonio, antes de la separación, la cual se encuentra ubicada en Buenos Aires de Puntarenas. 

De las probanzas se desprende que el señor López Ortiz, al momento del fallecimiento de su esposa tenía más de cinco años de estar separado de hecho, además no se está en presencia de un supuesto en que la convivencia pueda excusarse de algún modo, por motivos de conveniencia o de orden laboral, pues se extrae del informe del Departamento de Trabajo Social, que la señora Robles Sibaja no estaba de acuerdo con la decisión del señor López Ortiz de dedicarse a la atención de su madre. 

Otro elemento a considerar para el análisis de la gestión, según la normativa citada, es que a la fecha del deceso, la persona interesada debía estar disfrutando de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o demostrar que recibía una ayuda económica por parte de la persona causante, escenarios que no fueron comprendidos por el gestionante, pues en el caso del primer presupuesto, ni siquiera fue un tema en discusión, es decir, no se hizo referencia a la existencia de una pensión alimentaria en favor del petente, ni en el estudio socioeconómico efectuado, ni fue introducido por el señor López Ortiz. Tampoco se logró obtener certeza de que, durante el tiempo de separación apuntado, la pensionada judicial fallecida le brindara un auxilio económico que le permitiera al recurrente de algún modo sufragar sus necesidades básicas, tal como lo ha referido el accionante. 

Es importante entender el concepto de ayuda económica mencionado en el citado artículo, por esto, debemos desarrollar la generalidad del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los tres incisos relativos a la pensión por sobrevivencia, tiene como requisito para el otorgamiento de una pensión, de que exista un nexo de dependencia económica entre el causante y el solicitante; el primer inciso habla de “El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento”, el segundo “el compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado” y por último, el tercero indica c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o, de hecho… que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante” en este orden de ideas, el espíritu del artículo es demostrar que existía dependencia económica entre la causante y el solicitante, que sus ingresos eran necesarios para poder abarcar gran parte o la totalidad de los egresos del cónyuge supérstite. No obstante, no fueron incorporados en los autos elementos probatorios que permitieran tener por demostrado este requisito medular, pues únicamente se cuenta con las manifestaciones realizadas por el solicitante, mismo que en contraposición a lo indicado por los hijos de la señora Robles Sibaja, carece de objetividad y fuerza probatoria, debido a esto, es imperativo citar lo que la Sala Segunda ha manifestado sobre este tema, en la resolución Nº 00848 – 2019 del 17 de mayo de 2019, lo siguiente: “En este mismo sentido, en el voto de la Sala Constitucional n° 10162-01 de las 14:53 horas del 10 de octubre de 2001, traído a colación tanto por la actora como por el tribunal, se dijo: "Asimismo, debe recordarse que la pensión por viudez no es una consecuencia directa del matrimonio, es decir, no es por la condición de ser el esposo o la esposa del fallecido la que genera el derecho a la pensión, sino el hecho de haber convivido, o al menos depender económicamente de aquél; en tanto el importe de la pensión pretende sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas que de él dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en la indigencia, a fin de que pueda percibir un ingreso que le permita hacerle frente a sus necesidades básicas. Precisamente su fundamento se origina en los principios que orientan el Derecho de la Seguridad Social, cuales son el de necesidad y solidaridad social, derecho que ha sido reconocido con anterioridad en la jurisprudencia constitucional...’. Dentro de un régimen de solidaridad nacional, contenido expresamente en el artículo 74 Constitucional, por el cual se debe garantizar la asistencia a las personas en necesidad, si el artículo 9, otorga el derecho a la pensión por viudez a quien estuvo vinculado jurídicamente con el asegurado, pero que se encuentra separado mediante una resolución judicial que así lo declara, en tanto depende económicamente del asegurado o asegurada fallecidos; la igualdad de razones aconseja que la situación de la ex-esposa dependiente económicamente, quien recibe una pensión alimentaria del asegurado fallecido, pueda ser tutelado por esa misma disposición. Se reitera, la razón de ser de la pensión por viudez es procurar una subvención económica a fin de no dejar económicamente desamparadas a aquellas personas que dependían para su subsistencia del/a asegurado/a fallecido/a, quien por un tiempo cotizó para esa cobertura, para que sus dependientes no queden en la indigencia, o bien mantengan el mismo nivel de vida que el/la asegurado/a les proveía. (el resaltado se adiciona). Bajo esta tesitura, resulta fundamental que la persona solicitante del derecho de beneficio de pensión, haya mantenido, aunque sea de forma parcial, una dependencia a los ingresos que recibía de parte de la causante, situación que, en el presente caso, no se logró tener por demostrada. 

Aunado a este análisis, se le aclara al señor López Ortiz que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial si valoró a cabalidad la solicitud de pensión que presentó, pero es importante aclarar que las decisiones que adopta este órgano deben estar en estricto apego a una adecuada administración de los recursos, que permita la preservación y mantenimiento del acervo fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas beneficiarias actuales y futuras, es por este motivo que, tras el análisis del informe socioeconómico presentado por la Oficina de Trabajo Social y Sicología, se concluyó que no se debía acoger la solicitud planteada y en consecuencia, denegar la pensión pretendida.

IV.- CONCLUSIONES:

1.- Del estudio efectuado por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, se concluyó que no fueron incorporadas al presente estudio, pruebas suficientes que permitieran arribar al grado de certeza suficiente para tener por demostrada una dependencia económica total o parcial, entre el señor Víctor Manuel López Ortiz y la jubilada judicial Sadia Liley Robles Sibaja, por lo que no se estaría cumpliendo lo estipulado en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

[bookmark: _Hlk113024228]2.- En relación con los elementos del acto emitido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial, en sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo VIII, referente al presente tema, es importante indicar que, el citado acuerdo, desarrolla los elementos objetivos del acto administrativo, específicamente el motivo, a propósito del cual, cabe indicar que el doctor Jinesta Lobo ha definido como motivos los “antecedentes, presupuestos o razones jurídicas (derecho) y fácticas (hechos) que hacen posible o necesaria la emisión del acto administrativo y sobre las cuales la Administración Pública entiende sostener la legitimidad, oportunidad o conveniencia de éste”. Bajo esta inteligencia, existe un presupuesto fundamental que valoró la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para denegar la pensión solicitada, entiéndase el informe N° 21-000176-1787-TS suscrito por la Licda Ileana Lucia Alpízar Salas, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en donde se analiza la situación del señor López Ortiz, así como sus necesidades económicas, informe al cual tuvo acceso el gestionante al conocer el resultado del acuerdo adoptado por el órgano colegiado.

3.- Se torna imperioso en este punto, señalar una vez más que, las decisiones de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar enfocadas a otorgar los beneficios conforme a los parámetros establecidos por la normativa aplicable, en aras de resguardar la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas beneficiarias actuales y futuras.

4.- Finalmente, con los argumentos expuestos en el presente criterio, se demuestra que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, actuó en el presente caso, de manera transparente y con probidad en su análisis, considerando que el informe técnico fue puestos al alcance del señor López Ortiz, además, se empleó la normativa aplicable al presente caso, estipulada en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

V.- RECOMENDACIONES:

1.- Conforme a lo anteriormente expuesto, tomando en consideración que no se demuestra una dependencia económica total o parcial, esta Asesoría Jurídica recomienda a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mantener lo resuelto en la sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo VIII, considerando que el señor Víctor Manuel López Ortiz, no aportó prueba idónea que demostrara que existía dependencia económica con la causante, o en su defecto, contrariando el informe N° 21-000176-1787-TS suscrito por la Licda. Ileana Lucia Alpízar Salas, perita del Departamento de Trabajo Social y Sicología, en consecuencia, rechazar el recurso de reconsideración presentado por el señor, tomando en consideración que las actuaciones realizar por el órgano colegiado, estuvieron apegadas a derecho cuando se analizó la solicitud de pensión presentada por el gestionante.

2.- De acoger la recomendación anterior, se insta a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dar por agotada la vía administrativa, debido a que la etapa recursiva se estaría dando por finalizada.

De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado en sesión N° 20-2022 celebrada el 17 de mayo de 2022, artículo XXIV, para lo que a bien estime disponer la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, propone que al finalizar el punto dos, se agregue que de esta forma no se puede demostrar que existe una dependencia económica total o parcial según el procedimiento seguido.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por rendido el criterio presentado por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos de la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N° 0025-AJ-DJA-2022 del 14 de setiembre de 2022. 2.) Rechazar el recurso de reconsideración presentado por el señor Víctor Manuel López Ortiz, en consecuencia, mantener lo resuelto en la sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo VIII, en virtud de que no se presentó prueba idónea sobre la existencia de dependencia económica total o parcial del señor López Ortiz con la señora Sadia Liley Robles Sibaja, jubilada judicial fallecida, ni de contrariedad con el informe N° 21-000176-1787-TS de Departamento de Trabajo Social y Sicología, por lo que las actuaciones realizadas por el órgano colegiado, estuvieron apegadas a derecho cuando se analizó la solicitud de pensión presentada por el gestionante, de modo que no se puede demostrar que existe una dependencia económica total o parcial según el procedimiento seguido. 3.) En razón de lo anterior, esta Junta Administradora da por agotada la vía administrativa, en cuanto a que la etapa recursiva se tiene por finalizada. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del petente.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc114232762]ARTÍCULO VI
Documento N° 159-2022 / 870-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0305-DJA-2022 del 14 de setiembre de 2022, comunicaron:
“En atención al acuerdo adoptado en la sesión N° 19-2022 celebrada el 10 de mayo de 2022, artículo III, comunicado mediante oficio N° 318-JUNAFO-2022 del 13 de mayo de 2022, referente a la presentación de la versión final del “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, se procede a remitir el siguiente cuadro comparativo en donde se detallan tres columnas, en la primera se incorpora el texto del reglamento que actualmente está vigente, texto aprobado por la Superintendencia de Pensiones, en la segunda columna se agrega la versión con las modificaciones aprobadas por la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y finalmente en la tercer columna, se adicionan los comentarios que se realizaron a cada artículo, conforme al siguiente detalle:

	TEXTO DEL REGLAMENTO ACTUAL.
	TEXTO CON LAS MODIFICACIONES PROPUESTAS.
	COMENTARIOS

	REGLAMENTO GENERAL DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL
	REGLAMENTO GENERAL DEL RÉGIMEN DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL
	Se adiciona en el título lo siguiente: “DEL FONDO DE”.

	De conformidad con las disposiciones de la Ley 9544 del diecinueve de abril de dos mil dieciocho, publicada en la Gaceta N. 89 del veintidós de mayo de dos mil dieciocho (en adelante la L.O.P.J), la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en lo sucesivo Junta Administradora), dicta el siguiente Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
	De conformidad con las disposiciones de la Ley N°. 9544 del diecinueve de abril de dos mil dieciocho, publicada en la Gaceta N. 89 del veintidós de mayo de dos mil dieciocho (en adelante la L.O.P.J), la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en lo sucesivo Junta Administradora), dicta el siguiente Reglamento General del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
	Se adiciona “N°” antes de “9544”.
Se adiciona “del Fondo de” en la Frase “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”

	TÍTULO I
GENERALIDADES
CAPÍTULO ÚNICO
	TÍTULO I
GENERALIDADES
CAPÍTULO ÚNICO
	No se presentan modificaciones a este encabezado.

	Artículo 1. – Regulación. El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), conforme a lo establecido en el artículo 242 de la LOPJ según reforma introducida por la ley N°. 9544 Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de Mayo de 1993, y sus Reformas, en adelante LOPJ.
	Artículo 1. – Regulación. El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), conforme a lo establecido en el artículo 242 de la LOPJ según reforma introducida por la ley N°. 9544 Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de Mayo de 1993, y sus Reformas, en adelante LOPJ.
	No se presentan modificaciones a este artículo.

	Artículo 2. – Definiciones. Para los efectos de este reglamento, entiéndase:
 Jubilación: Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación calculada según los años de servicio y la edad al retirarse libremente de la función judicial y que se adquiere con el cumplimiento de los requisitos fijados por la Ley y que consisten en alcanzar la edad prefijada tanto de la persona como del tiempo de servicio. 
Pensión: Derecho que tienen las personas beneficiarias a percibir una asignación mensual cuando fallece la persona servidora o jubilada judicial y que se adquiere con el cumplimiento de los requisitos fijados por la ley para la obtención de tal beneficio. 
Persona servidora judicial: Persona con nombramiento vigente en el Poder Judicial, que presta sus servicios a la Institución y que recibe como contraprestación un salario. 
Junta: Órgano denominado Junta Administradora, jerarca supremo en materia de administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
FJPPJ: Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
LOPJ: Ley Orgánica del Poder Judicial. 
IVM: Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. 
MTSS: Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
MEP: Ministerio de Educación Pública. 
INA: Instituto Nacional de Aprendizaje.
	Artículo 2. – Definiciones. Para los efectos de este reglamento, entiéndase: 
Dirección de la JUNAFO: Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es el cuerpo administrativo de este órgano.
FJPPJ: Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
INA: Instituto Nacional de Aprendizaje. 
IVM: Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. 
Jubilación: Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación, cumpliendo con los requisitos de Ley, calculada según los años de servicio y de edad al retirarse libremente de la función judicial.
JUNAFO: Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Junta: Órgano denominado Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), jerarca para la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), corresponde a un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones.
LOPJ: Ley Orgánica del Poder Judicial. 
MEP: Ministerio de Educación Pública. 
MTSS: Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Pensión: Derecho que tienen las personas beneficiarias a percibir una asignación mensual cuando fallece la persona servidora o jubilada judicial y que se adquiere con el cumplimiento de los requisitos fijados por la ley para la obtención de tal beneficio. 
Persona servidora judicial: Persona con nombramiento vigente en el Poder Judicial, que presta sus servicios a este Poder de la República y que recibe como contraprestación un salario. 
Régimen básico de capitalización colectiva: Se refiere a aquel régimen de pensiones perteneciente al primer pilar de pensiones del Sistema Nacional de Pensiones Costarricense, que capitaliza los beneficios o rendimientos que se generen por la administración de sus activos en beneficio de la colectividad de sus afiliados. 
Reajuste: Ajuste al monto de jubilación o pensión ya otorgada por cambios generados debido a aumentos semestrales, reactivaciones o recálculos.
Recálculo: Ajuste al monto del beneficio de jubilación inicial, debido a cambios presentados en los factores utilizados para cálculo de este. 
Redistribución: Modificación de los porcentajes en la distribución inicial de pensión, debido al ingreso de una solicitud nueva (de un beneficiario que tenga derecho al beneficio) posterior a la aprobación de esta por parte de la JUNAFO.
	Se ordenan alfabéticamente las definiciones.
Se adiciona la definición de la Dirección de la JUNAFO.
Se adiciona la definición de JUNAFO.
Se adiciona la definición de Régimen básico de capitalización colectiva.
Se adiciona la definición de reajuste.
Se adiciona la definición de recálculo.
Se adiciona la definición de redistribución.
Se modifica la definición de jubilación.
Se modifica definición de Junta.
Se modifica definición de reajuste.





	TÍTULO II
DEL OTORGAMIENTO DEL BENEFICIO DE JUBILACIONES Y PENSIONES
CAPÍTULO I
SOBRE LA JUBILACIÓN DE LAS PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES:
	TÍTULO II
DEL OTORGAMIENTO DEL BENEFICIO DE JUBILACIONES Y PENSIONES
CAPÍTULO I
SOBRE LA JUBILACIÓN DE LAS PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES:
	No se presentan modificaciones a este encabezado.

	Artículo 3. – Contingencias de beneficio a sus afiliados. 
El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conformidad con lo establecido en la LOPJ, otorga las siguientes contingencias: 
a) Jubilaciones ordinarias. 
b) Jubilaciones anticipadas. 
c) Jubilaciones por invalidez. 
d) Pensiones por sobrevivencia. 
e) Pensiones por orfandad. 
f) Pensiones por ascendencia. 
Los requisitos para el otorgamiento de tales prestaciones se establecerán tanto en la Ley dicha, como en el presente reglamento.
	Artículo 3. – Contingencias de beneficio a sus afiliados. 
El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conformidad con lo establecido en la LOPJ, otorga las siguientes contingencias: 
a) Jubilaciones ordinarias. 
b) Jubilaciones anticipadas. 
c) Jubilaciones por invalidez. 
d) Pensiones por sobrevivencia. 
e) Pensiones por orfandad. 
f) Pensiones por ascendencia. 
Los requisitos para el otorgamiento de tales prestaciones se establecerán tanto en la Ley dicha, como en el presente reglamento.
	No se presentan modificaciones a este artículo.

	Artículo 4. – Requisitos. Los servidores y servidoras judiciales podrán acogerse a una jubilación ordinaria o anticipada, cumpliendo los requisitos establecidos en los artículos 224 y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, respectivamente, requisitos que deben ser considerados a cabalidad y revisados por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal con el que pueda contar la Junta para tales labores.
	Artículo 4. – Requisitos. Los servidores y las servidoras judiciales podrán acogerse a una jubilación ordinaria o anticipada, cumpliendo los requisitos establecidos en los artículos 224 y 224 bis, así como jubilación por incapacidad permanente, establecido en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, respectivamente, requisitos que deben ser considerados a cabalidad y revisados por la Dirección de la JUNAFO, contando con el apoyo y coordinaciones necesarias de otras oficinas judiciales.

	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se adiciona en el artículo “así como jubilación por incapacidad permanente, establecido en el artículo 227”
Se adiciona en el artículo la oración: “contando con el apoyo y coordinaciones necesarias de otras oficinas judiciales”

	Artículo 5. – Verificación. Para la verificación de los requisitos, la persona interesada deberá presentar con al menos dos meses de anticipación a la fecha de retiro pretendida, la solicitud formal ante la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o ante la dependencia o personal que disponga la Junta para tales labores, la cual realizará los cálculos de jubilación de conformidad con las fórmulas indicadas en los numerales 224 y 224 bis de la LOPJ, correspondiente a cada caso en concreto y los remitirá para conocimiento de la Junta en un plazo no mayor a quince días naturales previo a la salida de la persona funcionaria. La Junta deberá conocer de los cálculos dichos en la siguiente agenda de sesión después de recibida la información por parte de las oficinas competentes. La solicitud deberá contener la siguiente información: 
a) Nombre y número de identificación. 
b) La fecha exacta del retiro. 
c) Un lugar, medio electrónico o de otra índole para recibir notificaciones. 
La persona gestionante podrá solicitar que el disfrute de su derecho a jubilación se difiera para una fecha posterior. En caso de que el ejercicio efectivo del derecho ya aprobado se lleve a cabo sin dar el tiempo suficiente para la actualización de los cálculos, se le cancelará la jubilación con el monto originalmente aprobado. En este caso la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal que disponga la Junta para tales labores, actualizará el monto del beneficio, con el pago retroactivo que corresponda y lo remitirá a la Junta Administradora para su aprobación en un plazo no mayor a un mes. La Junta deberá conocer de los cálculos dichos en el siguiente mes calendario después de recibida la información por parte de las oficinas competentes.
	Artículo 5. – Verificación. Para la verificación de los requisitos, la persona interesada deberá presentar con al menos dos meses de anticipación a la fecha de retiro pretendida, la solicitud formal ante la Dirección de la JUNAFO, la cual realizará los cálculos de jubilación de conformidad con las fórmulas indicadas en los numerales 224, 224 bis o 227 de la LOPJ, correspondiente a cada caso en concreto y los remitirá para conocimiento de la Junta en un plazo no mayor a quince días naturales previo a la salida de la persona funcionaria. La Junta deberá conocer de los cálculos en la siguiente agenda de sesión después de recibida la información por parte de las oficinas competentes. La solicitud deberá contener la siguiente información: 
a) Nombre y número de identificación. 
b) La fecha exacta del retiro. 
c) Número de teléfono
d) Un lugar, medio electrónico o de otra índole para recibir notificaciones. 
La persona gestionante podrá solicitar que el disfrute de su derecho a jubilación se difiera para una fecha posterior. En caso de que el ejercicio efectivo del derecho ya aprobado se lleve a cabo sin dar el tiempo suficiente para la actualización de los cálculos, se le cancelará la jubilación con el monto originalmente aprobado. En este caso la Dirección de la JUNAFO, actualizará el monto del beneficio, con el pago retroactivo que corresponda y lo remitirá a la Junta Administradora para su aprobación en u n plazo no mayor a un mes. La Junta deberá conocer de los cálculos dichos en el siguiente mes calendario después de recibida la información por parte de las oficinas competentes. 

	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se adiciona el número “227”.
Se adiciona “c) Número de teléfono”.

	
	Artículo 6 - Retiro anticipado al trámite de verificación:
El derecho de jubilarse lo obtiene cada persona al momento específico de cumplir los requisitos establecidos por la Ley, por lo tanto, como todo derecho, la persona interesada puede ejercerlo cuando mejor lo determine, sin limitaciones de tiempo para la aplicación de este. Si la persona servidora desea acogerse al derecho de jubilación, sin respetar el plazo definido en el artículo 5 del presente reglamento, asume la responsabilidad de que al momento de la verificación de requisitos, exista un incumplimiento en alguno de ellos, liberando a la JUNAFO de cualquier posible retraso en los trámites de inclusión y cancelación de su beneficio económico o sanciones aplicables por parte del patrono.
	Se propone la incorporación del presente artículo.

	Artículo 6. – Remisión de la información. Una vez verificados por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o por la dependencia o personal que disponga la Junta para tales labores los requisitos y al determinar que se cumple con cada uno de ellos, deberá remitir el informe de la gestión con el cálculo del monto de jubilación respectivo a la Junta Administradora, con la finalidad de agendarse para la sesión que corresponda. 
Todo lo anterior en los plazos de calificación establecidos en el artículo 5 de este reglamento.
	Artículo 7. – Remisión de la información. Una vez verificados por la Dirección de la JUNAFO los requisitos y al determinar que se cumple con cada uno de ellos, deberá remitir el informe de la gestión con el cálculo del monto de jubilación respectivo a la Junta Administradora, con la finalidad de agendarse para la sesión que corresponda, para la valoración por parte de la JUNAFO. 
Todo lo anterior en los plazos de calificación establecidos en el artículo 5 de este reglamento. 

	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.

	Artículo 7. – Cálculos de jubilación. Previa verificación de la documentación remitida por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o por la dependencia o personal que disponga la Junta para tales labores, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aprobará en sesión los cálculos de jubilación que correspondan a la persona gestionante. En caso de ser requerido, se solicitará la revisión de los cálculos.
	Artículo 8. – Cálculos de jubilación. Previa verificación de la documentación remitida por la Dirección de la JUNAFO, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocerá en la sesión que corresponda, la propuesta de los cálculos y aprobará o no, la jubilación que corresponda a la persona gestionante. En caso de ser necesario, se solicitará la revisión de los cálculos respectivos o documentación adicional, todo, para una mejor decisión en pro de los intereses del FPJPJ.” 

	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.
Se adiciona en el texto del artículo la siguiente oración: “respectivos o documentación adicional necesaria.”
Se sustituye la palabra “Aprobará” por la palabra “conocerá”.

	Artículo 8. – Solicitud de información. La Junta Administradora a través de sus integrantes o por medio de las oficinas y personal en la que esta delegue tal requerimiento, en caso de requerirse, puede solicitar la información que estime pertinente.
	Artículo 9. – Solicitud de información. La Junta Administradora y la Dirección de la JUNAFO, puede solicitar la información que estime pertinente para la correcta ejecución de las atribuciones que la ley le confiere. 

	Se elimina en el texto del artículo “En caso de requerirse” y se adiciona “para la correcta ejecución de las atribuciones que la ley confiere”
Se elimina “o por medio de las oficinas y personal en la que esta delegue tal requerimiento”
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.

	Artículo 9. – Suspensión de beneficio. La persona beneficiaria de una jubilación, en el eventual caso de que llegare a laborar cualquier dependencia del Estado, sus instituciones y de las municipalidades, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la LOPJ, excepto cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.
	Artículo 10. – Suspensión de beneficio. La persona beneficiaria de una jubilación, en el eventual caso de que llegare a laborar en cualquier dependencia del Estado, sus instituciones y de las municipalidades, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la LOPJ, esto respetando el debido proceso, excepto cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior. 
	Se adiciona en el texto de artículo la oración “esto respetando el debido proceso”.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.

	Artículo 10.- Procedimiento para la suspensión del beneficio jubilatorio. La persona jubilada por invalidez que desee reincorporarse al sector laboral deberá solicitar el permiso respectivo ante la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o ante la dependencia o personal que disponga la Junta para tramitar tales solicitudes, quienes verificarán que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Si se comprueba que la actividad laboral es distinta a aquella en la cual se le declaró el estado de invalidez, el interesado podrá continuar con el trámite y solicitar el permiso respectivo por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe según lo establecido en el artículo 233 de la reforma a la LOPJ. Una vez obtenido el permiso respectivo, la persona solicitante deberá informar a la Junta, a través de las dependencias que esta designe, de la fecha de inicio de las labores que le fueron autorizadas, de lo cual se llevará constancia en el expediente de la persona jubilada.
	Artículo 11.-. Procedimiento de reincorporación laboral de personas jubiladas por invalidez de este régimen: 
Conforme al procedimiento para el pago de las valoraciones médicas que realice la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social, la persona jubilada por invalidez que desee reincorporarse al sector laboral deberá gestionar ante la Dirección de la JUNAFO el permiso respectivo, quienes verificarán que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválida, conforme al artículo 233 de la LOPJ. 
Si se comprueba que la actividad laboral es distinta a aquella en la cual se le declaró el estado de invalidez, la persona interesada podrá continuar con el trámite y solicitar el permiso respectivo por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe según lo establecido en el artículo 233 de la LOPJ. Una vez obtenido el permiso respectivo, la Dirección de la JUNAFO deberá informar a la Junta Administradora, la fecha de inicio de las labores que le fueron autorizadas, de lo cual se llevará constancia en el expediente de la persona jubilada. 
	Se modifica el título del artículo, debido que no pertenecía al contenido que tiene el texto.
Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se modifica el cuerpo del artículo, con la finalidad de que quede más claro el contenido.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.

	Artículo 11.- Procedimiento de suspensión del beneficio jubilatorio y recuperación de sumas indebidamente giradas. Cuando la persona jubilada por invalidez, inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar regulado en el artículo 10 de este reglamento, o bien lo haga a pesar de que se le haya denegado el permiso por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, se procederá por parte de la oficina interna del Poder Judicial, de la dependencia de la Junta o la asesoría externa que designe esta, a la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, lo anterior a efecto de proceder a la suspensión del beneficio jubilatorio, luego de respetársele el debido proceso. Por la misma vía y órganos, se procederá a la recuperación de los dineros recibidos indebidamente, al encontrarse laborando sin la autorización correspondiente y sin que se hubiera suspendido el beneficio jubilatorio.
	Artículo 12.- Procedimiento de suspensión del beneficio jubilatorio y recuperación de sumas indebidamente giradas. Cuando la persona jubilada por invalidez, inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar regulado en el artículo 10 de este reglamento, o bien lo haga a pesar de que se le haya denegado el permiso por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, se procederá por parte de la Dirección de la JUNAFO a informar lo pertinente a la JUNAFO para la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar el órgano, lo anterior a efecto de proceder a la suspensión del beneficio jubilatorio, luego de respetársele el debido proceso. Por la misma vía y órganos, se procederá a la recuperación de los dineros recibidos indebidamente, al encontrarse laborando sin la autorización correspondiente y sin que se hubiera suspendido el beneficio jubilatorio. 

	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.
Se adiciona que “procederá por parte de la Dirección de la JUNAFO a informar lo pertinente a la JUNAFO para la apertura del procedimiento administrativo ordinario”.

	Artículo 12. – Reajustes. La Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal que disponga la Junta para la elaboración de los cálculos correspondientes, comunicará a la Junta Administradora los reajustes que se deben realizar a los montos de las pensiones y jubilaciones en curso de pago y futuras, de conformidad con las variaciones en el Índice de Precios al Consumidor y definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censo, para la aprobación correspondiente. 
Toda persona jubilada que reingrese al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su beneficio jubilatorio por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la jubilación con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial, nuevo monto jubilatorio que será calculado por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o por la dependencia o personal que disponga la Junta para tales labores. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, el exjubilado tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley, procedimiento que estará a cargo de las dependencias dichas, quienes deberán remitir el respectivo informe para la correspondiente aprobación de la Junta, la que agendará en sesión los recálculos de jubilación que correspondan a la persona gestionante. En caso de ser requerido, se solicitará la revisión de los recálculos bajo estudio.
	Artículo 13. – Reajustes y recálculos. 
Conforme a lo establecido en la LOPJ, la Junta Administradora podrá efectuar los siguientes reajustes y/o recálculos a los beneficios económicos que cancela este régimen:
a.) La Dirección de la JUNAFO, con la colaboración de otras oficinas del Poder Judicial, elaborará los cálculos correspondientes con una frecuencia semestral y comunicará a la Junta Administradora los reajustes que se deben realizar a los montos de las jubilaciones y pensiones en curso de pago y futuras, de conformidad con las variaciones en el Índice de Precios al Consumidor y definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censo, para la aprobación correspondiente. 
b.) Toda persona jubilada que reingrese de forma temporal o interina, o en calidad propietaria al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su beneficio jubilatorio por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la jubilación con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el Índice de Precios al Consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial, nuevo monto jubilatorio que será calculado por la Dirección de la JUNAFO. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, la persona ex jubilada tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley, procedimiento que estará a cargo de la dependencia dicha, quien deberá remitir el respectivo informe para la correspondiente aprobación de la Junta Administradora, la que agendará en sesión los reajustes y recálculos de jubilación que correspondan a la persona gestionante. En caso de ser requerido, se solicitará la revisión de los reajustes o recálculos bajo estudio. 
c.) Recálculos en los casos de componentes salariales del Poder Judicial y/o reconocimiento de tiempo servido, cancelados posteriormente al momento de la jubilación, siempre y cuando se hayan honrado las deudas con este régimen jubilatorio.
El reconocimiento de tiempo servido debió ser tramitado durante la vida laboral de la persona.
	Se actualiza el nombre del título del artículo.
Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se corrigen mayúsculas en varias palabras.
Se adiciona la palabra “Administradora” en el inciso a).
Se modifica el cuerpo del artículo, con la finalidad de que quede más claro el contenido.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.




	Artículo 13. – Límites en los cálculos. La Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal que disponga la Junta para la elaboración de los cálculos de jubilación, deberán contemplar en estos lo estipulado en el artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el entendido de que ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo del Poder Judicial.
	Artículo 14. – Límites en los cálculos. La Dirección de la JUNAFO, deberá contemplar en los cálculos según lo estipulado en el artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el entendido de que ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo en el Poder Judicial. 

	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se adiciona en el cuerpo del texto la palabra “los cáculos”.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.

	Artículo 14. – Cómputo de tiempo. Conforme al artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para el cómputo del tiempo laborado, según lo indicado en los artículos 224 y 224 bis de ese cuerpo normativo, no será necesario que las personas servidoras hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años, por lo anterior, deberá la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal que disponga la Junta, realizar el estudio correspondiente a las personas servidoras judiciales al momento de tramitar la solicitud de estudio para el derecho jubilatorio, para determinar el cumplimiento del citado requisito.
	Artículo 15. – Cómputo de tiempo. Conforme al artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para el cómputo del tiempo laborado, según lo indicado en los artículos 224 y 224 bis de ese cuerpo normativo, no será necesario que las personas hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años, por lo anterior, deberá la Dirección de la JUNAFO con el apoyo de las oficinas del Poder Judicial, realizar el estudio correspondiente a las personas servidoras judiciales al momento de tramitar la solicitud de estudio para el derecho jubilatorio, para determinar el cumplimiento del citado requisito. 

	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.


	Artículo 15. – Traslado de cuotas a otros regímenes de pensión. En caso de que la persona solicitante hubiere cotizado en otros regímenes de pensiones, la Junta, a través de las oficinas del Poder Judicial o de esta, al momento de otorgar la jubilación, tramitará el traslado de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial, todo lo anterior mediante el protocolo que establecerá la Junta para tales efectos.
	Artículo 16. – Recepción y traslado de cuotas entre regímenes de pensión. En caso de que la persona solicitante hubiere cotizado en otros regímenes de pensiones, la Dirección de la JUNAFO al momento de realizar los cálculos del informe para otorgar la jubilación, tramitará el traslado de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial, todo lo anterior conforme a lo establecido en el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y lo definido en el protocolo que establecerá la Junta Administradora para tales efectos. 
En caso de que la persona haya cesado en el ejercicio de sus cargos en el Poder Judicial por cualquier motivo sin haber obtenido el beneficio de jubilación o pensión, deberá sujetarse a los requisitos, condiciones y normativa aplicable del régimen básico correspondiente al cual se mantenga cotizando por el resto de su vida laboral, una vez realice los trámites para adquirir su derecho jubilatorio y/o de pensión en ese otro régimen del primer pilar de pensiones costarricense, deberá la entidad administradora de dicho régimen solicitar, previamente al otorgamiento de la respectiva jubilación o pensión, el traslado de recursos correspondiente conforme a las reglas establecidas en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

	Se actualiza el nombre del título del artículo.
Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se adiciona lo siguiente: “conforme a lo establecido en el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y”
Se adiciona la palabra “Administradora” en el párrafo primero.
Se adiciona en el cuerpo del artículo el párrafo: “En caso de que la persona haya cesado en el ejercicio de sus cargos en el Poder Judicial por cualquier motivo sin haber obtenido el beneficio de jubilación o pensión, deberá sujetarse a los requisitos, condiciones y normativa aplicable del régimen básico correspondiente al cual se mantenga cotizando por el resto de su vida laboral, una vez realice los trámites para adquirir su derecho jubilatorio y/o de pensión en ese otro régimen del primer pilar de pensiones costarricense, deberá la entidad administradora de dicho régimen solicitar, previamente al otorgamiento de la respectiva jubilación o pensión, el traslado de recursos correspondiente conforme a las reglas establecidas en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.

	Artículo 16. – Reconocimiento de tiempo servido. En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no alcanzará el monto que corresponde al FJPPJ, este deberá reintegrar a dicho Fondo, la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, el interesado deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. Todo lo anterior mediante el protocolo que establecerá la Junta para tales efectos.
	Artículo 17. – Reconocimiento de tiempo servido. En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no se ajuste al monto que corresponde al FJPPJ, la persona interesada deberá reintegrar a dicho Fondo, la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el Índice de Precios al Consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, la persona interesada deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. Todo lo anterior mediante el protocolo que establecerá la Junta para tales efectos. 
Las solicitudes de reconocimiento de tiempo servido se deberán realizar cuando la persona servidora judicial esté activa laborando en el Poder Judicial.
No procederá el trámite de reconocimiento de tiempo servido cuando la solicitud sea presentada por una persona jubilada judicial.
El servidor judicial que solicita el reconocimiento de tiempo servido, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.
	Se corrigen mayúsculas en algunas palabras del texto del artículo.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.
Se adicionan los siguientes párrafos en el cuerpo del artículo:
“Las solicitudes de reconocimiento de tiempo servido se deberán realizar cuando la persona servidora judicial esté activa laborando en el Poder Judicial.
No procederá el trámite de reconocimiento de tiempo servido cuando la solicitud sea presentada por una persona jubilada judicial.
El servidor judicial que solicita el reconocimiento de tiempo servido, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.”



	Artículo 17. – Salarios devengados. Para el cálculo del monto de las jubilaciones y pensiones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente.
	Artículo 18. – Salarios devengados. Para el cálculo del monto de las jubilaciones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente. 

	Se elimina la palabra “y pensiones”, debido a que sería solo para jubilaciones, debido a que, para las pensiones, igual se requiere el cálculo de jubilación.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.

	CAPÍTULO II
SOBRE LA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE
	CAPÍTULO II
SOBRE LA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE
	No se presentan modificaciones a este encabezado.

	Artículo 18. – Procedimiento: Para dar el trámite que corresponda a las solicitudes de jubilación por invalidez, se deberá contar con un dictamen médico emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde declare el estado de invalidez de la persona servidora judicial solicitante, de conformidad con el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
	Artículo 19. – Procedimiento: Para dar el trámite que corresponda a las solicitudes de jubilación por invalidez, se deberá contar con el criterio médico emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde declare el estado de invalidez de la persona servidora judicial solicitante, de conformidad con el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

	Se modifica en el cuerpo del artículo, la palabra dictamen por la palabra criterio.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.


	Artículo 19. – Presentación de solicitud. La gestión de jubilación por invalidez deberá ser presentada con la documentación que se solicita ante la Dirección de Gestión Humana o ante la dependencia o personal que disponga la Junta para tales efectos, con la finalidad de que esa instancia trámite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS). La gestión debe acompañarse de: 
a) Solicitud formal de jubilación por incapacidad absoluta y permanente, que incluya 
▪ Nombre completo y número de identificación 
▪ Medio para recibir notificaciones y número de teléfono 
b) Documentos médicos que justifiquen la solicitud
	Artículo 20. – Presentación de solicitud. La gestión de jubilación por invalidez deberá ser presentada con la documentación que se solicita ante la Dirección de la JUNAFO, con la finalidad de que esa instancia trámite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), previamente deberá contar con el visto correspondiente del patrono. La gestión debe acompañarse de: 
a) Solicitud formal de jubilación por incapacidad absoluta y permanente, que incluya:
▪ Nombre completo y número de identificación.
▪ Medio para recibir notificaciones y número de teléfono.
b) Documentos médicos que justifiquen la solicitud.
	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se adiciona en el cuerpo del artículo la oración “previamente deberá contar con el visto correspondiente del patrono”
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.


	Artículo 20. – Criterio de la Comisión Calificadora. Cuando la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) comunique la “hoja de criterio” indicando que la persona evaluada se encuentra inválida para ejercer funciones, la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que disponga la Junta para tales efectos, remitirá a la Junta Administradora la información, en conjunto con los cálculos del monto de jubilación que le correspondería de conformidad con la fórmula matemática indicada en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, obedeciendo los topes establecidos en el artículo 225 de ese cuerpo normativo. 
En un plazo no mayor de dos meses, la gestión deberá ser remitida por la oficina tramitadora, a la Junta Administradora para su conocimiento.
	Artículo 21. – Criterio de la Comisión Calificadora. Cuando la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) comunique la “hoja de criterio” indicando que la persona evaluada se encuentra inválida para ejercer funciones, la Dirección de la JUNAFO, remitirá a la Junta Administradora la información, en conjunto con los cálculos del monto de jubilación que le correspondería de conformidad con la fórmula matemática indicada en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, obedeciendo los topes establecidos en el artículo 225 de ese cuerpo normativo. 
En un plazo no mayor de dos meses, la gestión deberá ser remitida por la Dirección de la JUNAFO, a la Junta Administradora para su conocimiento. 

	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se adiciona en el cuerpo del artículo “la gestión deberá ser remitida por la Dirección de la JUNAFO” en el último párrafo.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.


	Artículo 21. – Conocimiento. La Junta Administradora conocerá en sesión, de forma prioritaria la información aportada y en un plazo no mayor a un mes, después de recibida la información recabada por las oficinas tramitadoras, la gestión de jubilación por invalidez, para su aprobación o denegatoria.
	Artículo 22. – Conocimiento. La Junta Administradora conocerá en sesión, de forma prioritaria la información aportada dentro del plazo establecido, después de recibida la información recabada por las oficinas tramitadoras, conocerá la gestión de jubilación por invalidez, para su aprobación. 

	Se elimina la palabra “denegatoria”, considerando que, si la Comisión Calificadora declara la invalidez, la Junta no puede denegar la jubilación.
Se adiciona “dentro del plazo establecido”, se elimina el “mes”
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.

	Artículo 22. – Aprobación. La fecha de aprobación de jubilación por incapacidad absoluta y permanente regirá a partir de la firmeza del acuerdo adoptado por la Junta Administradora.
	Artículo 23. – Aprobación. La fecha de aprobación de la jubilación por incapacidad absoluta y permanente regirá a partir de la fecha que indique el informe de Dirección de la JUNAFO, en el cual se establezca las condiciones en las que la persona declarada inválida se jubilará y se ratificará con el acuerdo adoptado por la Junta Administradora.
	Se modifica el cuerpo del artículo, con la finalidad de aclarar la fecha de rige de las jubilaciones por incapacidad absoluta y permanente, tomando en consideración la práctica administrativa que se lleva con estos casos.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.

	Artículo 23. – Dictamen negativo. En los casos que la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) comunique la “hoja de criterio” con un resultado indicando que la persona servidora judicial evaluada tiene las condiciones para continuar laborando, la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal que disponga la Junta para la elaboración del trámite correspondiente remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial la información para lo que corresponda.
	Artículo 24. – Dictamen negativo. En los casos que la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o la instancia que esa institución designe, comunique la “hoja de criterio” que indique que la persona servidora judicial no se encuentra inválida, la Dirección de la JUNAFO remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial, la información para el trámite que corresponda en calidad de patrono.

	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.


	Artículo 24. – Reingreso a ejercer funciones en el Poder Judicial. Cuando una persona beneficiaria de una jubilación por incapacidad absoluta y permanente desee reincorporarse al Poder Judicial, de previo a conocer la gestión en sesión de la Junta Administradora, deberá comprobar haber realizado el procedimiento establecido en el artículo 10 de este reglamento. Una vez conocida la gestión, se tomará nota del criterio y se remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial o a la dependencia donde el gestionante indique que laborará, para su conocimiento. Dicho reingreso suspenderá el goce del beneficio de jubilación a partir del momento de la efectiva designación de la persona servidora.
	Artículo 25. – Reingreso a ejercer funciones en el Poder Judicial. Cuando una persona beneficiaria de una jubilación por incapacidad absoluta y permanente desee reincorporarse al Poder Judicial, de previo a conocer la gestión en sesión de la Junta Administradora, deberá comprobar haber realizado el procedimiento establecido en el artículo 10 de este reglamento. Una vez conocida la gestión, se tomará nota del criterio y se remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial y a la dependencia donde la persona gestionante indique que laborará, para su conocimiento. Dicho reingreso suspenderá el goce del beneficio de jubilación a partir del momento de la efectiva designación de la persona servidora. 
No obstante, prevalecerá lo establecido en el artículo 63 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
	Se adiciona el último párrafo en el cuerpo del artículo.
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.


	CAPÍTULO III
DE LAS PENSIONES OTORGADAS POR EL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL
	CAPÍTULO III
DE LAS PENSIONES OTORGADAS POR EL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL
	No se presentan modificaciones a este encabezado.

	Artículo 25. – Documentación: Documentos que se deben presentar con la solicitud de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página Web de la Dirección de Gestión Humana o de la dependencia o personal que la Junta disponga: 
a) Declaración jurada, para solicitud de pensión debidamente cumplimentada. 
b) Fotocopia del acta o certificado de la defunción, acompañada del documento original, a efecto de verificar la fidelidad de la copia. 
c) Certificación de los regímenes básicos de pensiones (IVM, JUPEMA, MTSS) referente a si la persona gestionante recibe o no pensión del régimen con no más de un mes de emitidas. 
d) Certificación de matrimonio inscrito en el Registro Civil y de estado civil del causante y de la persona solicitante. 
e) En el caso de que la persona gestionante sea la conviviente de la persona servidora judicial fallecida o de la persona jubilada fallecida, deberá aportar declaración jurada rendida ante notario público habilitado para tales efectos en que haga constar la convivencia durante al menos tres años de manera estable, continua y singular y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil. 
f) Fotocopia de la cédula de identidad de la persona solicitante. (Debe presentar el original para el trámite correspondiente de conformidad con lo que establece el artículo 95 inciso c) de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones). 
g) En el caso de que se gestione pensión para los hijos o hijas de la persona servidora judicial fallecida o persona jubilada fallecida, mayores de 18 y menores de 25 años, además se deberá presentar constancia extendida por el Centro Educativo en el cual se indique que la persona es estudiante. La Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que la Junta disponga, consultará en línea en el Registro Civil el nacimiento de los hijos e hijas, así como el estado civil de estos. 
h) Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presenten alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente, deberá aportarse certificación Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe. Una vez que se haya recibido la documentación completa, la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que la Junta disponga, deberá rendir el informe respectivo, en un plazo no mayor a dos meses, contado a partir del recibo de la totalidad de la documentación solicitada en este artículo. La Junta deberá conocer la solicitud de pensión dentro del mes siguiente al recibo del informe de las oficinas tramitadoras y en ese plazo, deberá emitir la aprobación o denegatoria de la solicitud de pensión planteada. 
	Artículo 26. – Documentación: Documentos que se deben presentar con la solicitud de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página Web de la Dirección de la JUNAFO: 
a) Declaración jurada, para solicitud de pensión debidamente cumplimentada. 
b) Fotocopia del acta o certificado de la defunción, acompañada del documento original, a efecto de verificar la fidelidad de la copia en caso de ser entregada personalmente o en su defecto con las firmas digitales que certifiquen su autenticidad 
c) Certificación de los regímenes básicos de pensiones (IVM, JUPEMA, MTSS) referente a si la persona gestionante recibe o no pensión del régimen con no más de un mes de emitida. 
d) Certificación de matrimonio inscrito en el Registro Civil y de estado civil de la persona causante y de la persona solicitante. 
e) En el caso de que la persona gestionante sea la conviviente de la persona servidora judicial fallecida o de la persona jubilada fallecida, deberá aportar declaración jurada en que haga constar la convivencia durante al menos tres años de manera estable, continua, singular y donde tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil. 
f) Fotocopia de la cédula de identidad de la persona solicitante. 
g) En el caso de que se gestione pensión para los hijos o hijas de la persona servidora judicial fallecida o persona jubilada fallecida, mayores de 18 y menores de 25 años, además se deberá presentar constancia extendida por el Centro Educativo en el cual se indique que la persona es estudiante, dicho centro de estudios deberá ser reconocido por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) o a criterio de la Junta Administradora conforme lo establece el artículo 228 de la LOPJ. La Dirección de la JUNAFO, consultará en línea en el Registro Civil el nacimiento de los hijos e hijas.
h) Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presente alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente, deberá aportarse certificación de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe que demuestre que previo al fallecimiento de la persona causante, se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas. Una vez que se haya recibido la documentación completa, la Dirección de la JUNAFO, deberá rendir el informe respectivo, en un plazo no mayor a dos meses, contados a partir del recibo de la totalidad de la documentación solicitada en este artículo. La Junta conocerá la solicitud de pensión dentro del plazo establecido, y emitirá la aprobación o denegatoria de la solicitud de pensión planteada. 

	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se modifica el contenido del inciso e), inciso f), inciso g) e inciso h).
Se elimina “Debe presentar el original para el trámite correspondiente de conformidad con lo que establece el artículo 95 inciso c) de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones”. 
Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 6.





	Artículo 26. – Salarios devengados. Para el cálculo del monto de las pensiones, en el caso de las personas servidoras judiciales fallecidas, no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente.
	
	Se propone la eliminación del presente artículo, debido a que no aplica para las pensiones, solo para las jubilaciones.

	Artículo 27. – Pensión por sobrevivencia. Tienen derecho a pensión por sobrevivencia las personas que se encuentren dentro de los siguientes supuestos: 
a) Persona cónyuge sobreviviente de la persona servidora judicial fallecida o jubilada fallecida que dependa económicamente de la persona causante, al momento del fallecimiento. 
b) Compañero o compañera sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil. 
c) Persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante. 
	Artículo 27. – Pensión por sobrevivencia. Tienen derecho a pensión por sobrevivencia las personas que se encuentren dentro de los siguientes supuestos: 
a) Persona cónyuge sobreviviente de la persona servidora judicial fallecida o jubilada fallecida que dependa económicamente de la persona causante, al momento del fallecimiento. 
b) Compañero o compañera sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambas aptitudes legales para contraer nupcias, conforme la legislación civil. 
c) Persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante. 
	En el inciso b) se modifica lo siguiente: “ambos aptitud legal” por “ambas aptitudes legales”.



	Artículo 28. – Pensión por orfandad. Tiene derecho al beneficio de pensión por orfandad, los hijos o hijas que, al momento del fallecimiento de la persona causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:
a) Personas solteras menores de edad. 
b) Personas Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora, por lo que deberá demostrar mediante documento idóneo las matrículas correspondientes. 
c) Personas Mayores de edad que, previo al fallecimiento de la persona causante, se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas. 

	Artículo 28. – Pensión por orfandad. Tiene derecho al beneficio de pensión por orfandad, los hijos o hijas que, al momento del fallecimiento de la persona causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas: 
a) Personas solteras menores de edad. 
b) Personas mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora, por lo que deberá demostrar mediante documento idóneo las matrículas correspondientes. 
c) Personas mayores de edad que, previo al fallecimiento de la persona causante, se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas. 

	En el cuerpo del artículo, se corrigen letras mayúsculas en varias palabras.



	Artículo 29. – Requisitos para las pensiones por orfandad. En los casos contemplados en el inciso b) del artículo anterior y de conformidad con la potestad otorgada a la Junta en el inciso f) del artículo 242 de la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, que permite a la Junta, solicitar todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, deberán las personas gestionantes demostrar que se encuentran matriculadas en alguno de los centros de estudios autorizados por el numeral 228 de la ley referida y que han de obtener el puntaje mínimo para la aprobación de las materias cursadas, para lo cual la Junta Administradora del Fondo requerirá la información que considere oportuna, encontrándose en la obligación la persona beneficiada de proveerla dentro del plazo razonable estimado por la Junta, bajo la advertencia de la suspensión del beneficio de pensión. 
En el supuesto de que la persona estudiante no apruebe las materias o cursos matriculados, la Junta Administradora podrá suspender el beneficio para lo cual establecerá un procedimiento de ajuste al beneficio de pensión otorgado, en aras de mantener un buen uso de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con el principio pro-fondo. 
Asimismo, en los casos que las personas beneficiarias finalicen sus estudios de previo a cumplir los veinticinco años, la Junta Administradora podrá valorar si es necesario mantener el beneficio de pensión. 
Para el supuesto del punto c) del artículo anterior, se deberá presentar documento idóneo emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, , en donde certifique que la persona gestionante se encuentra discapacitada.
	Artículo 29. – Requisitos para las pensiones por orfandad. En los casos contemplados en el inciso b) del artículo anterior y de conformidad con la potestad otorgada a la Junta en el inciso f) del artículo 242 de la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, que permite a la Junta, solicitar todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, deberán las personas gestionantes demostrar que se encuentran matriculadas en alguno de los centros de estudios autorizados por el numeral 228 de la ley referida y que han de obtener el puntaje mínimo para la aprobación de las materias cursadas, para lo cual la Junta Administradora del Fondo o la Dirección de la JUNAFO requerirá la información que considere oportuna, encontrándose en la obligación la persona beneficiada de proveerla dentro del plazo razonable estimado por la Junta, bajo la advertencia de la suspensión del beneficio de pensión. 
En el supuesto de que la persona estudiante no apruebe las materias o cursos matriculados, la Junta Administradora podrá suspender el beneficio para lo cual establecerá un procedimiento de ajuste al beneficio de pensión otorgado, en aras de mantener un buen uso de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con el principio pro-fondo. 
Asimismo, en los casos que las personas beneficiarias finalicen sus estudios de previo a cumplir los veinticinco años, la Junta Administradora podrá valorar si es necesario mantener el beneficio de pensión. 
Para el supuesto del punto c) del artículo anterior, se deberá presentar documento idóneo emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde certifique que la persona gestionante se encuentra discapacitada previo al fallecimiento del causante. 
Toda pensión por orfandad caducará a los 18 años cumplidos en caso de no presentar documentación que certifique que la persona beneficiaria se mantiene estudiando. En caso de demostrar que mantiene sus estudios, esta población beneficiaria se clasificará como “personas estudiantes pensionadas” y deberán cumplir con los requisitos, reglamento, políticas y normativa aplicable para estos efectos. Toda asignación económica de la población denominada “personas estudiantes pensionadas” caducará definitivamente al momento exacto de cumplir los 25 años de edad, aunque dicha persona aún se encuentre estudiando o se mantenga el ciclo lectivo respectivo vigente.
	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se adiciona el siguiente párrafo: “Toda pensión por orfandad caducará a los 18 años cumplidos en caso de no presentar documentación que certifique que el beneficiario se mantiene estudiando. En caso de demostrar que mantiene sus estudios, esta población beneficiaria se clasificará como “personas estudiantes pensionadas” y deberán cumplir con los requisitos, reglamento, políticas y normativa aplicable para estos efectos. Toda asignación económica de la población denominada “personas estudiantes pensionadas” caducará al momento exacto de cumplir los 25 años de edad, aunque dicha persona aún se encuentre estudiando o se mantenga el ciclo lectivo respectivo vigente”.
Se adiciona en el párrafo cuarto lo siguiente: “previo al fallecimiento del causante.”



	Artículo 30. – Pensión por ascendencia. Tienen derecho a pensión los padres de la persona causante si se cumplen los siguientes requisitos: 
a) Haber ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad. 
b) Depender económicamente de la persona causante al momento de su fallecimiento.

	Artículo 30. – Pensión por ascendencia. Tienen derecho a la pensión los padres de la persona causante si se cumplen los siguientes requisitos: 
a) Haber ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad. 
b) Depender económicamente de la persona causante al momento de su fallecimiento.
Lo anterior, en el entendido de que se debe contar con un informe técnico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Sicología que sustente la viabilidad del otorgamiento del beneficio.
	Se adiciona un “la” en el primer párrafo.
Se adiciona el siguiente párrafo: “Lo anterior, en el entendido de que se debe contar con un informe técnico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Sicología que sustente la viabilidad del otorgamiento del beneficio”.

	Artículo 31. – Monto de pensión. El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que recibía la persona jubilada al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía a la causante. En caso de muerte de una persona servidora activa, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que hubiera recibido la persona fallecida de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos indicados en los artículos 224 y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido a la persona causante.
	Artículo 31. – Monto de pensión. El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que recibía la persona jubilada al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía a la persona causante. En caso de muerte de una persona servidora activa, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que hubiera recibido la persona fallecida de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos indicados en los artículos 224, 224 bis y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la resolución de la Sala Constitucional N° 2021011957 que indica lo siguiente “se declara inconstitucional el requisito de los 20 años de servicio exigido para efectos de obtener la pensión por sobrevivencia que se deriva del artículo 229 de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018, en cuyo caso se mantiene vigente el requisito de 10 años para adquirir ese derecho, según el artículo 230 de la Ley 7333 de 5 de mayo de 1993 en la versión anterior a la reforma” en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido a la persona causante. 
	Se adiciona la palabra “Persona” en el cuerpo del artículo.
Se adiciona en el cuerpo del artículo “229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la resolución de la Sala Constitucional N° 2021011957 que indica lo siguiente “se declara inconstitucional el requisito de los 20 años de servicio exigido para efectos de obtener la pensión por sobrevivencia que se deriva del artículo 229 de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018, en cuyo caso se mantiene vigente el requisito de 10 años para adquirir ese derecho, según el artículo 230 de la Ley 7333 de 5 de mayo de 1993 en la versión anterior a la reforma”




	Artículo 32. – Fijación de los montos de pensión. Para fijar las proporciones de las pensiones en los casos que una persona causante tenga más de una persona beneficiaria, la Junta Administradora analizará la información aportada en los informes de la Dirección de Gestión Humana o en la dependencia o persona que la Junta designe para tal efecto, en el entendido que, en su conjunto, no excederá del ochenta por ciento (80%) del monto de jubilación que le correspondía a la persona causante, bajo los siguientes porcentajes. 
Proporciones de los beneficios por sobrevivencia: 
a) Cuando únicamente se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) de convivencia: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 
b) Cuando se presente solicitud tanto de la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil y a la vez, solicitud de una persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante: máximo un 80% conforme a lo definido en el artículo 228 inciso c) de la LOPJ, entre las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 
c) Cuando únicamente se presente solicitud de hijos (as): máximo un 80% repartido en partes iguales, entre todas las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 
d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. 
e) Cuando se presente solicitud de los padres de la persona fallecida: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente, repartido en partes iguales, en caso de que le sobrevivan ambos padres a la persona causante”. 
En todos los casos se debe demostrar dependencia económica con el fin de considerar la solicitud de pensión respectiva.
	Artículo 32. – Fijación de los montos de pensión. Para fijar las proporciones de las pensiones en los casos que una persona causante tenga más de una persona beneficiaria, la Junta Administradora analizará la información aportada en los informes de la Dirección de la JUNAFO, en el entendido que, en su conjunto, no excederá del ochenta por ciento (80%) del monto de jubilación que le correspondía a la persona causante, bajo los siguientes porcentajes. 
Proporciones de los beneficios por sobrevivencia: 
a) Cuando únicamente se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) de convivencia: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 
b) Cuando se presente solicitud tanto de la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambas aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil y a la vez, solicitud de una persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante: máximo un 80% conforme a lo definido en el artículo 228 inciso c) de la LOPJ, entre las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 
c) Cuando únicamente se presente solicitud de hijos (as): máximo un 80% repartido en partes iguales, entre todas las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 
d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y hasta el 34%, repartido en partes iguales, para las demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. 
e) Cuando se presente solicitud de los padres de la persona fallecida: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente, repartido en partes iguales, en caso de que le sobrevivan ambos padres a la persona causante. 
En todos los casos se debe demostrar dependencia económica con el fin de considerar la solicitud de pensión respectiva.
Cuando se demuestre la dependencia económica, la Junta Administradora asignará el porcentaje de pensión, valorando las necesidades reales de la persona gestionante, con la finalidad de fijar un monto económico acorte a los gastos detallados en el informe socioeconómico, respetando el monto máximo definido por ley, esto en aplicación al principio “pro fondo”, en aras de la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo.
	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se modifica la palabra “ambos” por “ambas”, en el inciso b).
Se adiciona “y hasta el 34%” en el inciso d).
Se adiciona el párrafo último: “Cuando se demuestre la dependencia económica, la Junta Administradora asignará el porcentaje de pensión, valorando las necesidades reales de la persona gestionante, con la finalidad de fijar un monto económico acorte a los gastos detallados en el informe socioeconómico, respetando el monto máximo definido por ley, esto en aplicación al principio “pro fondo”, en aras de la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo”.



	Artículo 33. – Extinción y/o acrecimiento de la pensión. Todas las pensiones caducarán por la muerte de la persona beneficiaria, sin excepción alguna, salvo para la pensión que corresponde a los hijos, las que podrán acrecer proporcionalmente a solicitud de parte, previo estudio del dictamen socioeconómico y aprobación de la Junta Administradora.
	Artículo 33. – Extinción y/o acrecimiento de la pensión. Todas las pensiones caducarán por la muerte de la persona beneficiaria, sin excepción alguna, salvo para la pensión que corresponde a los hijos o hijas, las que podrán acrecer proporcionalmente a solicitud de parte, previo estudio del dictamen socioeconómico y aprobación de la Junta Administradora. 

	Se adiciona “o hijas” en el artículo.



	Artículo 34. – Servicios profesionales. En caso de requerirse, la Junta Administradora podrá contratar servicios profesionales de trabajo social externos al Poder Judicial para la elaboración de estudios socioeconómicos.
	Artículo 34. – Servicios profesionales. En caso de requerirse, la Junta Administradora podrá contratar servicios profesionales de trabajo social externos al Poder Judicial para la elaboración de estudios socioeconómicos. 
El tiempo de entrega de los informes se estipulará en el momento que se contrate el servicio profesional, en el entendido de que se deberá respetar el plazo establecido para cada uno de ellos.
	Se adiciona el siguiente párrafo: “El tiempo de entrega de los informes se estipulará en el momento que se contrate el servicio profesional, en el entendido de que se deberá respetar el plazo establecido para cada uno de ellos.”




	Artículo 35. – Documentación. En cualquier momento, la Junta Administradora podrá solicitar a las partes interesadas la información que considere pertinente, con la finalidad de evacuar cualquier duda al momento de estudiar las solicitudes presentadas por las personas beneficiarias.
	Artículo 35. – Documentación. Una vez iniciado el procedimiento para la respectiva concesión de un posible beneficio, ya sea jubilación o pensión, la JUNAFO, podrá solicitar a las partes interesadas la información u documentación que considere pertinente y necesaria, con la finalidad de complementar el expediente.
Una vez otorgado el beneficio, en caso de que exista duda o denuncia en cuanto a la veracidad de un documento, se podrá solicitar por parte de la JUNAFO o de la Dirección de la JUNAFO, en aplicación al Principio de Oficiosidad, cualquier tipo de información o requerimiento, con el fin de verificar los alcances del derecho otorgado. 
	Se modifica la redacción del artículo para que se comprenda mejor la idea.  

	CAPÍTULO IV
VIGENCIA DE LOS DERECHOS DE JUBILACIÓN Y PENSIÓN.
	CAPÍTULO IV
VIGENCIA DE LOS DERECHOS DE JUBILACIÓN Y PENSIÓN.
	No se presentan modificaciones a este encabezado.

	Artículo 36. – Sobre el derecho de jubilación. El derecho a la jubilación es facultativo ejercerlo por parte de la persona funcionaria, salvo los casos de incapacidad permanente para el desempeño del cargo; una vez que cumpla con los requisitos previstos en la ley. El derecho debe ser declarado por la Junta Administradora y regirá a partir del día siguiente al cese de las labores como persona servidora activa.
	Artículo 36. – Sobre el derecho de jubilación. El derecho a la jubilación es facultativo ejercerlo por parte de la persona funcionaria, salvo los casos de incapacidad permanente para el desempeño del cargo; una vez que cumpla con los requisitos previstos en la ley. El derecho debe ser declarado por la Junta Administradora y regirá a partir del día siguiente al cese de las labores como persona servidora activa. Una vez aprobada la jubilación, la JUNAFO, informará al Consejo Superior y al despacho en donde labora la persona servidora judicial, para lo que corresponda.
	Se adiciona “Una vez aprobada la jubilación, la JUNAFO, informará al Consejo Superior, para lo que corresponda.”

	Artículo 37. – Sobre el derecho de pensión. El derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del exservidor (a) judicial o de la persona jubilada fallecida siempre y cuando tanto el causante, como la persona solicitante, cumplan con todos los requisitos establecidos tanto en la LOPJ, este reglamento y demás normativa aplicable, para el goce de tal beneficio. 
Lo anterior, en caso de que la solicitud respectiva se presente durante los primeros quince días hábiles de acontecida la muerte de la persona jubilada o servidora activa, en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión. Para el supuesto de que, con posterioridad a la distribución inicial realizada por la Junta Administradora, se presenten solicitudes de personas beneficiarias con derecho a pensión, éstos sólo podrán hacer efectivo el beneficio, con perjuicio de la distribución inicial, a partir de la fecha de la respectiva gestión.
	Artículo 37. – Sobre el derecho de pensión. El derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del exservidor (a) judicial o de la persona jubilada fallecida siempre y cuando tanto la persona causante, como la solicitante, cumplan con todos los requisitos establecidos tanto en la LOPJ, este reglamento y demás normativa aplicable, para el goce de tal beneficio.
Lo anterior, en caso de que la solicitud respectiva se presente durante los primeros quince días hábiles de acontecida la muerte de la persona jubilada o servidora activa; en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión. Para el supuesto de que, con posterioridad a la distribución inicial realizada por la Junta Administradora, se presenten solicitudes de personas beneficiarias con derecho a pensión, éstos sólo podrán hacer efectivo el beneficio, con perjuicio de la distribución inicial, a partir de la fecha de la respectiva gestión. 
 
	Sin modificaciones.



	
	Artículo 38. - Redistribución: Para los casos en que posterior a la distribución inicial del beneficio de pensión aprobada por la Junta Administradora, se presenten solicitudes de personas que tienen derecho adicional a dicho beneficio, éstos sólo podrán hacerlo efectivo, con afectación de la distribución inicial a partir de la quincena de pago inmediatamente siguiente a la comunicación de la aprobación del beneficio por parte de la de la Junta Administradora. Para lo anterior se deberá cumplir con el proceso, la documentación y demás requisitos definidos en este reglamento para el trámite de pensión correspondiente.
	Se propone la incorporación del presente artículo.

	Artículo 38. – Fraude en documentación. Con estricta sujeción al debido proceso, cuando la Junta Administradora, tenga conocimiento que una persona beneficiaria del derecho de jubilación o pensión ha suministrado información falsa o de dudosa procedencia, o en su defecto, realice acciones tendentes a trasladar su derecho a otra persona, con la pretensión de que a su fallecimiento le suceda en el beneficio, se realizará por parte de la oficina interna del Poder Judicial, de la dependencia de la Junta o la asesoría externa que designe esta, la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, la investigación pertinente, para la averiguación de la verdad real en el caso en cuestión.
	Artículo 39. – Fraude en documentación. Con estricta sujeción al debido proceso, cuando la Junta Administradora, tenga conocimiento que una persona beneficiaria del derecho de jubilación o pensión ha suministrado información falsa o de dudosa procedencia, o en su defecto, realice acciones tendentes a trasladar su derecho a otra persona, con la pretensión de que a su fallecimiento le suceda en el beneficio, se realizará por parte de la Dirección de la JUNAFO o la asesoría que designe esta, la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, la investigación pertinente, para la averiguación de la verdad real en el caso en cuestión. 

	Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 38.

Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se elimina la palabra “externa”.

	CAPÍTULO V
RECONOCIMIENTO DE TIEMPO PARA EFECTOS JUBILATORIOS
	CAPÍTULO V
RECONOCIMIENTO DE TIEMPO PARA EFECTOS JUBILATORIOS
	No se presentan modificaciones a este encabezado.

	Artículo 39. – Solicitud del reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones. El reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones para efectos de jubilación se tramitará a solicitud de la persona servidora judicial activa. Estos deberán presentar ante la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales estudios la solicitud de reconocimiento de tiempo servido. En estos casos, la persona servidora judicial, podrá presentar su gestión en cualquier momento de su relación de servicio, independientemente del tiempo transcurrido. 
La vigencia del reconocimiento será a partir de la fecha en que la persona interesada cumplió con los requisitos establecidos en este reglamento.
	Artículo 40. – Solicitud del reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones. El reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones para efectos de jubilación se tramitará a solicitud de la persona servidora judicial activa. Estos deberán presentar ante la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta Administradora para la realización de tales estudios la solicitud de reconocimiento de tiempo servido. En estos casos, la persona servidora judicial, podrá presentar su gestión en cualquier momento de su relación de servicio, independientemente del tiempo transcurrido. 
El reconocimiento de tiempo servido rige a partir del día en que la persona interesada complete la documentación requerida para el estudio correspondiente, con el fin de realizar el trámite de la gestión, cuando sea su obligación presentarla. Si en el plazo de tres meses no la completa, se procederá al archivo de la solicitud.
El cobro del monto correspondiente se inicia desde el momento que el acuerdo adoptado por la JUNAFO aprobando el reconocimiento, se encuentre en firme.

	Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 38.
Se modifica: La vigencia del reconocimiento será a partir de la fecha en que la persona interesada cumplió con los requisitos establecidos en el reglamento que regula esta materia. 
Se adiciona la palabra “administradora” en el cuerpo del acuerdo.
Se elimina el siguiente párrafo: “La vigencia del reconocimiento será a partir de la fecha en que la persona interesada cumplió con los requisitos establecidos en el reglamento que regula esta materia”.
Se adiciona el siguiente párrafo:
“El reconocimiento de tiempo servido rige a partir del día en que la persona interesada complete la documentación requerida para el estudio correspondiente, con el fin de realizar el trámite de la gestión, cuando sea su obligación presentarla. Si en el plazo de tres meses no la completa, se procederá al archivo de la solicitud.
El cobro del monto correspondiente se inicia desde el momento que el acuerdo adoptado por la JUNAFO aprobando el reconocimiento, se encuentre en firme”.

	Artículo 40. – Prueba que se debe aportar para el reconocimiento de tiempo servido. La solicitud presentada por la persona interesada deberá acompañarse de la prueba que la respalde, sin demérito de que la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales estudios lleve a cabo las indagaciones y comprobaciones que considere pertinentes.
	Artículo 41. – Prueba que se debe aportar para el reconocimiento de tiempo servido. La solicitud presentada por la persona interesada deberá acompañarse de la prueba que la respalde, sin demérito de que la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta Administradora para la realización de tales estudios lleve a cabo las indagaciones y comprobaciones que considere pertinentes.
	Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 38.
Se adiciona la palabra “Administradora” en el cuerpo del artículo.

	Artículo 41. – Prohibición de doble cómputo. En caso de que una persona haya trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones, el tiempo servido no se podrá computar doble, es decir, solamente se computará el tiempo servido en uno de ellos.
	Artículo 42. – Prohibición de doble cómputo. En caso de que una persona haya trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones, el tiempo servido no se podrá computar doble; “Prevalecerá la de mayor tiempo servido”.
	Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 38.



	Artículo 42. – Cómputo por tiempos paralelos. Ninguna persona que tenga jubilación en otro régimen podrá solicitar el reconocimiento del tiempo que se le computó para constituir ese derecho, con el propósito de obtener también la condición de persona jubilada judicial. La persona que gestiona la concesión de la jubilación deberá presentar a la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales estudios, documento en que se consigne que no ostenta la condición de persona jubilada o pensionada de ningún régimen de jubilación o pensión público, salvo los supuestos de excepción contemplados en la ley.
	Artículo 43. – Cómputo por tiempos paralelos. Ninguna persona que tenga jubilación en otro régimen podrá solicitar el reconocimiento del tiempo que se le computó para constituir ese derecho, con el propósito de obtener también la condición de persona jubilada judicial. La persona que gestiona la concesión de la jubilación deberá presentar a la Dirección de la JUNAFO, documento en que se consigne que no ostenta la condición de persona jubilada o pensionada de ningún régimen de jubilación o pensión público, salvo los supuestos de excepción contemplados en la ley. 

	Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 38.
Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.



	Artículo 43. – Tiempo servido que puede ser reconocido para efectos de jubilación. El tiempo servido por la persona gestionante en el Estado se reconoce para efectos de jubilación. Para el cómputo del tiempo servido se tomarán en cuenta las siguientes reglas: 
a) El reconocimiento de tiempo servido es procedente aun cuando la prestación del servicio se haya dado de manera discontinua, interina o en propiedad. 
b) No será necesario que las personas servidoras hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber laborado para el Poder Judicial al menos los últimos veinte años. 
c) Los períodos de permisos sin goce de salario no serán tomados en cuenta para el cálculo. 
d) No se reconocerá cuando la prestación del servicio haya sido bajo la modalidad de servicios profesionales (sistema de honorarios o dietas). 
e) Para efectos jubilatorios, no se reconocerá el tiempo laborado en las instituciones de derecho público no estatales de base corporativa. 
f) Si la prestación del servicio, por parte de la persona servidora en las dependencias o instituciones públicas estatales, se dio a tiempos parciales, se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario, para tales efectos, será admisible todo medio de prueba 
para comprobar el tiempo servido por la persona trabajadora. Al valorar la prueba, la Junta Administradora tomará en consideración el principio in dubio pro-fondo. 

	Artículo 44. – Tiempo servido que puede ser reconocido para efectos de jubilación. El tiempo servido por la persona gestionante en el Estado se reconoce para efectos de jubilación. 
Para el cómputo del tiempo servido se tomarán en cuenta las siguientes reglas: 
a) El reconocimiento de tiempo servido es procedente aun cuando la prestación del servicio se haya dado de manera discontinua, interina o en propiedad. 
b) No será necesario que las personas servidoras hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber laborado para el Poder Judicial al menos los últimos veinte años. 
c) Los períodos de permisos sin goce de salario no serán tomados en cuenta para el cálculo. 
d) No se reconocerá cuando la prestación del servicio haya sido bajo la modalidad de servicios profesionales (sistema de honorarios o dietas). 
e) Para efectos jubilatorios, no se reconocerá el tiempo laborado en las instituciones de derecho público no estatales de base corporativa. 
f) Si la prestación del servicio, por parte de la persona servidora en las dependencias o instituciones públicas estatales, se dio a tiempos parciales, se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario, para tales efectos, será admisible todo medio de prueba para comprobar el tiempo servido por la persona trabajadora. Al valorar la prueba, la Junta Administradora tomará en consideración el principio in dubio pro-fondo. 
g) El tiempo laborado bajo la modalidad de meritorio o similar (es decir, sin percibir salario), no será computado para efectos de los cálculos jubilatorios.
	Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 38.
Se adiciona el siguiente inciso: “g) El tiempo laborado bajo la modalidad de meritorio o similar (es decir, sin percibir salario), no será computado para efectos de los cálculos jubilatorios”.

	Artículo 44. – Cómputo de pasos por cursos de capacitación. Para los efectos del tiempo reconocido para jubilación se tomará en cuenta únicamente el tiempo laborado en forma efectiva en el Estado y sus instituciones, no así aquellos "anuales" o pasos otorgados por aprobación de cursos de capacitación en la Escuela Judicial o bien los aprobados en materia policial.
	Artículo 45. – Cómputo de pasos por cursos de capacitación. Para los efectos del tiempo reconocido para jubilación se tomará en cuenta únicamente el tiempo laborado en forma efectiva en el Estado y sus instituciones, no así aquellos "anuales" o pasos otorgados por aprobación de cursos de capacitación en la Escuela Judicial o bien los aprobados en materia policial.
	Se modifica la numeración del presente artículo, debido a que se incorporó la propuesta del artículo 38.

	Artículo 45. – Fecha de rige del reconocimiento de tiempo servido. - El reconocimiento de tiempo servido rige a partir del día en que la persona interesada complete la documentación requerida por la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales estudios, para su respectivo trámite, cuando sea su obligación presentarla. Si en el plazo de tres meses no la completa, esa Dirección procederá al archivo de la gestión.
	
	Se propone la eliminación del presente artículo, debido a que el contenido está incorporado en el artículo 40.


	Artículo 46. – Reglas del traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido para efectos de la jubilación. Al aprobarse el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación, la Junta Administradora le indicará a la persona gestionante el correspondiente reintegro al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se determinó en el respectivo estudio, mismo que será calculado a valor presente más el rendimiento real que se hubiere obtenido sobre las sumas a trasladar de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. 
Para el traslado y reintegro de cuotas por reconocimiento de tiempo servido se aplicarán las siguientes reglas: 
a) Si la persona interesada había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial. 
b) En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no alcance el monto que corresponde al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, la persona interesada deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, la persona interesada deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. 
c) La comprobación de los servicios prestados deberá hacerse por medio de prueba idónea y en cuanto a su interpretación se aplicará el principio in dubio pro - fondo. 
d) Cuando una persona ha trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones, laborando en jornadas inferiores a la ordinaria y haya cotizado en ambos para un mismo régimen, se le deberá reconocer como un sólo período, dando lugar a una única jubilación por esos servicios y se deberá trasladar la totalidad de las cuotas aportadas. 
e) La Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales estudios, digitalizará la documentación presentada por la persona interesada para el trámite de reconocimiento de tiempo servido, la cual se adjuntará al expediente personal electrónico que custodia dicha dependencia. 
	Artículo 46. – Reglas del traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido para efectos de la jubilación. Al aprobarse el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación, la Junta Administradora le indicará a la persona gestionante el correspondiente reintegro al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se determinó en el respectivo estudio, mismo que será calculado a valor presente más el rendimiento real que se hubiere obtenido sobre las sumas a trasladar de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. 
Para el traslado y reintegro de cuotas por reconocimiento de tiempo servido se aplicarán las siguientes reglas: 
a) Si la persona interesada había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial. 
b) En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no alcance el monto que corresponde al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la persona interesada deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, la persona interesada deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. 
c) La comprobación de los servicios prestados deberá hacerse por medio de prueba idónea y en cuanto a su interpretación se aplicará el principio in dubio pro - fondo. 
d) Cuando una persona ha trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones, laborando en jornadas inferiores a la ordinaria y haya cotizado en ambos para un mismo régimen, se le deberá reconocer como un sólo período, dando lugar a una única jubilación por esos servicios y se deberá trasladar la totalidad de las cuotas aportadas. 
e) La Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales estudios, digitalizará la documentación presentada por la persona interesada para el trámite de reconocimiento de tiempo servido, la cual se adjuntará al expediente personal electrónico que custodia dicha dependencia.
	Se modifica el orden de “Jubilaciones Y Pensiones” en el inciso b).

	Artículo 47. – Valor presente y rendimiento real. Para el cálculo del valor presente a que se refiere el artículo anterior, se observará la siguiente metodología: 
La inflación acumulada, aplicada a cada cuota desde la fecha de inicio del reconocimiento, conforme la siguiente fórmula: 
(IPC final/ IPC inicial) * 100-100=X, 
Donde: 
X=Cuota*(1+X/100) 
IPC: Índice de precios al consumidor 
Para el cálculo del rendimiento mensual real, se observará la siguiente fórmula: 
RNR= 1+RN del plazo /1+IPC del plazo 
Donde: 
RNR: Rendimiento Nominal Real. 
RN del plazo: Es el rendimiento nominal según el plazo desde la fecha de inicio. 
IPC del plazo: Es la inflación acumulada según el plazo desde la fecha de inicio. 
La sumatoria de las cuotas indexadas por la inflación acumulada más el rendimiento mensual real de las inversiones, constituyen la suma a cobrar a la persona gestionante.
	Artículo 47. – Valor presente y rendimiento real. Para el cálculo del valor presente a que se refiere el artículo anterior, se observará la siguiente metodología: 
La inflación acumulada, aplicada a cada cuota desde la fecha de inicio del reconocimiento, conforme la siguiente fórmula: 
(IPC final/ IPC inicial) * 100-100=X, 
Donde: 
X=Cuota*(1+X/100) 
IPC: Índice de precios al consumidor 
Para el cálculo del rendimiento mensual real, se observará la siguiente fórmula: 
RNR= 1+RN del plazo /1+IPC del plazo 
Donde: 
RNR: Rendimiento Nominal Real. 
RN del plazo: Es el rendimiento nominal según el plazo desde la fecha de inicio. 
IPC del plazo: Es la inflación acumulada según el plazo desde la fecha de inicio. 
La sumatoria de las cuotas indexadas por la inflación acumulada más el rendimiento mensual real de las inversiones, constituyen la suma a cobrar a la persona gestionante.
	No presenta modificaciones.



	Artículo 48. – Proceso de reintegro de dinero. El rebajo del monto por el reconocimiento del tiempo servido no será menor al 10% del salario bruto que devengue la persona servidora judicial, quien no podrá acogerse a su derecho jubilatorio sin antes haber cancelado la totalidad del monto adeudado.
	Artículo 48. – Proceso de reintegro de dinero. El rebajo del monto por el reconocimiento del tiempo servido no será menor al 10% del salario bruto que devengue la persona servidora judicial, quien no podrá acogerse a su derecho jubilatorio sin antes haber cancelado la totalidad del monto adeudado.
	No se presentan modificaciones.


	Artículo 49. – Devolución de montos cobrados de más. Cuando se haya reintegrado una suma mayor por el reconocimiento de tiempo servido, el Departamento Financiero Contable o la dependencia o personal que designe la Junta, reintegrará al servidor o servidora judicial la suma respectiva. En caso de fallecimiento de la persona beneficiaria a quién corresponde el reintegro, se procederá a la devolución según lo que establezca el proceso sucesorio o sede notarial.
	Artículo 49. – Devolución de montos cobrados de más. Cuando se haya reintegrado una suma mayor por el reconocimiento de tiempo servido, la Dirección de la JUNAFO, reintegrará al servidor o servidora judicial la suma respectiva. En caso de fallecimiento de la persona beneficiaria a quién corresponde el reintegro, se procederá a la devolución según lo que establezca el proceso sucesorio o sede notarial. 
El plazo para realizar el reintegro de los montos cobrados de más, será de un mes, esto para los casos en el que las personas interesadas sean servidores judiciales activos, esta devolución la realizará la administración de forma oficiosa, en el mes calendario siguiente. En caso de fallecimiento de la persona beneficiaria, el plazo será el que se acuerde en el proceso sucesorio jurisdiccional o sede notarial.
La administración informará a la JUNAFO sobre los movimientos que se realicen en cuanto a los reintegros de los montos cobrados de más.
	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se adiciona el siguiente párrafo: “El plazo para realizar el reintegro de los montos cobrados de más, será de un mes, esto para los casos en el que las personas interesadas sean servidores judiciales activos, esta devolución la realizará la administración de forma oficiosa, en el mes calendario siguiente. En caso de fallecimiento de la persona beneficiaria, el plazo será el que se acuerde en el proceso sucesorio jurisdiccional o sede notarial
La administración informará a la JUNAFO sobre los movimientos que se realicen en cuanto a los reintegros de los montos cobrados de más”.



	Artículo 50. – Requisitos para el traslado de cuotas de cualquier Régimen Básico Público de Pensiones hacia el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras del Poder Judicial. La solicitud de traslado de cuotas obrero patronales para efectos del artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se hará mediante oficio del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial o la dependencia que la Junta designe, dirigido a la Jefatura de la Sección de Cuenta Individual de la Caja Costarricense de Seguro Social, a la Jefatura Financiera de la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional o a la persona responsable o encargada del respectivo régimen con indicación del nombre, apellidos, número de cédula y la referencia de lo acordado por la Junta Administradora (número de sesión, día, mes, año, artículo y descripción de lo acordado). La solicitud deberá ir firmada por la jefatura del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial o por quien determine la Junta.
A la solicitud se acompañará la fotocopia del acuerdo de la Junta Administradora en que se aprobó el reconocimiento de tiempo servido y el reporte de tiempo servido confeccionado por la Dirección de Gestión Humana o la oficina designada por la Junta para tales efectos.
	Artículo 50. – Requisitos para el traslado de cuotas de cualquier Régimen Básico Público de Pensiones hacia el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras del Poder Judicial. La solicitud de traslado de cuotas obrero patronales para efectos del artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se hará mediante oficio de la Dirección de la JUNAFO, dirigido a la Jefatura de la Sección de Cuenta Individual de la Caja Costarricense de Seguro Social, a la Jefatura Financiera de la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional o a la persona responsable o encargada del respectivo régimen con indicación del nombre, apellidos, número de cédula y la referencia de lo acordado por la Junta Administradora (número de sesión, día, mes, año, artículo y descripción de lo acordado). La solicitud deberá ir firmada por la persona directora o subdirectora Dirección de la JUNAFO. 
La solicitud se acompañará con la fotocopia del acuerdo de la Junta Administradora en que se aprobó el reconocimiento de tiempo servido y el reporte de tiempo servido confeccionado por la Dirección de Gestión Humana o la oficina designada por la Junta para tales efectos. 

	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se modifica “Alta Gerencia” por “persona directora o subdirectora”.



	Artículo 51. – Requisitos para el traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras del Poder Judicial hacia cualquiera de los otros Regímenes Básicos Públicos. De conformidad con el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la solicitud de traslado de cuotas la hará la respectiva entidad Administradora del Régimen Básico Público, cuando vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud deberá dirigirse al Departamento Financiero Contable del Poder Judicial o la dependencia que la Junta designe. 
Se realizarán los estudios y cálculos respectivos por parte del Departamento Financiero Contable o la dependencia que la Junta designe, y se harán de conocimiento de la Alta Dirección, la que dictará la resolución de estilo ordenando la devolución de las cuotas.
	Artículo 51. – Requisitos para el traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras del Poder Judicial hacia cualquiera de los otros Regímenes Básicos Públicos. De conformidad con el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la solicitud de traslado de cuotas la hará la respectiva entidad Administradora del Régimen Básico Público, cuando vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud deberá dirigirse a la Dirección de la JUNAFO.
Se realizarán los estudios y cálculos respectivos por parte de la Dirección de la JUNAFO y se harán de conocimiento de la Junta Administradora, la que dictará el acuerdo de estilo ordenando la devolución de las cuotas. 

	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.



	CAPÍTULO VI
OTRAS DISPOSICIONES SOBRE JUBILACIONES Y PENSIONES
	CAPÍTULO VI
OTRAS DISPOSICIONES SOBRE JUBILACIONES Y PENSIONES
	No se presentan modificaciones al título de ese capítulo.

	Artículo 52. – Prohibición de embargo y otros. De conformidad con el artículo 984 del Código Civil y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las jubilaciones y pensiones no podrán ser objeto de embargo, venta, cesión, traspaso ni perseguidas por acreedores. La única excepción a esta regla es en el supuesto de pensión alimentaria.
	Artículo 52. – Prohibición de embargo y otros. De conformidad con el artículo 984 del Código Civil y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las jubilaciones y pensiones no podrán ser objeto de embargo, venta, cesión, traspaso ni perseguidas por acreedores. La única excepción a esta regla es la pensión alimentaria.
	Se elimina la palabra supuesto en el presente artículo.



	Artículo 53. – Sumas giradas de más. Cuando se detecte que se generó una suma girada de más a una persona beneficiaria de una jubilación o pensión se procederá por parte de la oficina interna del Poder Judicial, de la dependencia de la Junta o la asesoría externa que designe esta, a la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, lo anterior a efecto de proceder a la recuperación de los dineros girados de más. 

La oficina interna del Poder Judicial, la dependencia de la Junta o la asesoría externa que esta designe, según corresponda, informará semestralmente a la Junta Administradora los procesos de recuperación de sumas pagadas de más a una persona beneficiaria.
	Artículo 53. – Sumas giradas de más. Cuando se detecte que se generó una suma girada de más a una persona beneficiaria de una jubilación o pensión se procederá por parte de la Dirección de la JUNAFO o la asesoría que designe esta, a realizar lo siguiente:
a)- Se procederá a dialogar con la persona que se le realizó una suma girada de más, con la finalidad de acordar un arreglo de pago.
b)- En caso de no consensuar un arreglo de pago, se procederá con la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, lo anterior a efecto de proceder a la recuperación de los dineros girados de más. 
La Dirección de la JUNAFO o la asesoría que esta designe, según corresponda, informará semestralmente a la Junta Administradora los procesos de recuperación de sumas pagadas de más a una persona beneficiaria. 
	Se elimina la palabra externa.
Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se separa el contenido del acuerdo en dos incisos, con la finalidad de incorporar la posibilidad de arreglo de pago.

	TÍTULO III
DISPOSICIONES FINALES
CAPÍTULO ÚNICO
DISPOSICIONES GENERALES
	TÍTULO III
DISPOSICIONES FINALES
CAPÍTULO ÚNICO
DISPOSICIONES GENERALES
	No se presentan modificaciones a este encabezado.

	Artículo 54 – Medios de notificación. Las personas beneficiarias de una jubilación deben señalar medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Financiero Contable del Poder Judicial u otra oficina que designe la Junta Administradora. De no señalar medio, las comunicaciones relacionadas con acuerdos adoptados por la Junta Administradora quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales.
	Artículo 54. – Medios de notificación. Las personas beneficiarias de una jubilación y/o pensionados deben señalar medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la JUNAFO. De no señalar medio, las comunicaciones relacionadas con acuerdos adoptados por la Junta Administradora quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 

	Se actualizan los nombres de las oficinas, en razón de que la Dirección de la JUNAFO ya está funcionando, ya no corresponde a la Dirección de Gestión Humana ni a Financiero Contable, valorar temas relacionados con el contenido del presente artículo.
Se adiciona “y/o pensionados”.



	Artículo 55. – Inversión de recursos. Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y los de la comisión del “cinco por mil” se invertirán conforme la Política específica de Inversiones aprobada por la Junta Administradora para cada uno.
	Artículo 55. – Inversión de recursos. Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y los provenientes de la comisión del “cinco por mil” establecida en el artículo 239 de la LOPJ se invertirán conforme la Política específica de Inversiones aprobada por la Junta Administradora para cada uno, en observancia de la normativa específica aplicable que dicten los Entes supervisores. 

	Se modifica redacción, adicionando elementos para darle más claridad al artículo.


	Artículo 56. – Fundamento de la Junta en la toma de decisiones. Las decisiones tomadas por la Junta Administradora se realizarán bajo los parámetros establecidos por el ordenamiento jurídico en aplicación al Principio Pro-Fondo.
	Artículo 56. – Fundamento de la Junta en la toma de decisiones. Las decisiones tomadas por la Junta Administradora se realizarán bajo los parámetros establecidos por el ordenamiento jurídico en aplicación al Principio Pro-Fondo.
	No se presentan modificaciones al artículo.



	Artículo 57. – Situaciones imprevistas. Las situaciones no previstas en este Reglamento, sobre las materias aquí reguladas, serán resueltas por la Junta Administradora. siempre con sujeción a la normativa correspondiente, jurisprudencia aplicable, estudios técnicos y en atención al Principio Pro-Fondo”.
	Artículo 57. – Situaciones imprevistas. Las situaciones no previstas en este Reglamento, sobre las materias aquí reguladas, serán resueltas por la Junta Administradora. siempre con sujeción a la normativa correspondiente, jurisprudencia aplicable, estudios técnicos y en atención al Principio Pro-Fondo, lo anterior, siguiendo al debido proceso”.
	Se adiciona “lo anterior, siguiendo al debido proceso”.


	Artículo 58. – Reformas. El presente Reglamento solo podrá ser modificado por la Junta Administradora mediante votación calificada.
	Artículo 58. – Reformas. El presente Reglamento solo podrá ser modificado por la Junta Administradora mediante votación con mayoría simple.
En caso de empate en la votación, el presidente del órgano tendrá doble voto.
	Se modifica votación calificada por mayoría simple, es la única forma en donde la persona presidenta del órgano tendría doble voto para desempatar la votación.



	Artículo 59. – Derogatoria. Este reglamento deroga cualquiera otra disposición reglamentaria que se le oponga.
	Artículo 59. – Derogatoria. Este reglamento deroga el anterior reglamento.

	Se modifica la redacción del artículo.


	Artículo 60. – Vigencia. Este Reglamento rige a partir de su publicación, en el diario oficial La Gaceta.
	Artículo 60. – Vigencia. Este Reglamento rige a partir de su publicación, en el diario oficial La Gaceta.
	No se presentan modificaciones al artículo.




Es menester indicar que las modificaciones incorporadas en la segunda columna, están armonizadas a las deliberaciones realizadas por las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 19-2022 celebrada el 10 de mayo de 2022, artículo III, aunado a lo anterior, a continuación, se adjunta la versión en limpio del documento, incluyendo las modificaciones citadas:




De esta forma, se deja presentado lo solicitado en la sesión N° 19-2022 celebrada el 10 de mayo de 2022, artículo III, recalcando que, si se aprueban las modificaciones incluidas, el documento debe ser remitido a la Superintendencia de Pensiones para su respectivo análisis y aprobación, de conformidad con el artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder judicial, en donde cita que el Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, deberá ser aprobado por esa entidad.”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Arroyo Guzmán, considera que en el artículo 6 del Reglamento, la redacción no permite distinguir si es al momento que la Junta la conoce, si no que dice que el derecho lo tiene cada persona y que se va a ir, y cree que eso coincide con lo que ha pasado en casos anteriores, que se van y que no les importa cuando les paguen, por lo que cree que le faltó en el encabezado, agregar que de previo conocimiento de la Junta, porque no es que la persona cumple y se va, tiene que haber una autorización. Pues dice que una cosa es que cumpla los requisitos, y que le digan que si se puede pensionar y otra cosa es cuando puede cobrar.
El máster Oslean Mora Valdez, dice que este artículo se incluyó tratando de normar la práctica que existía de personas que durante años han cumplido requisitos, que pueden irse el día de mañana, pero que no significa que vayan a ser incluidos en planilla, menciona que se han presentado casos particulares con magistrados, donde cumplen con los requisitos, pueden retirarse y no lo hacen.
Añade que el problema sería, que ellos no están en la obligación de incluirlos inmediatamente en la quincena siguiente para recibir el beneficio económico, y que la relación con el patrono es tema aparte, ya que, si el patrono le permite retirarse de esa manera, no hay sanciones por haberlo hecho a destiempo, el informe final de cierre que se les permite a todos los jerarcas, etc, ya son temas aparte, y que eso es lo que viene a regular este artículo.
Manifiesta que, si entiende bien, la observación que realizó don Rodrigo es en cuanto a la redacción del título del artículo, y sugiere respetuosamente dos opciones, la primera, darles el reglamento completo, dejárselo a los integrantes de la Junta por una semana para que lo valoren, recordándoles que ya se había hecho una encerrona para que ellos hicieran alguna observación al cambio, pero que si tienen alguna duda se puede hacer de esa manera. Y como segunda opción, les recuerda que como es el Reglamento General, debe pasar por un tamizaje por parte de la Superintendencia de Pensiones, por lo que va a ser un trámite de varias semanas o meses, hasta que se dé la aprobación y puedan publicarlo en la Gaceta para que cobre vigencia. 
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, indica que prefiere que lo vean hoy porque solo está la observación que hace don Rodrigo, que por lo demás él considera que está bien planteado, y que de todas formas la SUPEN es quien da la última palabra, por lo que sugiere que no dilaten este Reglamento que es de suma importancia, para que se apruebe hoy con la observación que hace don Rodrigo en el artículo 6.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de las manifestaciones realizadas por el máster Rodrigo Arroyo Guzmán. 2.) Tener por recibido el oficio 0305-DJA-2022 del 14 de setiembre de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en donde remitieron el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con las modificaciones propuestas por las personas integrantes de este órgano en la sesión N° 19-2022 celebrada el 10 de mayo de 2022, artículo III. 3.) Aprobar las modificaciones realizadas al Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, adicionando la observación emitida por el integrante máster Rodrigo Arroyo Guzmán, para que el artículo 6 se lea de la siguiente manera: Retiro anticipado al trámite de verificación: “El derecho de jubilarse lo obtiene cada persona al momento específico de cumplir los requisitos establecidos por la Ley, por lo tanto, como todo derecho, la persona interesada puede ejercerlo cuando mejor lo determine, sin limitaciones de tiempo para la aplicación de este, sin embargo, debe comunicarlo a la JUNAFO y al jefe inmediato para el trámite correspondiente. Si la persona servidora desea acogerse al derecho de jubilación, sin respetar el plazo definido en el artículo 5 del presente reglamento, asume la responsabilidad de que, al momento de la verificación de requisitos, exista un incumplimiento en alguno de ellos, liberando a la JUNAFO de cualquier posible retraso en los trámites de inclusión y cancelación de su beneficio económico o sanciones aplicables por parte del patrono.” 4.) Remitir a la Superintendencia de Pensiones la versión actualizada del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para su respectivo análisis y aprobación, por lo cual, se adjunta a continuación la versión final modificada:


La Dirección de la JUNAFO y la Asesoría Jurídica, tomarán nota para los fines correspondientes. 
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc114232765][bookmark: _Toc34222240]ARTÍCULO VII
Documento N° 857-2022
El señor José Ezequiel Arias González, Jefe del Área Comunicación y Servicios de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, mediante oficio N° SP-1032-2022 del 12 de setiembre de 2022, comunicó:
“Según lo dispuesto por las Normas Técnicas Sobre Presupuesto Público “4.2.14, inciso b), aparte iii) Transferencias”, el Banco Central de Costa Rica (BCCR) debe incorporar, como ingreso, la contribución que brinda su representada por concepto de cobro por los servicios de supervisión que realiza la superintendencia al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

De tal forma, que dicho monto debe ser incorporado en su respectivo presupuesto como un gasto por concepto de supervisión. En el caso de las empresas públicas, debe registrarse en la cuenta presupuestaria: “6.01.06 Transferencias corrientes a instituciones Públicas Financieras” y, a su vez, para los casos que corresponda en el “Sistema de Información sobre planes y Presupuesto [SIPP] de la Contraloría General de la República, deberá incluirse utilizando el clasificador institucional del sector público del BCCR N.o “1.2.1.3.100.000”. Por lo anterior, se le solicita atentamente su colaboración para dicho monto sea debidamente incorporado en su presupuesto institucional.

El monto formulado para el 2023 es de 26 237 069,34 colones. Es importante destacar que este monto corresponde a una estimación a partir del comportamiento de las partidas de los años 2021 y 2022; por lo que no puede considerarse como la contribución definitiva que debe realizar su representada en el año referido. Al respecto, como lo establece el Decreto Ejecutivo 38292-H, en enero 2023 se les estará comunicando el monto definitivo por cobrar. 

Agradezco de antemano la atención que se le brinde a este oficio y que se nos remita una respuesta que permita verificar la correcta inclusión de dicho monto, dentro de su respectivo presupuesto.”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Oslean Mora Valdez, manifiesta que el trámite presupuestario se ejecuta desde febrero hasta el mes de abril, que en mayo es aprobado por Corte Plena, se remite al Ministerio de Hacienda, y que incluso ya ese Ministerio lo remitió a la Asamblea Legislativa en el mes de agosto, para ser aprobado en el presupuesto antes del 30 de noviembre.
Expresa que este cambio que solicita hacer la Superintendencia modifica la partida presupuestaria donde se estaría haciendo el pago del canon de supervisión, y que no es un problema del monto, si no de la subpartida presupuestaria, pues implicaría que arranquen en enero 2023, con un dinero, en una subpartida que no es la correspondiente y que por lo tanto en principio de administración presupuestaria, no podrían ejecutar el pago.
Adiciona que esta notificación es a destiempo por parte de la Superintendencia de Pensiones y está generando un problema operativo muy importante, si ellos no pagan a enero 2023 el canon de supervisión los multan, y si se hace con la cuenta presupuestaria inadecuada también tendrían problemas.
Por lo que sugiere respetuosamente elevar en el acuerdo, la atención y advertirle a la Superintendencia de esta situación, porque es totalmente a destiempo que están notificado en cuanto a la modificación de la subpartida presupuestaria, y que tienen el dinero pero mientras hacen la modificación de una subpartida a otra les va a llevar mínimo tres meses, y reitera que es una situación operativa complicada, provocada únicamente por lo tardío que les está notificando la Superintendencia de este cambio.     
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, consulta si esta supervisión no está incluida dentro del canon que les cobra mensualmente la SUPEN, porque no sabe si por Ley está establecido el canon de la SUPEN, y ahora esta nueva supervisión que les hace una entidad del área de comunicación y servicio de la SUPEN, quiere saber qué relación tiene con el servicio que les dan, cuál es el monto y porcentaje que les piden por este cobro.
El máster Mora Valdez explica que este monto de supervisión y el canon de supervisión es el mismo, pero que el tema es que se ha venido pagando desde el 2020 que se creó la Junta hasta la fecha, a otra subpartida presupuestaría y que, a hoy, con esta notificación de setiembre, tienen que trasladar el pago a otra subpartida.
Agrega que desde el punto de vista presupuestario, ellos tienen los dineros debidamente respaldados, y no pueden tocar un dinero que lo tienen en una subpartida que no corresponde, por lo que los mete en un aprieto, y que lo otro que tienen que tomar en cuenta, es que tienen claridad en que a partir de diciembre 2021 la Contraloría les dijo que a la JUNAFO le aplica la Ley de Contratación Administrativa, Ley de Empleo Público, los principios del sector público, y que aunque la Junta tenga seis mil millones de colones para poder ejecutarlos hay que respetar todos los procedimientos del presupuesto nacional.
Asimismo añade que es un tema muy operativo pero que les podría traer consecuencias, porque si no le pagan a la Superintendencia, les van a cobrar multa por un error que ellos mismos están cometiendo, por haber hecho a destiempo está situación, pues si lo hubieran hecho para arrancar en el 2024 no habría ningún problema, porque en el 2024 tendrían tiempo suficiente para la ejecución presupuestaria y así harían el cambio, pero que están diciendo que quieren en el mes de setiembre, modifiquen un presupuesto que está en camino a la Asamblea Legislativa, que eso ya salió de la institución y que no es posible realizar modificación alguna.  
Dice que hay que esperar hasta que sea aprobado para enviar la primera modificación presupuestaria, y que eso no va a suceder ni en enero ni en febrero, probablemente hasta el mes de marzo de 2023, y que entonces cómo harían para pagar los primeros dos cánones de supervisión, de enero y febrero de 2023, pues quedaría totalmente descubierto.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, sugiere agregar en el acuerdo un punto dos en donde se manifieste a la SUPEN la imposibilidad de pagar, y no cree que se tarde tres meses considera que se puede tardar seis meses, porque las dos primeras modificaciones presupuestarias del otro año van a corresponder a otros pagos y en la tercera donde podrían entrar estos ajustes más o menos en junio del próximo año, porque el Gobierno va a tener que hacer algunos giros en el próximo año. Por lo que le parece prudente indicarle a la SUPEN la imposibilidad de hacer un pago, debido a lo tardío de la gestión presentada por ellos mismos. 
El licenciado Parris Quesada Madrigal manifiesta que es importante decirle a la SUPEN que esa modificación que están haciendo es extemporánea respecto a la aprobación del presupuesto 2023, y que la Junta puede cumplir con el pago respecto a la partida correspondiente, la que se ha manejado siempre y sugerirles que si pueden hacer el cambio entonces para el 2024. Porque van a tener un atraso considerable en el periodo 2023 para hacer el cambio de subpartida, pero también sugerirles que hagan el cambio para el presupuesto 2024, y que el problema es que en los temas de subpartida de presupuesto la administración no solo tiene este caso, tiene otras cosas que atender, tiene que estar con el presupuesto normal de la JUNAFO y que entonces viene a afectar la parte administrativa.
SALE EL INTEGRANTE ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS
El licenciado Hernández Solano, está de acuerdo con lo que dice don Parris, hacerles la indicación de que en el 2023 se va a pagar con la misma subpartida y que hasta el 2024 procederán a pagar con la que ellos están solicitando, o en su defecto proceder con las modificaciones del presupuesto 2023 cuando corresponda.
El máster Arroyo Guzmán, menciona que con respecto a lo que dice don Parris y don Arnoldo, hay que tener cuidado en cuanto a que ellos lo justifican por ser un tema del Banco Central de Costa Rica, pero cree que el aporte que hace don Parris es muy valioso, en el sentido de darles las dos alternativas a la SUPEN, pues al hacerlo a destiempo hay dos caminos, se sigue pagando eso, o se pagan hasta que se realice la modificación presupuestaria, sin pagar algún tipo de multa, dado lo tardío de la gestión presentada.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° SP-1032-2022 del 12 de setiembre de 2022, suscrito por el señor José Ezequiel Arias González, Jefe del Área Comunicación y Servicios de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, donde solicita la inclusión en el presupuesto institucional, del gasto por concepto de supervisión que brinda su representada al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ. 2.) Hacer de conocimiento de la SUPEN que el presupuesto para el año 2023 ya se presentó y está a la espera de ser aprobado por Asamblea Legislativa, y que para hacer alguna modificación presupuestaria habría que esperar a que sea aprobado dicho presupuesto y considerar un plazo de aproximadamente seis meses o más, por ello sugiere esta Junta Administradora, dos alternativas: a) Se permita cancelar los primeros pagos a destiempo, sin ningún tipo de multa para la JUNAFO, debido a que la modificación que está haciendo la SUPEN es extemporánea respecto a la aprobación del presupuesto 2023. b) O bien, se autorice realizar el cambio de subpartida para el presupuesto del año 2024, y continuar pagando con la subpartida que se hace actualmente. 3.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc114232768]ARTÍCULO VIII
Documento N° 856-2022
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina, y el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe Interino de Subproceso, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 049CJ-2022 recibido el 12 de setiembre de 2022, comunicaron:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN

En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a MARTIN ARSENIO CASTILLO ALVARADO, cédula Nº (valor 1), a partir del 16 de octubre del 2022.

Al 15 de octubre del 2022, el señor MARTIN ARSENIO CASTILLO ALVARADO habrá laborado para este Poder por espacio de 30 años, 7 meses, 28 días. 

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 30 años, 7 meses, 28 días. 

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días. 

TOTAL GENERAL: 30 años, 7 meses, 28 días. 

EDAD: 54 años, 8 meses, 8 días. 

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: TÉCNICO JUDICIAL 2, JUZGADO PRIMERO CIVIL DE SAN JOSE

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 44108

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: TÉCNICO JUDICIAL 2, JUZGADO PRIMERO CIVIL DE SAN JOSE

PUESTOS DE REAJUSTE: TÉCNICO JUDICIAL 2, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ (…)

TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢144,585.54. (Monto mínimo establecido en el artículo 225 Ley Orgánica del Poder Judicial 9544)

SALARIO PROMEDIO: ¢ (…)

NORMA LEGAL:

"Cálculos realizados según lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544."

FÓRMULA APLICADA:

30 años, 07 meses , 28 días (240 salarios mensuales) + % salario escolar  * variaciones en el IPC en los meses / 240 = Salario Promedio

Salario Promedio * 83% = Salario de referencia

Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación

MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 724,066.10 

PORCENTAJE DE JUBILACIÓN: 87.60% 

Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.
Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez

Notificaciones: 

(…)

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con la jubilación proyectada.

El señor Martin Castillo de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.

separación por incapacidad absoluta y permanente.

Anexos

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

…”
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Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior, con base en el acuerdo tomado por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, en sesión N° 0218-2022 del 8 de agosto de 2022, donde se declara en estado de invalidez al señor Martín Arsenio Castillo Alvarado, así como del informe técnico N° 049CJ-2022 recibido el 12 de setiembre de 2022, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, la Junta acuerda: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente del señor Martín Arsenio Castillo Alvarado, Técnico Judicial 2 del Juzgado Primero Civil de San José, a partir del 16 de octubre de 2022, con derecho a los extremos laborales que le corresponden. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación del señor Castillo Alvarado, cuya asignación mensual bruta será de ¢724.066,10 (setecientos veinticuatro mil sesenta y seis colones con diez céntimos) menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento del señor Castillo Alvarado, lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 4.) Asimismo, se previene al señor Castillo Alvarado, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial.
El Juzgado Primero Civil de San José, las Direcciones de Gestión Humana, y de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones - JUNAFO, tomarán nota para los fines consiguientes. Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO IX
Documento N° 1115-2020 / 842-2022
En sesión N° 08-2021 del 22 de febrero de 2021, artículo XX, se reactivó el beneficio de pensión de la joven Franciny Picado Méndez a partir del 10 de febrero de 2021 y se le hizo una instancia para que esté al pendiente de las fechas en que debe presentar documentos de estudio, conforme las notificaciones del Macroproceso Financiero Contable.
Los másteres Oslean Mora Valdez y Bryan Calvo Calderón, por su orden, Director interino y Jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 556-JP/DJA-2022 del 06 de setiembre de 2022, informaron lo siguiente:
“Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión de la joven Franciny Picado Méndez, número de cédula (valor 1), en forma atenta se indica:

· Que el beneficio de la joven se suspendió a partir del 01 de junio de 2021 debido a que no presentó documentos de matrícula para el II cuatrimestre de 2021, lo anterior se comunicó vía correo electrónico a la pensionada judicial el 09 de junio de 2021.

· Que el 29 de agosto de 2022 la joven Picado Méndez, remitió vía correo electrónico la solicitud de reactivación del beneficio y el documento de matrícula para el III cuatrimestre de 2022 en la Universidad Creativa en el programa de Técnico Superior en Diseño Gráfico, en los cursos de Introducción al Dibujo y Manipulación de la Imagen Digital I. Es importante mencionar que, el III cuatrimestre de cada año, generalmente inicia en el mes de setiembre del mismo año en las diferentes universidades.

· Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibía la joven Franciny Picado Méndez al momento de la suspensión era por la suma de ¢353.208,58 (¢176.604,29 por quincena).

· Que la fecha de nacimiento de la pensionada estudiante es el 11 de noviembre de 2000, por lo que, cumplirá 25 años el 11 de noviembre de 2025.

Por lo antes expuesto, se traslada la presente comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de que se determine si procede reactivar el beneficio de pensión y a partir de qué fecha.”
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Manifestaciones de los integrantes:
Dice el licenciado Arnoldo Hernández Solano que, se le reactive a partir del 29 de agosto hasta la fecha en que cumpla los 25 años de edad.
Indica el doctor Juan Carlos Segura Solís que aclararle que el beneficio es siempre y cuando siga estudiando, porque no se le puede aprobar y luego dejar de estudiar, por lo que deberá de cumplir los requisitos de Ley, para mantener el beneficio.
Señala la licenciada Ingrid Moya Aguilar, que la fecha debería de ser a partir del 1 de setiembre, ya que la matrícula es para el tercer cuatrimestre que inicia en setiembre.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán difiere, indicando que la persona es estudiante desde que matricula el cuatrimestre, y que debería de regir a partir de que se presentaron los documentos.
Aclara la licenciada Ingrid Moya Aguilar, que hay situaciones en que las personas se equivocan a la hora de remitir la documentación, y se les aprueba desde el momento en que la remiten bien, sin embargo, la joven Picado, tiene un año de no estudiar y no remitir ningún tipo de documentos.
Agrega el máster Rodrigo Arroyo Guzmán que él considera que debe ser a partir del momento en que completó la documentación.
El licenciado Freddy Chacón Arrieta, dice que en razón de que las condiciones de la Joven Picado han sido diferentes, y se ha mantenido más de un año sin estudiar, se le reactive el beneficio de pensión, a partir del momento en que regresa a clases el 1 de setiembre, actuando en beneficio pro-fondo.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán indica que él vota por que se le reactive el beneficio a partir del 29 de agosto de 2022, momento en el que presenta los requisitos, y en razón de que la persona es estudiante desde el momento en que matricula, ya que es de la manera que se ha venido haciendo en casos anteriores.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido lo informado por los másteres Oslean Mora Valdez y Bryan Calvo Calderón, por su orden, Director interino y Jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 556-JP/DJA-2022 del 06 de setiembre de 2022. 2.) Reactivar el beneficio de pensión otorgado a la joven Franciny Picado Méndez, a partir del 29 de agosto de 2022 hasta el 11 de noviembre de 2025, lo anterior en el entendido que deberá demostrar mediante el documento idóneo el inicio de clases y rendimientos de estos. 3.) Indicar a la joven Picado Méndez, que a pesar de que en el momento que cumpla los 25 años de edad, automáticamente dejaría de ser beneficiaría, eso no la exime de cumplir los requisitos que están establecidos en la normativa.
El licenciado Parris Quesada Madrigal vota porque sea a partir del 1 de setiembre, en razón de que la joven Picado Méndez, no estudió durante el mes de agosto, por lo que no podría ser a partir del 29 de agosto.
El licenciado Freddy Chacón Arrieta también vota porque sea a partir del 1 de setiembre, ya que la joven se mantuvo más de un año sin estudiar, y en principio pro-fondo. 
Se procede con la votación, se aprueba por mayoría, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc113890605][bookmark: _Toc114232774]ARTÍCULO X
Documento N° 845-2022
El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 069-2017 del 26 de julio del 2017, artículo LVI, reconoció para efectos de anualidades y jubilación a la máster Ilonka Mary Hernández Rojas, Psicóloga, Perita Judicial, del Departamento de Trabajo Social y Psicología, 5 años, 6 meses y 15 días, laborados para el Misterio de Justicia y Paz a partir del 2 de noviembre del 2015, con la obligación de que debía reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢21,423,125.86 (veintiún millones cuatrocientos veintitrés mil ciento veinticinco colones y ochenta y seis céntimos), que se le deduciría de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total. Lo anterior con la salvedad de que la máster Hernández Rojas, debía reintegrar al Tesorero Público la suma de ¢5.577.471,45 (cinco millones quinientos setenta y siete mil cuatrocientos setenta y un colones y cuarenta y cinco céntimos) con motivo de la cesantía recibida por su renuncia. 
La máster Ilonka Hernández Rojas, Psicóloga, Perita Judicial del Departamento de Trabajo Social y Psicología, mediante correo electrónico recibido el 08 de setiembre de 2022, solicitó lo siguiente:
“Buenas tardes, por este medio yo Ilonka Hernández Rojas, cédula: (valor 1) solicito que se suspenda el rebajo de mi salario, por reconocimiento de tiempo servido, el cual se empezó a aplicar desde el 2017. 

Esto por motivo de que, según mi condición actual y requisitos mínimos para adquirir la jubilación, estoy pagando este dinero en el presente sin que impacte en el monto o tiempo de jubilación. 

Por favor, indicarme si el dinero pagado puede ser reintegrado, o bien, si este si se reconoce hasta el momento de esta suspensión.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibida la gestión de la máster Ilonka Hernández Rojas, Psicóloga, Perita Judicial, del Departamento de Trabajo Social y Psicología, mediante correo electrónico recibido el 08 de setiembre de 2022. 2.) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene la máster Hernández Rojas, Psicóloga, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del último día hábil del mes siguiente de conocido por esta Junta Administradora, con la salvedad de que si la administración puede ejecutar el cese en menor plazo se aplique de esa manera. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por la servidora Ilonka Hernández Rojas, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación. 4.) La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones - JUNAFO, tomarán nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc114232777]ARTÍCULO XI
Documento N° 855-2022
Entra a conocer esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 43-2022 celebrada el 22 de agosto de 2022, artículo XXI, que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk29476459][bookmark: _Hlk112315909]“ENTRAN EL DOCTOR JUAN CARLOS SEGURA SOLÍS Y EL MÁSTER OSLEAN MORA VALDÉZ, PRESIDENTE Y DIRECTOR INTERINO DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES.

Documento N° 9501-2022

En sesión N° 42-2022 celebrada el 16 de agosto de 2022, artículo XX se tomó el acuerdo que literalmente dice: 

“El magistrado Castillo, en correo electrónico de hoy, 16 de agosto en curso, expresa lo siguiente:

“…Ha salido una noticia en un medio de circulación nacional en el que se informa que los rendimientos del Fondo son negativos. En visa de lo anterior, le solicito, con carácter de urgente, se incluya en la agenda de la CSJ una solicitud al presidente del Fondo para que informe a la CSJ cuál es la estrategia de inversiones de aquí a fin de año y en próximo semestre del 2023. Para tal efecto, es importante que nos dé el criterio tanto del Comité de Inversiones como del Comité de Riesgo…”

Manifiesta la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: “El magistrado, don Fernando Castillo, remitió un correo a la Secretaría esta mañana, nos copió a todas las personas magistradas y magistrados, tiene que ver, -en esto tengo que decir que me remitió una comunicación la magistrada Rojas Morales-, en el sentido de una publicación que el día de ayer salió en los medios que informa sobre los rendimientos del Fondo de Pensiones, en vista de esta noticia él propone que, con carácter de urgencia se incluya en la agenda de Corte una solicitud para que el presidente del fondo informe a esta Corte cuál es la estrategia de inversiones de aquí a fin de año y el primer semestre del año 2023.

Este es un tema relevante, toda la población judicial estaría atenta a este tema, entonces; a efectos de poderlo discutir y poder acceder a la propuesta que realiza el magistrado Castillo Víquez, tendríamos primero que votar por una variación de la agenda para discutir el tema, la propuesta que hace la Presidencia es entrar a conocer la variación del tema de agenda para ver si podemos discutir el tema y programarlo para la próxima sesión, como propone el magistrado don Fernando Castillo. No sé si don Fernando quiere hacer uso de la palabra, lo escucharíamos".

Señala el magistrado Castillo: "Muchas gracias, señora Presidenta; muy buenas tardes a las magistradas y magistrados. No, es muy concreto. Como usted lo ha señalado, hay una preocupación sobre el tema de los rendimientos de las inversiones del Fondo del Poder Judicial, según la noticia, pareciera que en los últimos años los rendimientos no han sido los mejores, estamos viviendo una situación compleja a nivel mundial, a nivel nacional, donde los índices de inflación son altos y los rendimientos de los títulos son negativos, entonces, yo lo que considero es que, lo menos que podríamos hacer nosotros como funcionarios que nombramos a los miembros de la Junta y, además, la potestad de vigilancia que, a pesar de ser un órgano desconcentrado siempre la tenemos, es pedirle un informe al presidente.

Pero no solamente un informe en el sentido de si son negativos los rendimientos, sino ante este panorama económico tan incierto, ver cuál es la política de inversión del Fondo, porque según decía ahí la misma noticia, que a partir del año 2038 ya se va a tener que utilizar, precisamente, el fondo en el pago de las jubilaciones y las pensiones y es un tema que me parece que es trascendente para los funcionarios activos y también los jubilados y los pensionados. Muchas gracias, señora Presidenta".

Indica la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muchas gracias magistrado Castillo. Pidió la palabra la magistrada Rojas, no sé doña Rocío si quiere que sometamos a votación primero si podemos alterar el orden del día y posteriormente le doy la palabra".

Expresa la magistrada Rojas: "Yo quería apoyar la alteración del orden del día justamente, porque requiere una votación especial; yo quería apoyar la gestión del  magistrado Castillo, en el sentido de que efectivamente nosotros tenemos responsabilidad in eligendo de quienes están conformando esa junta y yo estimo que el Fondo de Jubilaciones es de suma importancia para el colectivo judicial, jubilado y no jubilado y que la noticia que se generó es de sumo preocupante para todos ellos, por las conclusiones que se emiten, entonces; sí me parece importante tener un informe técnico  de cuáles son los plazos de esas inversiones, dónde se han hecho, cuáles riesgos existen, que supervisiones las acompañan, porque el hecho de que para pagar los compromisos del fondo tenga que acudirse al fondo y no a los rendimientos, implica que empezamos de alguna manera a gastar el fondo y ya se pone en duda su sostenibilidad. 

El tema es de suyo importante, nosotros, como bien decía el magistrado Castillo, somos el jerarca supremo, aunque sean un órgano con personería jurídica instrumental y desconcentración máxima y si hay que declarar alguna nulidad o tomar alguna medida le corresponde a Corte Plena en su labor de fiscalización como jerarca supremo de ese fondo y como jerarca supremo de la Corte Suprema de Justicia y por eso, en ese sentido, es para apoyar la solicitud que él hace de alteración del orden del día, que necesita una mayoría especial para que vengan a darnos ese informe con el detalle de los riesgos, de los plazos, de las inversiones, en fin, todo; porque es posible que, en ese año, según la información pública que salió, no sería sustentable el fondo y tendríamos ya que coger la reserva, entonces, era para apoyar eso y pedirles a los compañeros, que por ser de mayor interés institucional, apoyemos la solicitud que hace el magistrado Castillo y alteremos el orden del día. Gracias".

ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE A LA SESIÓN POR VIDEOCONFERENCIA.

Agrega el magistrado Ramírez: "Gracias, señora presidenta. Señores y señoras magistradas. Para apoyar lo propuesto por el magistrado presidente de la Sala Constitucional, en vista de que es un tema que nos atañe a todos y es responsabilidad de todos, así que me parece que procede la alteración del orden del día para conocer este asunto y estar empapado de lo que ocurre en el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Muchas gracias, señora presidenta".

Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muchas gracias, magistrado Ramírez. Entonces someteríamos a votación el orden del día, de conformidad con el artículo 54 inciso 4 de la Ley General de Administración Pública, que establece que ningún acuerdo se puede conocer si no está en el orden del día y que para poder modificarlo se requiere de dos tercios de los miembros del órgano, a efectos de poder conocer el tema, por ello es que sometemos a votación la alteración del orden del día para conocer la solicitud que ha presentado el magistrado Castillo Víquez. A las compañeras y compañeros que no están conectados, le solicitamos que por favor se enlacen al sistema de votación. Muchas gracias".

Refiere la Secretaria General: "Voy a iniciar la votación, se requiere votación calificada, quince votos, para hacer la variación del orden del día, hay veintiún magistrados y magistradas votando.

Recibida la votación correspondiente, por unanimidad, se dispuso: Variar el orden del día y conocer la petición del magistrado Castillo, respecto al tema de los rendimientos de las inversiones de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Así votaron las magistradas y los magistrados Solano, Rivas, Rojas, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, Chacón, Ramírez, Alfaro, Zúñiga, Castillo, Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro, los suplentes y las suplentes Vargas Vargas, Jiménez Ramírez, Chaverri Negrini, Segura Bonilla y Garita Navarro.
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Agrega la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muy bien, entonces estando todos de acuerdo en la variación del orden del día, por la importancia que el tema tiene, vamos a darle la palabra al señor magistrado, don Fernando Castillo".

Manifiesta el magistrado Castillo: "Muchas gracias, señora presidenta. El tema que nos atañe es un tema relevante, estamos viviendo un entorno económico muy complicado, vamos a tener una inflación de dos dígitos este año y eso hace que los rendimientos de los títulos valores sean negativos, además de eso hay quienes sostienen que la inflación es una inflación importada, por temas que tienen que ver con el problema de la interrupción de cadenas de suministros a nivel internacional, los aumentos de precios en los países con los cuales tenemos nuestras principales relaciones comerciales, Europa y los Estados Unidos; entonces necesariamente se requiere de mucha visión a la hora de hacer las inversiones, sobre todo un fondo que maneja aproximadamente, creo que son cerca de quinientos millones de dólares, es nuestro fondo, o seiscientos millones de dólares.

Pero yo creo que es importante que nosotros, como decía muy bien la magistrada doña Rocío, que tengamos un informe del presidente de la Junta, pero que ese informe que venga acompañado de cuál es la visión que tiene la Comisión de Riesgo y también la Comisión de Inversiones, sobre todo en este período final de año, que va a ser un año de cierre complicado y también de cómo están visualizando ellos el entorno financiero para el año 2023; eso sería básicamente.

Lo ideal sería que ellos nos rindan un informe, que también el Presidente de la Junta lo rinda de viva voz ante la Corte Suprema de Justicia, porque como bien decía doña Rocío, nosotros como jerarcas supremos tenemos que velar porque ese fondo esté en el mejor escenario posible, señora presidenta, señoras magistradas y señores magistrados.

Entonces, concretamente es pedir un informe, que ese informe venga, como decía doña Rocío, con todos sus detalles, que nos digan cuál ha sido la situación en cuanto a las inversiones, cómo están esas inversiones, si están a corto, mediano o largo plazo, cuáles son los rendimientos, pero también que tengamos claro cuál es la estrategia de inversión que ellos tienen y como están manejando el riesgo en un entorno tan complicado que se presenta a nivel de la economía no solamente nacional sino también internacional. Esa sería la propuesta concreta doña Patricia. Muchas gracias por el uso de la palabra".

SALE EL MAGISTRADO CHAVERRI NEGRINI DE LA SESIÓN DE MANERA PRESENCIAL. 

Responde la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muchas gracias, magistrado Castillo. 

¿Querrían que ese informe lo rindan en la próxima sesión de Corte Plena? En esto sí quisiera, por el plazo, para saber si lo declaramos acuerdo firme. 

Yo pensaría que los administradores del fondo tienen estos datos a mano como para que nos puedan dar respuesta, entonces, por el plazo también de darles traslado, pensaría que en la próxima sesión es de que lo viéramos, si todas y todos estamos de acuerdo en los términos que se ha señalado para solicitar a la Junta, a la presidencia del Fondo de Pensiones, el informe con relación a cuál es la estrategia de inversión que se tiene prevista durante el resto del año 2022, para el próximo primer semestre del 2023; asimismo, que se nos indique cuáles son los riesgos que están asociados a las inversiones y cuál es el estado del fondo según los estados que ellos cuentan.

Si todas y todos estamos de acuerdo, lo declararíamos acuerdo firme y los convocaríamos para la próxima sesión de Corte Plena, a efectos de que nos pudieran presentar este informe, a efectos de no perder el pulso de ello por la importancia que tiene el tema y entonces lo declararíamos acuerdo firme, entiendo entonces que ese sería el acuerdo y en esos términos convocaríamos al presidente para la próxima sesión.

Muy bien. Entonces continuamos con la agenda. Muchas gracias".

Sin objeción alguna de las señoras magistradas y los señores magistrados presentes, se acordó: Solicitar informe al doctor Juan Carlos Segura Solís, Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sobre estado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial y sus inversiones, la estrategia de inversión que se tiene prevista durante el resto del año 2022 y para el primer semestre del 2023; la visión que tienen la Comisión de Riesgo y la Comisión de Inversiones en el entorno actual y futuro que se presenta a nivel de la economía tanto nacional como internacional. Asimismo, se le convoca a la sesión de Corte Plena del próximo lunes 22 de agosto del año en curso, con el fin de que exponga el informe que se le ha solicitado.  

Refiere el magistrado Castillo: "Muchas gracias doña Patricia y muchas gracias a los compañeros y compañeras por la deferencia".

Añade la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Gracias a usted, a la magistrada Rojas también, al magistrado Jesús Ramírez también, que han estado atentos sobre este tema, que es un interés de todas y de todos. Se declara acuerdo firme”.
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Indica la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: “El artículo que sigue es recibir al doctor Juan Carlos Segura Solís y a las personas de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Según el acuerdo de la sesión N° 42-2022, del 16 de agosto pasado en el artículo XX, que se aceptó la sugerencia que hicieran en su oportunidad el magistrado don Fernando Castillo, lo había sugerido también la magistrada Rojas Morales, de escuchar a la Junta Directiva del Fondo de Pensiones, con ocasión de una noticia que salió el domingo 14 de agosto en los diarios nacionales, entonces vamos a hacerlos pasar.

Muy buenas tardes al doctor don Juan Carlos Segura y a don Oslean. En la sesión del martes pasado la Corte Plena tomó el acuerdo de convocarlos a la sesión del día de hoy, en principio habíamos esperado que fuera a las dos de la tarde, sin embargo, nos hemos ido atrasando en los temas de la agenda y les damos la bienvenida.

Hay una inquietud, y la solicitud que se realizó es conocer sobre el estado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y sus inversiones, la estrategia de inversión que se tiene prevista durante el resto del año 2022 y el primer semestre del 2023, así como también la visión que tiene la Comisión de Riesgos y la Comisión de Inversiones en el entorno actual y futuro que presentan a nivel de la economía, tanto nacional como internacional. Y esa es parte de la solicitud que se les realizó a efectos de que rindieran un informe ante esta Corte Plena. 

Tiene la palabra don Juan Carlos".

Hace uso de la palabra el doctor Juan Carlos Segura Solís, Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, quien expone: "Muchas gracias doña Patricia. Muy buenas tardes, bueno casi noches ya, tenga usted y señoras y señores magistrados. 

Ante la temeraria noticia del lunes pasado del periódico La Nación, pues parcialmente es o da la periodista una información que es de alguna manera no acorde con los datos parcialmente. 

Voy a empezar hablando un poquito sobre estructura, porque es muy importante conocer la estructura de la JUNAFO para efectos de que entendamos quiénes no solamente componemos la Junta, sino también quiénes nos asesoran y lastimosamente venían dos asesores, el asesor del Comité de Riesgos y el asesor del Comité de Inversiones, pero a las cinco tenían que asesorar a otra Junta Directiva, entonces no nos pudieron acompañar.

Bueno. Dentro de los ítems importantes a tratar, es que a partir de 1989 es cuando se comienza a administrar el Fondo de Pensiones por Corte Plena, después cuando se crea el Consejo Superior, tanto por el Consejo Superior como por Corte Plena, luego se da la ley que nos crea, y entonces, esa ley la SUPEN nos ha dicho varias veces que debemos de hacerle algunas modificaciones del caso. 

Lo cierto del caso es que a partir del 2018 comienza la recreación de la Junta, en el 2021 comienza con un dictamen de la Procuraduría donde dice que la JUNAFO es parte como órgano del Poder Judicial, entonces aquí en este siguiente cuadro vemos a la Junta en una posición similar o en un equilibrio dentro de la jerarquía de órganos, a la par del Consejo Superior.

Vean que hacía las funciones, parte de las funciones que realiza ahora el Consejo Superior. Este el organigrama de la posición o la, dentro de la estructura del Poder Judicial donde se encuentra la Junta. 

[image: Gráfico, Gráfico de cajas y bigotes

Descripción generada automáticamente]

El siguiente cuadro es el que quería que yo les, yo quería que tomáramos en cuenta, porque la Junta Administradora, los miembros tenemos que constituir junto con otras personas, los Comités de Riesgos, Comité de Inversiones y el Comité de Auditoría, y uno de los comités más importantes es el Comité de Riesgos.


¿Por qué habló del Comité de Riesgos? porque ya vamos a ver ahora, en relación con la posibilidad de estar en el mercado y de poder invertir el dinero. El Comité de Riesgos es un comité muy importante porque, como su nombre nos dice, es como una alarma, da alertas; y ya nos ha dado dos alertas muy importantes de fideicomisos que han -no es del Poder Judicial, por eso ahorita hablamos de- de fideicomisos externos donde nos vienen a pedir dinero y resulta ser que están muy mal de dinero, cuando vienen a pedir treinta mil, cuarenta mil millones de colones a la Junta, definitivamente uno cree que esas empresas porque son muy conocidas, cree uno que están muy bien y resulta ser que lo que tienen es muchos activos inmuebles, pero poca ganancia o dinero. Entonces...".

Interviene la magistrada Rojas: "¿Don Juan Carlos?".
Menciona el doctor Segura Solís: "Sí".
Dice la magistrada Rojas: "Perdone y señora Presidenta".
Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Sí".

Indica la magistrada Rojas: "Es que la Corte sesiona, como usted sabe, por acuerdo firme hasta las siete de la noche, y bueno, con independencia de que no sé de dónde saca el organigrama, porque la Junta es el único órgano con personería instrumental que tiene la Corte, no asemejable al Consejo, y desde el punto de vista técnico yo no podría, no sé quién hizo ese organigrama, pero no lo comparto como ius publicista.

Había metas importantísimas, y la población judicial -me están escribiendo ahorita- está esperando este momento, porque se trata de los recursos que durante años hemos acumulado. 

Aquí queremos saber la situación del Fondo en términos de inversión, en términos de plazos, en términos de la formación de quienes están tomando las decisiones por nosotros, si tienen seguros de inversión, en cuánto ha perdido el Fondo en concreto y temas específicos, no de este tipo. 

Nosotros que fuimos los promoventes de la moción, queríamos saber los tipos de títulos, en cuántos plazos están, cuáles están a tasa fija, cuáles no, todo eso iba en el acuerdo que fue hecho por nosotros, y entonces, yo con todo el respeto y cariño del mundo, quisiera ver si podríamos adelantar al tema que a la población y a la Corte le interesa, y es ¿qué está pasando?, ¿el Fondo ha perdido?, ¿cuánto ha perdido?, ¿en qué condición está ahorita?, y ¿cómo están los títulos?, las tasas,  todo esto; si fuera posible don Juan Carlos porque esta presentación, yo agradezco muchísimo su esfuerzo, pero tenemos una limitación de tiempo y en realidad nos interesa que la población judicial que está en este momento escuchándonos muy preocupada, sepa en manos de quienes está la administración del Fondo, si hay seguros, si ya perdimos, cuánto hemos perdido...".

Expresa la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Magistrada Rojas, tal vez, creo que está reiterando, entonces, tal vez para encausar la discusión. 

Creo que, y me corrige don Juan Carlos si es así, está explicando cuál es la estructura que tiene el Fondo para que podamos entender cuáles son los comités y cómo se realiza esa actividad, que es precisamente el interés de cómo se hacen las inversiones y cómo funciona en esa estructura el Fondo. 

Magistrada Zúñiga".

Señala la magistrada Zúñiga: "Muchas gracias. De mi parte yo sí agradezco la explicación que está realizando el doctor Juan Carlos Segura, porque precisamente nos pone en contexto, o sea, yo no concibo la explicación que le pide la magistrada Iris Rocío, con todo respeto, si antes no nos pone en contexto. 

Entonces, yo lo que solicitaría, con todo respeto, es que más bien no lo interrumpamos más ni a él, ni al otro compañero que viene a exponer, que les permitamos precisamente dar la información que fue requerida. Muchísimas gracias".

Prosigue el doctor Segura Solís: "Gracias. De por sí ya pasó el anterior cuadro donde se hablaba del órgano desconcentrado, que eso ya es de vieja data. 

Hablaba del Comité de Riesgos porque es un comité muy importante, porque de ahí el crédito pasa al Comité de Inversiones, para que el Comité de Inversiones ya haga el estudio de factibilidad, explique la tasa de interés, el plazo; y una vez que da el informe lo manda a la Junta. 

Los demás comités ahí están, no me voy a referir a los demás órganos de la Junta en virtud del tiempo dado.

Y aquí está en cuanto al gobierno corporativo de la JUNAFO, las líneas de defensa y supervisión a las que se ve sometida la JUNAFO. Una es la Dirección de la JUNAFO, otra el proceso de riesgos que le di énfasis, la función de cumplimiento, la Auditoría Interna, la Auditoría Externa, que tenemos un despacho que nos ayuda a, el despacho Carvajal y Colegiados, la supervisión directa y constante de la SUPEN y de la CONASSIF. Nosotros estamos en constante regulación por parte de la SUPEN, a efectos no solamente de qué es lo que estamos haciendo o cómo vamos realizando nuestra actividad, sino nos dice o nos recomienda qué debemos hacer.

En algunos casos, hasta nos dice que les falta algún tipo de iniciativa, ejemplo: por qué no se sientan a reformar la ley, pero ya ese es otro asunto que no viene al caso, la Contraloría General de la República y el colectivo judicial. 

Aquí está el comportamiento actuarial del régimen del Fondo de Pensiones, para ellos voy a hacer también muy rápido. Hay que tener claros los conceptos relacionados con el estudio actuarial. Primero, ¿qué es una población cerrada?, ¿qué es una población abierta?, años de consumo de intereses, años de consumo de reserva y las tablas de mortalidad. 

La población cerrada es un enfoque de evaluación, según el cual el régimen de pensiones no recibe más personas afiliadas, por lo que la población a evaluar a una fecha determinada es conocida. 

La población abierta por su parte es un enfoque de evaluación según el cual el régimen de pensiones continúa recibiendo personas afiliadas por lo que es necesario elaborar supuestos sobre el perfil de nuevas personas participantes, ese es el caso nuestro. Y nos estamos viendo afectados ahora con la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas y eventualmente con la Ley de Empleo Público. 

Años de consumo de intereses, insuficiencia de aportes, ocurre cuando los aportes no son suficientes para cubrir el gasto, y es necesario utilizar los intereses generados de las inversiones para pagar obligaciones. Años de consumo de reserva, insuficiencia de ingresos -no hemos llegado ahí- ocurre cuando los ingresos totales del Fondo, contribuciones más intereses, más las inversiones, no son suficientes para cubrir el gasto, y es necesario, por lo tanto, utilizar las reservas. 

Es aquí donde está el meollo del asunto, y las tablas de mortalidad se utilizan las establecidas por la Superintendencia de Pensiones, las cuales utilizan bases de esperanza de vida de más de cien años para cada persona afiliada del régimen, dadas las posibilidades de incrementos en la esperanza de vida de las personas beneficiarias.

Y rápidamente, el Fondo de Capitalización individual, que no es el nuestro, y el Fondo de Capitalización colectiva.

Ahora viene la interpretación del resultado del estudio actuarial del fondo de pensiones".

Hace uso de la palabra el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, quien expone: "Muy buenas noches, señoras y señores magistrados, un placer, a toda la población judicial que nos siguen en este momento por la transmisión.

Vamos a dar una pequeña explicación del resultado de los últimos estudios actuariales y una comparativa del efecto que hemos tenido producto de la reforma, este dato creo que es importante saber interpretarlo, porque muchísimas veces creemos que esta información no la manejamos tan bien y es información que ha estado disponible en todos los estudios actuariales del fondo que están debidamente publicados en la página web, y que están a disposición de la población judicial como un todo.

La segunda columna, es la columna base donde tenemos los datos utilizados para la reforma actuarial con información del año 2015, donde el IICE de la Universidad de Costa Rica, fue la institución encargada de hacer ese estudio actuarial, nos ubica un déficit en aquel momento previo a la reforma de 6.37 billones de colones. Ese era un déficit inmanejable, era un déficit que definitivamente arrojaba la necesidad de hacer una reforma inmediata a este régimen que nos preocupa.

Su nivel de solvencia en aquel momento lo ubicaba al rededor del 48%. Y observemos que en las últimas filas que desde el punto de consumo de los intereses de la reserva se ubicaban en el 2029, y el uso del agotamiento de la reserva, que son conceptos que acaba de explicar don Juan Carlos, lo ubicaba al rededor del 2048.
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Esa información la tenemos ya vigente y la conocemos previamente en los estudios actuariales.

A partir de ese momento con la información del 2018 ya ubicando la reforma, la empresa PIPCA nos desarrolló un nuevo estudio actuarial y ubica un déficit significativamente menor de .7 billones de colones, mantenemos el déficit, y aquí yo quiero ser muy claro, valorándonos por medio de población cerrada. Históricamente el régimen se ha valorado por población abierta, y la diferencia es muy vital que la entendamos; bajo el criterio de régimen de población cerrada, cualquier persona que se retire de laborar del Poder Judicial, no sería sustituida, un juez, un inspector del Organismo de Investigación Judicial, o personal administrativo,  simple y sencillamente no son sustituidos, cosa que por la naturaleza de este poder de la República, pareciera improbable, sin embargo, así lo exige la normativa.

De tal forma, a la hora de que una persona se retira por jubilación, por incapacidad, por muerte o porque sencillamente decide renunciar a su trabajo en el Poder Judicial, pues entonces nos quedaríamos sin un aportante al régimen como tal, bajo esa metodología, mantenemos el déficit.

A partir de ahí entra en vigencia, y eso es importantísimo resaltarlo, tenemos una mejora significativa de 6.37 billones a 0.70 billones de colones en el déficit, eso es más de diez veces, aproximadamente diez veces una disminución en ese nivel.

Sin embargo, a partir de diciembre del 2018, inicia la aplicación de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, esta Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas viene a tener un efecto negativo sobre la tasa de crecimiento de los ingresos del régimen, al congelar todos los salarios del personal activo, pues congela de igual forma el crecimiento de los ingresos, a pesar de ese golpe indirecto  recibido por esa ley, vemos  que los resultados del 2019, mejoran o se mantienen levemente el tema del déficit en esos niveles, y en el 2020 mejoran su nivel a 0.69 billones de colones.

Para el último estudio actuarial debidamente presentado, tenemos un déficit persistente de 0.67 millones de colones, esto a pesar de tres golpes que hemos recibido recientemente en este régimen jubilatorio. El primero ya se los indiqué, que sería básicamente la promulgación de la Ley de Fortalecimiento, el segundo tiene que ver con una resolución de la Sala Constitucional donde se modifica el tema de la contribución solidaria, que pasa de un 55% a un 50%, esto desde el punto de vista pro operario es beneficioso para los beneficiarios -valga la redundancia- desde el punto de vista pro fondo se queda con un ingreso menos del que ya estaba establecido para este régimen.

Si vemos el comportamiento bajo la medición actuarial a población abierta, prácticamente desde el momento de la reforma, hemos tenido un equilibrio actuarial, y hoy por hoy mantenemos si bien es cierto un pequeño déficit a nivel del 2021, si ustedes promedian los resultados actuariales en realidad estamos en un momento de equilibrio actuarial.

¿Por qué destaco este punto?, porque recodemos que históricamente el régimen se ha evaluado bajo la metodología de población abierta, que esta es básicamente que hay una sustitución inmediata de cualquier personal que se retira de labores, por su naturaleza pareciera que es lo lógico a seguir.

Aquí destacamos tal vez un par de datos finales, veamos que con respecto al 2015 el momento de uso de los intereses de la reserva varía prácticamente en 10 años, pasamos del 2029 al 2038. Sin embargo, el año de agotamiento de la reserva se mantiene alrededor del 2048, esto se debe a -y en eso tenemos que ser totalmente transparentes- mientras persista un déficit actuarial va a ver un momento en que la reserva se agote, para eso precisamente se buscan hacer mejoras en la composición del portafolio y demás, para tratar de que ese momento de agotamiento de la reserva se postergue o se anule en el tiempo.

Vuelvo y repito, depende de cómo nos midamos, si nos medimos con metros o si nos medimos con varas, si nos medimos a población cerrada tenemos un déficit, si nos medimos a población abierta tenemos una situación prácticamente de equilibrio actuarial.

Gráficamente creo que es más rápido y más simple entenderlo de esta manera, la primera columna del 2015 teníamos ese déficit enorme de más de 6 billones de colones, producto de la reforma, hemos obtenido niveles significativamente menores, muy estables y en una constante tendencia a la disminución.

Lo que hacemos es reflejar esos resultados quitando el año base, quitando el 2015 que se pueda ver que efectivamente la tendencia ha sido hacia la disminución de ese déficit, estamos en escala negativa.

¿Por qué se dio un incremento en el déficit en el 2019?, por el efecto producto de la Ley de Fortalecimiento como les había mencionado y para el resto de los años hemos venido tendiendo a disminuir el nivel de ese déficit.

Antes de conversar a cerca de resultados creo que es importante que hagamos un pequeño repaso, les prometo que no duro cinco minutos en esto, sobre la situación macroeconómica actual, esta imagen representa muy claramente lo que estamos viviendo hoy por hoy en el mercado tenemos una guerra Rusia Ucrania que ha durado más, todos los analistas estimaban, empezó aproximadamente en el mes de febrero de este año y se ha mantenido a lo largo de seis meses de forma constante, tenemos fuertes incrementos en el precio del petróleo que han provocado un alza generalizada de precios, tenemos también fuertes momentos de recesión económica en las principales economías mundiales y tenemos problemas en las cadenas de abastecimiento a nivel mundial, todo esto se ha traducido en escenarios globales de inflaciones significativamente altas.

Este cuadro que vemos acá simple y sencillamente es, azul son inflaciones bajas, rojo son inflaciones altas; donde pueden ver prácticamente todas las economías a nivel mundial, en los últimos dos años se ha mantenido con niveles inflacionarios bastante elevados. Llama poderosamente la atención en el caso de China, con una inflación dentro de los tópicos normales 2.5%, pero de ahí en adelante todas las economías principales están con niveles sumamente altos de inflación y esto se traduce en una inflación importada a nivel de Costa Rica".
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Prosigue el doctor Segura Solís: "Quería recalcar la de la guerra y la inflación, ese tema cada mes en el Comité de Riesgos, al cual yo pertenezco, lo vemos, y vemos como las tasas de interés bajan, como se comportan las bolsas, es decir son cuatro temas muy importantes que debemos de tomar en cuenta a nivel económico para efectos de inversión, y eso quiero que quede muy claro, porque ya vamos a ver ahorita -si nos da tiempo- las inversiones que estamos haciendo y las que eventualmente podemos correr un riesgo de acuerdo -como dirían los economistas- de acuerdo a ese apetito del riesgo.

El apetito del riesgo nos puede consumir, es decir, por eso es que hay que tener mucho cuidado. En el curso que recibimos el año pasado sobre riesgos, cabalmente uno de los puntos importantes era lo que estamos viviendo hoy y que se vivió en el 2008, entonces eso quería recalcarlo, porque va a ser importante tomar estos cuatro aspectos a la hora de que veamos cómo estamos invirtiendo el dinero de la Junta".

Continúa el máster Oslean Mora: "Muchas gracias, continuamos, la siguiente diapositiva refuerza el tema que venimos hablando a cerca de la inflación únicamente resaltando la inflación en Estados Unidos, nuestro principal socio comercial y donde ustedes pueden ver los niveles con los que están cerrando los últimos trimestres, alrededor de un 9.10% para el mes de junio, y que esto se ve reflejado en la gráfica a la derecha en nuestra economía local, mucha de esta inflación es importada y por  lo tanto estamos teniendo niveles anormalmente alto en los últimos años para efectos de Costa Rica. Estamos al mes de junio cerrando en niveles del 10% de inflación, situación que no es común no era normal prever para estos últimos años.
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Cierro con esta última diapositiva, en esta diapositiva podemos ver los desplazamientos de las curvas, simple y sencillamente lo que queremos destacar acá es producto de altos niveles de inflación, se ha venido desplazando las curvas de rendimiento, entonces han venido subiendo pero no en igualdad de magnitud, es decir, mientras que la inflación ha subido del 3 al 10%, es decir siete puntos porcentuales, las tasas de interés de los rendimientos o de las inversiones no han tenido la misma amplitud o el mismo margen ni en colones ni en dólares, eso es lo que queremos destacar de esta gráfica.
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Puntualmente y atendiendo la solicitud de la Corte entramos a ver la composición del portafolio, si observamos el portafolio de inversiones nuestro el régimen hoy por hoy está cerrando en niveles cercanos a los setecientos un mil millones de colones, poco más de mil millones de dólares, ese es el patrimonio que actualmente se está administrando.

Este portafolio se divide en más de un 64% -si la vista no me falla- en instrumentos del sector público, tenemos instrumentos del sector privado, títulos de participación de fondos inmobiliarios, cuentas corrientes, y la última adquisición en temas de mercados internacionales. 
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De acá destaco que esta participación en mercados internacionales ronda el 4%, es una proporción mínima, ínfima, en comparación a los niveles que mantienen las operadoras de pensiones complementarias. 

Hoy por hoy tenemos únicamente dos monedas, colones y dólares, en la gráfica inmediatamente a la derecha lo pueden observar, aproximadamente tenemos en este instante 26 emisores, que tenemos 26 emisores en cartera y la gráfica inferior nos permite ver el detalle de la composición por plazo al vencimiento de los instrumentos. Este régimen se ubica en duración aproximada de 3.3 años de duración en promedio y estamos procurando precisamente, hacer una recomposición de estos vencimientos en procura de mejorar el perfil de nivel de riesgo.

El detalle puntualmente de en qué instrumentos estamos invirtiendo, en qué emisores estamos invirtiéndolo, lo podemos ver acá, acá tenemos una composición detallada por cada tipo de emisor, por sector y monto facial, ubicado debidamente para conocimiento y para información de todas sus personas. 
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Aquí quiero hacer una pequeña pausa, un pequeño paréntesis, recordar que semestralmente la Junta Administradora determinó que se da una entrega de resultados y un pronunciamiento, un acercamiento al colectivo judicial, esta información fue oportunamente compartida con el colectivo en el mes de mayo de este año y se espera programar una futura entrega para el mes de setiembre de este año.

La siguiente gráfica nos refleja el comportamiento de las tasas nominales, tasas reales y el comportamiento de la inflación; para un Fondo de Pensiones lo vital es procurar mantener un rendimiento real positivo, lo más positivo posible y en este caso producto de la alta inflación, como ustedes pueden observar, durante los últimos seis meses hemos venido teniendo una decaída, una caída en el comportamiento de ese rendimiento.

Sin embargo, las tasas nominales de rendimiento las hemos mantenido y superado mes tras mes, precisamente en un ejercicio de lograr mantener un rendimiento aceptable para el régimen. 
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Dicen que mal de muchos, consuelo de tontos; la realidad es que si nos comparamos con mercado en estos momentos estamos teniendo resultados positivos a diferencia del resto de los participantes, donde básicamente todos se ubican en terreno negativo. 

El rendimiento al 30 de junio, igual nos presenta un promedio interesante para la administración de los últimos tres, en el cuadrito inferior pueden observarlo, a números el promedio a tres, cinco y diez años. Voy a la última columna, los últimos tres años hemos tenido un rendimiento real de un 6.22, los últimos cinco años un 6% y los últimos diez años un 5.04. ¿Por qué vamos en crecimiento? bueno, precisamente, por las estrategias que se han venido siguiendo en la administración del Fondo, los últimos años hemos tenido resultados bastante más positivos que los que históricamente reportaba este régimen y eso lo podemos observar en esta gráfica. 
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La situación coyuntural, y eso quiero hacer también hacer mucho énfasis, que está viviendo el país en este momento, provoca que haya caído de forma significativa el rendimiento, pero lo que es controlable por la administración, que es el rendimiento nominal, lo hemos logrado mejorar cada vez, lo hemos logrado mantener en niveles altos y lo hemos logrado ir mejorando en procura de cuando exista una situación de normalidad podamos, efectivamente, reportar resultados cada vez más positivos. 

Hablábamos en este momento al corte de junio de un rendimiento nominal de un 10.78 con una inflación de un 10.06, nos está dando apenas un resultado positivo de 1.66 de rendimiento real, este dato no resulta ser satisfactorio para nuestros objetivos y nuestras metas, es la realidad. No obstante, hay que recordar, y como hemos venido tratando de explicarles, que hay un efecto de inflación importado, un efecto negativo que no estaba contemplado dentro de los planes del propio Banco Central para este período, y efectivamente ha golpeado las carteras en general de todos los operadores del mercado. 

Si vemos el rendimiento por sector, podemos ver en el gráfico inferior izquierdo, cuál es el aporte por cada uno de los sectores en la composición de ese 10.78% nominal, donde prevalece, por supuesto, la inversión en el sector público costarricense que es donde más concentración de instrumentos tenemos. Y concluimos con la parte internacional, que nos está haciendo un aporte pequeño, pero recordar que tenemos, justamente, una composición o una concentración muy baja en ese instrumento. El aporte relativo de rendimiento por sector, de igual forma, nos está aportando un 67% al sector público y la división que estamos ejecutando en el resto de los sectores. 
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Por último, lo que les mencionaba acerca de la composición de los, digamos, del mercado del sector de pensiones costarricense, donde prácticamente todas las operadoras de pensiones se mantienen en terreno negativo, nosotros tenemos todavía un comportamiento en terreno positivo, pequeño, pero en terreno positivo del 1.66%, y si valoramos y comparamos el detalle interanual de rendimientos, pues nos ubica en niveles cercanos a ese 10% nominal. Esto es una situación que golpea al sector, al mercado completo, sin embargo, sentimos que la gestión ha sido adecuada considerando estos efectos.

Producto, precisamente de esa valoración, aquí tenemos los principales indicadores de riesgo que se miden, riesgos financieros que se miden del portafolio; de aquí no me voy a detener a explicar cada uno de ellos, simple y sencillamente concentrémonos en el cuadro a la derecha, es un cuadro de semáforos básicamente, donde verde es que está dentro del apetito de riesgo, rojo sería que estemos fuera de ese apetito y amarillo es un punto de observación, donde si comparamos los resultados junio 2021 a junio 2022, que sería el cuadro o la columna más a la derecho, en todos nuestros principales indicadores nos encontramos en el terreno verde que es donde queremos estar.
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Precisamente, producto de la salida a mercados internacionales, logramos disminuir la concentración por emisor, que era uno de los principales indicadores que teníamos fuera de nuestro rango de apetito por las limitaciones propias del mercado costarricense donde básicamente son muy pocos los emisores que existen, y que, por lo tanto, no nos permitían tener ese, digamos, esa diversificación adecuada. 

Hoy por hoy, todos estos indicadores, como les menciono, los mantenemos dentro de los rangos de apetito establecidos.

No me voy a detener demasiado acá, nada más mencionarlos, tenemos riesgos financieros importantes que tenemos que administrar, recordar que el riesgo no se elimina, se administra. Tenemos riesgos de tipo de cambio muy importantes en este momento, el tipo de cambio ha sido una verdadera montaña rusa a lo largo de este año, ha subido casi sesenta colones, ha bajado cerca de quince colones en la última semana, ha tenido un comportamiento bastante errático y eso afecta de forma significativa los resultados. 

[bookmark: _GoBack]Riesgo de precio y riesgo de tasa de interés, como les mencionaba, al tener niveles de inflacionarios altos, es de esperar que las tasas de interés sigan el comportamiento de la inflación, sí no en la misma magnitud, no con la misma -digamos- la misma amplitud del movimiento, pero sí en la misma tendencia y esto nos lleva a tratar de mantener posiciones más líquidas en procurada de que cuando ya tengamos un rendimiento más alto, invertir a esos niveles más altos.

El Riesgo de concentración, es un riesgo importante sobre todo en las carteras en Costa Rica, que estamos tratando de diversificar y que hemos venido lográndolo a lo largo de los últimos años con la apertura para invertir en el sector privado inicialmente, después en temas de fondos inmobiliarios, y por último, en mercados internacionales. El tema de riesgo de liquidez y el tema de los rendimientos propiamente dados.

¿Qué alternativa de colocación tenemos para los próximos 6 meses y el primer semestre del 2023?, bueno, realmente hay que recordar dos puntos. El primero de ello, es que todo lo que tiene que ver con la estrategia de inversiones está debidamente regulado por el CONASSIF y por la Superintendencia. Existe un reglamento que se llama Reglamento de Gestión de Activos, que establece qué se puede y qué no se puede realizar. Entonces, tenemos un marco de acción debidamente establecido en el cual todas las operadoras y todo el sector de pensiones costarricense debe movilizarse. 

Nosotros contamos con una pequeña diferenciación en el tema del 240 bis, que nos permite, eventualmente, hacer inversiones de carácter o de tipo de crédito, bueno, precisamente eso es uno de los puntos fuertes que estamos destacando acá, estamos analizando en el punto tres -me parece- de la presentación, una oferta de crédito para una institución supervisada directamente por la SUGEF, tal y como establece la ley, por aproximadamente tres mil millones de colones.

Y se está valorando y estamos concursando, eventualmente, para hacer un financiamiento al fideicomiso inmobiliario del Poder Judicial, por aproximadamente cincuenta y cuatro millones de dólares, esto conforme a las potestades -vuelvo y repito- que establece el artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Estamos en un monitoreo y seguimiento constante, hay que recordar que el tema de gobierno corporativo que había señalado don Juan Carlos acerca del Comité de Inversiones, Comité de Riesgos y Comité de Auditoría, son los comités que están debidamente normados y reglados por la Superintendencia y por el CONASSIF; mensualmente se están reuniendo, están valorando cuál es el comportamiento del mercado y haciendo recomendaciones técnicas para poder ejercer esta función. 

Aquí, quiero hacer otro paréntesis, y hay que recordar que, precisamente un gobierno corporativo adecuado no permite que una única persona, un único profesional, pueda tomar las decisiones de inversión, esto se hace en estos cuerpos colegiados, que debidamente se encuentran constituidos y son acompañados, inclusive, por profesionales externos al Poder Judicial sobre esta materia. Eso es, creo yo, un punto importante a destacar.

Ya observamos en el cuadro de los resultados actuariales, temas asociados, precisamente, al consumo o al uso de las reservas que eventualmente se gastarían en el 2048, tenemos que valorar estas alternativas y que constantemente están siendo monitoreadas por la Junta Administradora como un cuerpo colegiado.

Hay que recordar que se está efectuando una revisión de las jubilaciones y pensiones otorgadas de forma, con una aparente aplicación errónea de algunas reglas, reglas de revaloración, del 2x1, de Regla IV, que llevan bastantes años valorándose y se haciendo un estudio minucioso de aproximadamente de un 25% de las personas beneficiarias, ahí hay una serie de montos de pensión o de jubilación otorgados inflados inadecuadamente que tienen que o podrían provocar eventualmente una disminución en el déficit actuarial, precisamente por ese resultado o esa búsqueda que se está ejecutando".

Agrega el doctor Segura Solís: "En el primer caso del transitorio tercero de la ley Marco de Pensiones, en lo que llamamos el 2x1 están 750 personas; y en el caso de la Regla IV, son dos acuerdos que se tomaron y que ahora los heredamos nosotros y que estamos batallando con ellos. Esto es muy importante porque de ahí hacia el futuro no podemos recobrar nada, de acuerdo con el artículo 41 del Código Procesal Contencioso Administrativo, si presentamos el proceso y si se anula hacia el futuro no retroactivamente, pero por lo menos hacia el futuro si vamos a poder recuperar.

En el 2004 -sino me equivoco- también se fueron unos señores y señoras magistradas con la jubilación calculada de una manera errada, ya se procedió a su cobro y me imagino que pronto nos llegaran los procesos judiciales, porque efectivamente había un mal cálculo en cuanto al monto otorgado y era bastante dinero el que tuvieron que devolver, esto es para que veamos cuales son las medidas prontas, urgentes a tomar, para ir llenando la buchaquita.

El problema, por ejemplo, las 750 personas las tenemos en tres departamentos, una gente está en el Consejo Superior otra gente está en Dirección Humana y la otra no me acuerdo donde está, ahí van poco a poco en el trámite para efectos de proceder a ver que se hace en relación a ese cobro.

Y el otro grupo, el grupo de la mala interpretación de la Regla IV, ese grupo todavía no se ha tocado, y ustedes podrán imaginarse que tenemos un solo abogado en la Junta, ya ahorita les va a llegar al Consejo Superior, la solicitud para que nos den uno de aquí al 25 de diciembre para que nos ayuden porque tenemos procesos de personas que no están a gusto con lo que se les ha otorgado en cuanto al monto de la pensión, otros porque interpretan mal un acuerdo. Tenemos tres contenciosos administrativos, es decir, amparos ni se diga.

Es decir, hay mucho trabajo legal en la junta y el pobre Eduardo no da ya.

Y si ustedes vieron, para que vieran bien la primera filmina o el primer cuadro apenas tenemos una cantidad de personas en la Junta, son 18 plazas administrativas, en el acuerdo 26-2021, quiere decir que mientras que antes el Consejo Superior manejaba esa junta con una gran cantidad de personal de apoyo, nosotros estamos con un mínimo de personas con el mismo nivel de trabajo.

También quería decirles algo, don Oslean habla como muy elevado en economía, y entonces yo le estaba diciendo que les hablara un poquito más llano, porque de alguna manera estos temas son muy álgidos.

Esas medidas a tomar para efectos de que no lleguemos al 2048 como dijo la periodista a tomar las reservas, son las que ustedes tienen en la pantalla.

Hay dos, aquí no vamos a negar ni a engañar a nadie, hay dos alternativas que el actuario matemático da, que a mí se para el pelo, el primero es aumentar a 72,2 la edad de jubilación; y la segunda es aumentar el monto de cotización. Ninguna de las dos es nada alentadora frente a estos momentos de crisis.

Esto no es ya, es a largo plazo, es para de alguna manera amortiguar esta posible situación que nos veamos a futuro.

Sin embargo, de acuerdo a lo que dijo don Oslean, y espero que lo hayan entendido, y bueno, ya nos pasamos de las siete de la noche, si tienen dudas, por favor para que él se las pueda explicar como el “Paco y Lola” -por decirlo de alguna manera-, porque es un tema de verdad que se las trae y que es muy técnico y en consecuencia, sobre todo si nos están oyendo los colectivos, ellos deben de entender muy bien que es lo que está pasando y que la noticia fue tomada de manera tergiversada, publicada un día como el día de la madre en primera plana, eso es con dolo, alevosía y premeditación, no soy penalista, pero es así como tomaron a la Junta ese día".

Añade el máster Mora Valdez: "Gracias don Juan Carlos, concluyo nada más con un par de medidas adicionales, les mencionaba que estamos haciendo una mejora de la composición del portafolio y eso es una constante, como ustedes pudieron observar en el cuadro de vencimientos, por fecha, por año, tenemos una porción importante del portafolio, cerca del 35% o 40% que vence en los próximos tres años, y, por lo tanto, con esos vencimientos vamos a hacer una composición.

Bueno, el portafolio de inversiones -nada más aquí para hacer ese pequeño paréntesis- es donde se manejan los recursos que componen la reserva de nuestro régimen, entonces todos esos dineros que hoy por hoy tenemos con los aportes que cada uno de las personas del colectivo judicial ha realizado, pues efectivamente necesitamos invertirlo para poder obtener algún redito y que por lo tanto nos permita a futuro obtener o mantener este régimen constantemente sano, que es lo que estamos persiguiendo como objetivo.

Tenemos dos temas que se nos salen de control que tenemos que tenerle seguimiento, el tema del análisis de la normativa legal y en tránsito en este caso en particular la Ley de Empleo Público, ese tema se las trae, es un tema que la misma Corte tiene que estar valorando, hay una comisión especial que dependerá de las clases de puestos que se determinen de un lado o del otro, podrían afectar las tasas de crecimiento de un tipo de salario o de otro, y que por lo tanto afectará la tasa de crecimiento de los ingresos del Fondo, entonces ese es un tema que todavía no sabemos la cuantía, porque ni siquiera todavía se ha tomado una decisión por parte del Poder Judicial.

Y la siguiente es una acción de inconstitucionalidad que está establecida contra la aplicación del efecto de ampliar el transitorio de los dieciocho meses establecidos en la ley 9544, ese efecto, cualquier decisión que eventualmente pueda tomar la Sala Constitucional, pues vendrá a afectar de alguna manera al régimen del Fondo.

Por último, y eso es la última medida puntualmente, se tiene que elaborar una propuesta coordinada en el colectivo judicial, una vez se hayan evacuado esos puntos y tendría que ser en conjunto de todo el colectivo para valorar algunas de las alternativas.

Hay que recordar que el régimen hoy por hoy con las reformas que fueron tomadas, prevé que las jubilaciones de las futuras jubilaciones de las personas que se acojan a la normativa de la ley, pues digamos que están bien en comparación con las condiciones, es decir, lo que yo aporto es adecuado, es sano, contra los beneficios que yo voy a percibir de acuerdo con la reforma.

Sin embargo, sí tenemos una carga relativamente pesada, que son las pensiones en curso de pago que fueron dadas con condiciones quizás no las más adecuadas en algunos casos, y recordar que tuvimos un tratamiento muy diferenciado en cuanto al tratamiento que se le dio a JUPEMA en los años 90 al tratamiento que recibió la Corte o el fondo de jubilaciones en este caso con la reforma del 2018.

Básicamente, a JUPEMA se le permitió trasladar las pensiones en curso de pago, con cargo al Estado y se construyó un régimen completamente nuevo para que inicie y con treinta años de historia, que dicho sea de paso lo ha venido haciendo excelente, es el mejor régimen en este momento del país, al César lo que es del César, pero le quitaron esa carga que a nosotros sí nos dejaron con la reforma que hubo en el 2018.

Y por último acá, mencionar este par de acciones de inconstitucionalidad que le estaba mencionando que se encuentran en análisis y tendremos que sujetarnos a lo que finalmente se decida.

Y de mi parte reiterar lo que decía don Juan Carlos, únicamente en cuanto a que, si tienen alguna duda, alguna consulta, por favor nos puedan contactar y nos pueden dirigir sus consultas a la cuenta de servicio al cliente, con muchísimo gusto vamos a ampliar, vamos a detallar cualquier detalle o cualquier comentario o información que ustedes necesiten. Y recordarle al colectivo judicial que efectivamente estamos para servirles para poder brindarles información de primera mano.

Desconozco motivos o razones en que a veces decidimos como afiliados a este régimen acudir a otras fuentes de información y no acudir directamente al régimen, que para eso lo tenemos, recordar que el régimen es de todas las personas del colectivo judicial, tanto funcionarios activos como jubilados y pensionados, y tenemos que procurar que efectivamente se mantenga estable y provechoso en el tiempo.

Buenas noches, muchas gracias".

Responde la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muchas gracias al doctor Segura y a don Oslean por su exposición.

Magistrada Rojas".

Expresa la magistrada Rojas: "Gracias doña Patricia, primero que todo agradecerles profundamente a los señores de JUNAFO, que sé que hicieron un esfuerzo en el poco tiempo para hacer la exposición del día de hoy y se les agradece en todo lo que vale. En realidad, yo creo que era nuestra obligación como jerarcas supremos, de hecho, me parece que, si hay lesividades, el jerarca supremo tendrá que intervenir en esas lesividades.

Y me saltan un montón de dudas a partir de la información que ustedes me dan, inclusive qué pasa -digamos- con estos procesos eventuales de lesividad donde ustedes estiman, con el criterio de una persona jurídica, que tienen, que hay un error de interpretación, ¿qué pasa con el Fondo si pierden estos juicios Contenciosos Administrativos?, tendrá que intervenir Corte declarando la lesividad del acto o por lo menos que es de efecto continuo, sin ninguna duda, como lo ha dicho la Sala Primera, y será hacia futuro.

Y a mí me gustaría ver en números cuánto es lo que se pretende recuperar versus el riesgo de que, eventualmente, la interpretación que se esté dando sea distinta efectivamente, a la que aplicó eventualmente el Consejo Superior.

Bueno, quisiera saber quiénes presiden el Comité de Inversiones, el Comité de Riesgos, quisiera saber qué ha pasado con las inversiones externas, quisiera saber quiénes son las personas privadas que han adquirido, que han invertido, quisiera saber qué pasó con el vencimiento de las Tudes, que las Tudes las analizó la Corte Plena en una solicitud, me acuerdo de que al momento hizo la magistrada Doris Arias para avocar el tema del Consejo Superior, por eso lo conozco con mucho detalle.

Me gustaría saber cómo está la situación en renta fija y en renta variable, cuántos de las, si tienen criterios, si se han apartado como Junta de los criterios técnicos y como Junta qué criterio técnico utiliza para tomar la decisión y básicamente, aunque están, dicen que participa la SUPEN, en concreto ¿qué participación tiene?

Y tengo otras más que había planteado, yo sí me estudié, les consta a los compañeros de Corte, detalladamente todos estudios actuariales cuando se dio la ley, se produjo la ley, yo fui a la Universidad de Costa Rica, estuve reunida con los actuarios y tuve una amplia intervención en este campo que no me es ajeno, pero lamentablemente el tiempo es muy escaso. 

Entonces, yo quería pedirle a la señora Presidenta si era posible a partir de esta actualización, porque yo también quiero saber cuánto se ha perdido por razón de inflación y que todos los Fondos han perdido por efecto de la crisis y cuánto se ha perdido por mala administración del riesgo. Eso es muy importante saberlo. 

Y por eso es que es importante saber quién decide el riesgo, porque a mí me para el pelo que sea una o dos personas en tal cantidad de dinero, ya lo decía don Juan Carlos, tienen muy poco personal para la cantidad de dinero y la responsabilidad que se les ha asignado con; bueno, y además, la Junta Directiva no tiene salario, o sea, quienes trabajan ahí lo hacen de amor por la camiseta, y sé que deben, por supuesto, dedicar muchas horas. 

También quería preguntar por los seguros, tenemos seguros para inversiones, ¿qué pasa si la Junta toma una mala decisión?, ¿qué pasa con ese dinero?, y además del comportamiento del dólar y del colón, ¿cuánto está en colones y cuánto está en dólares?, y por qué, digamos, una cantidad más ¿por qué se conserva?, por ejemplo, en colones. 

Y lo de las Tudes me interesa muchísimo en qué se invirtió y en el extranjero también, y saber cuáles riesgos se han tomado desacertadamente y cuánto representa en términos de pérdidas.

Por eso yo quisiera, e inclusive podría hacer una formulación escrita de dudas e inquietudes que tengo, ya no solo como parte patronal, también obviamente, tenemos, el Fondo es de todos, siempre he estado interesada en el Fondo desde que ingresé a la Corte, como le consta a los compañeros magistrados, siempre he estado pendiente de los estudios actuariales, he hecho un esfuerzo por entender más allá de mi formación como abogada para poder comprender estas materias, porque sé que el Fondo es esencial para todo el colectivo judicial.

Yo quisiera pedirle a la señora Presidenta si es posible un plazo que todas las señoras y señores magistrados, e inclusive el colectivo judicial que nos escucha y nos ve, que sé que es muchísimo, mi secretaria, por ejemplo, está esperando que llegara este momento todo el día, y podamos cursarles, tal vez, preguntas por escrito, darles un plazo razonable, y no sé si sería posible cuando ya esas respuestas estén, poder contar nuevamente con, cursarles un invitación para que de esta manera pueda haber transparencia en las respuestas y las preguntas, y de las inquietudes.

Me parece que es importante que la cantidad de dinero que se maneja no es poca cosa. Me preocupa que sea tan pocas las personas que tienen de apoyo para tanto dinero me preocupan que no tengan salario, que la ley haya dispuesto semejantes condiciones, porque no son razonables.

Y me preocupa que yo sí creo que hay necesarias reformas legales que hacerles, y entonces, aquí también querría preguntar, yo tengo mi propia lectura, pero me gustaría ver la lectura de la Junta en el sentido en que, en qué estiman ellos que debe modificarse nuestro Fondo, y de esa manera me parece que Corte debe hacer todo lo oportuno para ir a la Asamblea Legislativa y promover las reformas que sean necesarias y oportunas. Nada más eso. 

Muchas gracias y gracias a los compañeros que han venido esta noche y que sé que, se les agradece realmente el esfuerzo y espero que entiendan que tengo muchas inquietudes que quisiera solventar en el momento en que se determine por esta Corte y el procedimiento. 

Muchas gracias, además, por la oferta para darnos respuesta a nuestras inquietudes. Buenas noches".

Señala la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muchas gracias magistrada Rojas. Don Juan Carlos".

Indica el doctor Segura Solís: "Muchas gracias. Doña Iris Rocío.

Voy a contestarle de lo poco que pude captar de tantas de su mayoría de preguntas. 

La SUPEN es como el superior, uno de los superiores jerárquicos que nosotros tenemos y sin su aval nosotros no hacemos nada, es decir, ella tiene un equipo de 7-8 personas que nos monitorean todos, todos los días, no solamente qué hacemos en la sesión de los martes, cómo la llevamos a cabo, si discutimos a fondo los artículos, en el tema de fondo de inversiones, ni se diga, es algo que estamos supeditados a lo que este órgano nos indique.

En cuanto a la tasa compuesta de lo que usted hablaba, ahora que estaba, que habló Oslean del fideicomiso que estamos concursando para el préstamo para los Tribunales de Puntarenas, quién sabe si vamos a ganar, la licitación o la, porque tuvimos que darle una tasa compuesta al fideicomiso, y por otra parte, figúrese usted que hay que pagar, que nos exigen que paguemos los honorarios y los gastos de representación y legales, y solo eso son quinientos millones de colones, o sea, que como usted dijo ahora en referencia de los seguros, me llevarían a la cárcel seguro. 

Tercero, seguros, las pólizas han sido muy altas, la última cotización que hubo fue de treinta y un millones, estaba, una cotizó en cincuenta, la otra está cotizando en treinta y uno, estamos a la espera…

Esa póliza, son muy vivos, y, por lo tanto, no cubren los riesgos de las inversiones en mercados internacionales.

Y luego un tema muy interesante que usted tocó, que yo tampoco como abogado lo tenía en mi cabeza como una alarma, como una alerta, y desde el año pasado que John Orozco nos dio el curso en la UCR, el riesgo, el apetito al riesgo siempre genera un riesgo. 

Vamos a ver, cualquier inversión genera un riesgo, es inevitable, sin embargo, hay que de alguna manera minimizarlo, y por eso es la SUPEN está para indicar si se realiza o no se realiza, si las tasas son buenas o no, si el plazo es adecuado, etcétera.

¿Qué más en cuanto a la...? No me acordé, tenemos… el Comité de.... las personas que... bueno, somos pocos miembros y tenemos que formar los diferentes comités. El Comité de Riesgos tiene un consultor, se puede decir así, un consultor externo y el Comité de Inversiones también. Y está compuesto por miembros de la Junta, administrativos, economistas y además por miembros de Junta. 

Y en cuanto a las Tudes, si usted quiere le habla porque eso es muy importante, porque ya no están".

Menciona el máster Mora Valdez: "Gracias don Juan Carlos. Tal vez, ahí nada más para profundizar, hay que recordar que, bueno, que la página del Fondo de Jubilaciones se encuentra muchísima de esta información disponible para consulta del colectivo, en dado caso. 

La misma composición de los Comités de Inversiones, Riegos y Auditorías, se encuentran ahí publicados y los currículums de los presidentes de cada uno de esos comités.

También, hablar un poquito de lo de las Tudes. Doña Iris Rocío nos comentaba, bueno, tal vez, comentarles, efectivamente las Tudes vencieron en enero del 2022, era uno de los temas que permitió de alguna forma hacer una recomposición del portafolio y mejorar el nivel de rendimiento nominal.

Hoy por hoy, se realizaron inversiones en instrumentos, igual se hizo una diversificación, se realizaron inversiones en instrumentos de gobierno, se realizaron inversiones en mercados internacionales aproximadamente cuarenta millones de dólares en mercados internacionales y también se hizo inversión en instrumentos locales de emisores privados, aproximadamente por unos veinte, veinticinco millones de dólares.

Eso es lo que se recompuso, y como ustedes pudieron ver en la gráfica de la presentación, se puede observar una mejora en el rendimiento nominal del portafolio, precisamente por esa recomposición. Tal vez, un par de temitas ahí que...".

Interviene la magistrada Rojas: "¿Podríamos saber quiénes son los particulares y a dónde está el dinero invertido de manera internacional? ¿Eso lo tienen a disposición?".

Contesta el máster Mora Valdez: "Sí señora".

Consulta la magistrada Rojas: "¿O me lo podrían enviar?".

Expresa el máster Mora Valdez: "Estaba en una de las diapositivas doña Iris Rocío, pero con muchísimo gusto, todas estas dudas si usted nos la hace llegar por escrito, nosotros encantados se las respondemos".

Señala el doctor Segura Solís: "En el cuadro que, en uno de los cuadros que trajimos están los entes a los cuales nosotros invertimos, es uno azul.

Ahí hay un apetito al riesgo, un poquito -Oslean me va a matar de lo que voy a decir- pero que el apetito al riesgo incurre en un riesgo en la inversión, y el Comité de Riesgos vamos viendo cuales son las instituciones u órganos o entidades bancarias, públicas y privadas que son mayores o mejores para invertir, y tienen categorías.

Vieran por ejemplo que interesante, porque cada mes varía por ejemplo, en un mes está A, B, C, el otro mes B está en primer lugar, C está en segundo y A esta de último y así sucesivamente, y hay otros, que definitivamente la alarma es roja, o sea, no se puede invertir porque el apetito del riesgo no llega a tanto, es decir, no sé si me doy a explicar, hay que tener un apetito al riesgo, dicen los inversionistas, ese apetito al riesgo, como usted lo dijo, ¡cuidado!, tiene que tener un riesgo, tiene que de alguna manera lanzarse a ese riesgo y si pierde, que pierda lo menos, así lo dicen los economistas, así es el sistema financiero. Pero de antemano como la SUPEN también nos supervisa, nos llega y nos dice a donde no.

Se me olvidaba decirles que estas ocho personas nos regañan, la primera reunión que tuvimos yo me impacté, porque nos comienzan a decir lo que tenemos que hacer, o no están haciendo tal cosa o no están haciendo esto, ustedes deberían de involucrarse más en reforma legal como usted lo habló, ustedes tienen que tirarse más al mercado; es decir, casi que nos asesoran de manera obligatorio, es como el padre con el hijo menor de edad".

Agrega el máster Mora Valdez: "Una pequeña aclaración nada más doña Iris Rocío, con un tema que apunte por acá, y va a disculpar que no apuntara todos, pero me parece importante destacarlo aprovechando el momento, la gestión del portafolio de inversiones no reporta pérdidas por una mala administración, es decir, no voy a repetir nombres de cuales instituciones, pero hay instituciones sonadas en el mercado costarricense que han generado pérdidas a las inversionistas, que valga la redundancia, que han invertido con ellos.

Nosotros no hemos tenido inversiones en esos emisores y hemos mantenido al régimen alejado de ese tipo de conflictos, eso creo que es importante mencionarlo.

Las pérdidas o lo que ha habido a nivel del portafolio  y eso también quiero ser aquí específico, es que existe un resultado de valoración negativo, ¿qué significa un resultado de valoración negativo?, es decir, yo compré algo que hoy, un ejemplo muy burdo, compré un vehículo, el vehículo me costó 10 millones de colones y en el mercado hoy lo están vendiendo en nueve millones y medio, entonces tengo medio millón de colones medio del activo que yo adquirí, si y solo sí salgo a vender el carro en este momento, pero si yo me dejo el carro vale los diez millones de colones. Si yo me espero a que el vehículo, ojalá la situación cambie y ya la gasolina no esté tan cara, probablemente mi carrito que vale diez millones lo vendo en once u once y medio, entonces tengo una ganancia eventualmente por la venta del instrumento.

Lo que quiero decir con esto es que eso es lo normal a la hora de hacer una administración de un portafolio de inversiones, lo que tenemos que cuidar muy bien es la liquidez del régimen que podamos hacer frente muy bien a nuestros compromisos con la población beneficiaria y eso ustedes recordarán temas de jaqueo que hubo recientemente a nivel de todo lo que tiene que ver con Hacienda y otras instituciones, gracias a la Dirección de Tecnología, tengo que reconocerlo del Poder Judicial que fue muy pronta y nos protegió de ese tipo de situaciones y las previsiones que se tomaron pues no tuvimos ningún inconveniente para nuestra población beneficiaria.

Y de igual forma, si ustedes ven la composición por plazos, pues efectivamente hemos sido muy prudentes en la gestión del portafolio, eso quería mencionarlo.

Inversiones privadas, tal vez en las inversiones privadas nada más en este cuadro, aquí podemos ver un detalle, y vuelo y repito, este detalle se encuentra en la página web del Fondo de Jubilaciones, ustedes lo pueden ver ahí mensualmente se reporta toda la composición del portafolio, ahí ustedes pueden ver que la concentración y emisores privados en la última columna de la derecha, puedan observar cómo se catalogan, público, privado, sector local, sector internacional, ahí están ubicados cuales son esos emisores, las composiciones más grandes, las significativas prácticamente las tenemos en el mercado local, emisores del mercado costarricense y tenemos cuatro emisores en mercados internacionales, estos emisores en mercados internacionales son emisores triple A, son emisores con una mejor calificación del riesgo que Costa Rica, de cuatro a cinco estrellas “Mornigstar” de las altas evaluaciones a nivel internacional que lo que procuran es precisamente darnos alguna alternativa de diversificación del portafolio.

No estamos ante riesgo de un impago, que tal vez eso entendí yo era una de las preocupaciones, no tenemos una situación de esa naturaleza.

Y lo otro es que tenemos instrumentos en este momento que nos permiten asegurar de alguna manera que efectivamente tenemos un flujo adecuado para hacer frente a todas nuestras obligaciones, por último recordar y si bien es cierto hay un desgaste a futuro del uso de reservas, estamos hablando que en el escenario actual del último estudio actuarial, necesitaríamos empezar eventualmente a utilizar intereses de esta reserva a partir del 2038, es decir tenemos prácticamente quince años donde no tendríamos que hacer uso del dinero que tenemos en el portafolio de inversiones y que por lo tanto lo que estamos haciendo es precisamente tratando de sacar el mejor provecho de esos rendimientos en procura ojalá ahuyentar o alejar todavía aún más ese uso de reservas".

Indica el doctor Segura Solís: "Una aclaración, en ese cuadro, ese es muy importante como se comporta el mercado, en el Comité de Riesgos, vemos las entidades bancarias en el top team, A, B, C, lo que dije ahora, si ustedes ven hoy ese cuadro, hace unos meses estaba en el top team uno que ahora está entre los más bajos de ese cuadro, vean como tengo que, como dice el actuario matemático, debemos de invertir a corto plazo, para que el riesgo sea menor, por esto que puede suceder, hace tres meses esa entidad bancaria estaba entre los tres primeros lugares, hoy está muy bajo".

Expresa el magistrado Ramírez: "Muchas gracias, señora Presidenta, señores y señoras magistradas.

Agradecer profundamente la explicación que han dado hoy en esta tarde noche el compañero Juan Carlos y don Oslean, yo creo firmemente que si la alarma hubiera venido de la SUPEN era para alarmarse de verdad, pero si viene de un medio de noticias, hay que tomarlo con otro parámetro u otro termómetro.

La Junta de Pensiones del Poder Judicial yo creo que ha asumido con sus limitaciones porque las tiene, y yo creo que como lo indicó la magistrada Rojas, nosotros ya es hora de que tomemos medidas para reformas estructurales del Fondo, no podemos aceptar de que los compañeros trabajen constantemente y que no devenguen salarios, no podemos aceptar de que no haya más especialistas en todos los campos y si criticamos.

Lo que debemos de hacer señores es buscar las formas de solucionar los posibles problemas que se den en el futuro, como lo señalaron los dos compañeros, el portafolio de inversiones tiene sus riesgos indiscutiblemente todo en la vida cuando uno invierte tiene un riesgo.

Pero nosotros estamos tranquilos, al menos en mi caso, de que detrás de ellos hay oficinas especializadas que están controlando lo que ellos hacen, especialmente la SUPEN.

Creo firmemente en la honestidad de los compañeros, no solo en eso, sino en su capacidad, y si tenemos alguna duda debemos de recurrir a ellos e indicarles, explíqueme que es lo que está pasando y no hacerlo por otros medios, porque eso no es leal, para eso ellos tienen toda la información y yo considero que es el camino correcto irse a las páginas de la junta y si no es satisfactorio pues llamar a alguno de los personeros e indicarles que le aclaren todos los extremos en que hay duda.

Esa era la intervención mía, y reiterarles mi agradecimiento porque con las limitaciones del caso que tienen ustedes, es admirable la función que están realizando. Muchas gracias".

Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muchas gracias magistrado Ramírez.

Magistrado don Fernando Castillo".

Refiere el magistrado Castillo: "Muy buenas noches a don Juan Carlos y a don Oslean.

En primer término, agradecerles esta importante información que le han brindado a la Corte, me parece que la Corte, como bien lo ha señalado la magistrada Rojas Morales, es el jerarca supremo, y ante una noticia como la que salió, lo menos que podemos hacer nosotros es recabar información sobre quienes están dirigiendo en este momento la Junta de Pensiones del Poder Judicial.

En segundo lugar, decirles que efectivamente hay una coyuntura desde el punto de vista económico muy adverso y me parece, está bien la estrategia como decía don Oslean, de invertir a corto plazo, para garantizar la liquidez, porque el mercado se va a mover de muy diversas formas, sobre todo la preocupación más grande es el tema que tiene que ver con los rendimientos reales.

Está muy bien mantener los rendimientos nominales, me parece por encima de la inflación, pero al final si uno hace una desflata, entonces ya viene que lo nominal no es un 10, sino 0.66, y eventualmente puede ser negativo. 

Me parece que eso está bien, puede dar, o sea, jugar una estrategia de corto plazo para…

Tercero, me parece que siempre seguimos siendo como un inversor conservador, siempre nuestros títulos están mayoritariamente en el sector público y que prácticamente un 65% está en el sector público, y si uno sumara los bancos del Estado creo que anda como alrededor de un 70, un 72% nuestras inversiones, pues ahí la ventaja es siempre la garantía soberana del Estado.

Y finalmente, decirles pues que mi impresión, por lo menos, es que tanto el entorno internacional como el entorno nacional va a estar como muy inestable, estaba viendo ahí la bolsa de Nueva York cerró negativamente, esperando a ver qué dice el director de la Reserva Federal sobre si va a aumentar las tasas de interés en los Estados Unidos, como una estrategia para mitigar el tema de la inflación y también, Costa Rica también, pues hay noticias positivas, como lo decía bien Oslean, la tendencia de baja al dólar, hoy en ventanilla estaba cotizando seis cincuenta, por un lado.

Y, por otro lado, uno también esperaría, que este es un tema que ustedes tendrán que valorar, que es esta reingeniería financiera que, eventualmente, pretende hacer el Ministerio de Hacienda, pero eso quedará sujeto a la aprobación o los eurobonos, ¿verdad? Que es canjear la deuda pública interna que es cara, por una deuda pública externa más barata y el ministro de Hacienda está hablando de que, eventualmente, podría ahorrarse un billón de dólares o un millón de millones de colones.

Decirles que yo me quedo tranquilo, me parece que el asunto hay que seguirlo monitoreando y finalmente, darles las gracias, tanto a Juan Carlos y a don Oslean por las explicaciones que nos han dado en esta noche, porque como bien decía la magistrada Rojas Morales, el colectivo judicial y todos los que formamos parte del colectivo judicial, pues nos preocupa lo que hemos invertido como funcionarios judiciales y por ende, eso nos da mayor tranquilidad. 

Gracias, muy amables por sus intervenciones".

Señala la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muchas gracias don Fernando. Si no hay ninguna otra intervención, reiterar las gracias a don Juan Carlos y a don Oslean, porque de cara al día que les fue remitida la solicitud finalmente, que fueron notificados el miércoles por la noche, en realidad, el jueves y el viernes, creo que deben haber pasado avocados en el fin de semana para hacernos esta presentación, porque como señalan, los datos son cambiantes.

Entonces, necesariamente tuvieron que preparar la presentación y uno sabe que son muchas horas haber preparado esta presentación, que probablemente sacrificaron el fin de semana para poder estar el día de hoy aquí, dándonos la presentación correspondiente. Así es que, sin más creo que por hoy hemos sobre pasado la hora, pero bien valía el esfuerzo por los datos que nos han servido brindar".

Sin objeción alguna, se acordó: Tener por hecha la exposición del doctor Juan Carlos Segura Solís y el máster Oslean Mora Valdez, por su orden, Presidente y Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”

- 0 -
El licenciado Arnoldo Hernández Solano solicita que este acuerdo se haga de conocimiento de los gremios.
Dice el doctor Juan Carlos Segura Solís que es una lástima, que ese día estaban en vivo y las personas no se interesaron en ver la transmisión.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán agradece a don Juan Carlos y a don Oslean, la disposición de asistir a esas horas a la audiencia con la Corte Plena, y la exposición realizada. Asimismo, indica que, con respecto a lo que propone el licenciado Arnoldo Hernández Solano, le parece que las presentaciones deben estar publicadas en la página web, para mayor acceso de las personas.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo acordado por la Corte Plena en sesión N° 43-2022 celebrada el 22 de agosto de 2022, artículo XXI, sobre el estado del FJPPJ y sus inversiones, la estrategia de inversión que se tiene prevista durante el resto del año 2022 y el primer semestre del 2023, tema expuesto por el doctor Juan Carlos Segura Solís, Presidente de esta Junta, y el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la JUNAFO. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para que la presentación anterior, se incluya, dentro de la página web de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en el entendido que se agregará un apartado específico para este tipo de rendición de informes o presentaciones en la página web.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las nueve horas siete minutos terminó la sesión.



      Doctor Juan Carlos Segura Solís           Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
     Presidente Junta Administradora          Secretario Junta Administradora 
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Número Oficio Institución Año Fecha Emisión

Fecha 

Recepción

Plazo Otorgado 

Fecha 

Vencimiento

Responsable 

Directo

Tema Principal Oficio Respuesta F. Remisión Status Final

1745-06 y 1746-08 CONASSIF 2022 4-ago-22 4-ago-22 10 días hábiles 18-ago-22

Yessenia Flores 

Chacón

Remitir en consulta a los sujetos supervisados por la Superintendencia de

Pensiones (SUPEN) la propuesta de presupuesto para el 2023 del Consejo

Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, por un monto de ₡33.041,6

millones,ydelaSUPEN,porlasumade₡5.724,9millones,insertasmásadelante,

encumplimientodeloestablecidoen:a)elReglamentoparalaconsultadelos

proyectosdepresupuestodelassuperintendenciasfinancierasyelCONASSIF



y

b)



el artículo 174 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley 7732,

reformado en el artículo 1 de la Ley 9746 del 16 de octubre de 2019.

Con oficio N.° 0190-SAF-DJA-

2022 se le dio respuesta a la 

SUPEN

12/8/2022 atendido

1745-08 y 1746-10 CONASSIF 2022 8-ago-22 9-ago-22 10 días hábiles 23-ago-22

No aplica a la 

JUNAFO

Remitir en consulta pública, en cumplimiento de lo establecido enel numeral3,

artículo 361, de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227 el

proyectodereformaparcialalReglamentodelcentrodeinformaciónconozcaasu

cliente (CICAC), Acuerdo CONASSIF 11-21.

Remitir en consulta pública, en cumplimiento de lo establecido enel numeral3,

artículo361,delaLeyGeneraldelaAdministraciónPública,Ley6227elproyecto

dereformaparcialalReglamentoparalaprevencióndelriesgodelegitimaciónde

capitales,financiamientoalterrorismoyfinanciamientodelaproliferacióndearmas

de destrucción masiva, aplicable a los sujetos regulados por el artículo 14 de la Ley 

7786, Acuerdo CONASSIF 12-21

NA NA NA

1747-05 CONASSIF 2022 12-ago-22 12-ago-22 NA NA

No aplica a la 

JUNAFO

NombraralseñorAdriánPachecoUmaña,céduladeidentidad1-1244-0169,como

intendente de la Superintendencia de Pensiones, con todas las atribuciones,

facultades y deberes establecidos en la ley y en los reglamentos vigentes al

respecto;estadesignaciónesporelplazodecincoaños,elcualdebesercontado

apartirdeldíahábilsiguientealacomunicacióndelpresenteacto,conformealo

dispuestoenelartículo140delaLeyGeneraldelaAdministraciónPública,Ley

6227.

NA NA NA

1750-09 CONASSIF 2022 25-ago-22 25-ago-22 NA NA

No aplica a la 

JUNAFO

AprobarlassiguientesreformasyderogatoriasdelReglamentodebeneficiosdel

Régimen de capitalización individual:

NA NA NA

1747-05 CONASSIF 2022 12-ago-22 12-ago-22 NA NA

No aplica a la 

JUNAFO

NombraralseñorAdriánPachecoUmaña,céduladeidentidad1-1244-0169,como

intendente de la Superintendencia de Pensiones, con todas las atribuciones,

facultades y deberes establecidos en la ley y en los reglamentos vigentes al

respecto;estadesignaciónesporelplazodecincoaños,elcualdebesercontado

apartirdeldíahábilsiguientealacomunicacióndelpresenteacto,conformealo

dispuestoenelartículo140delaLeyGeneraldelaAdministraciónPública,Ley

6227.

NA NA NA


image6.emf
Informe  Seguimiento Función de Cumplimiento agosto.pdf


Informe Seguimiento Función de Cumplimiento agosto.pdf


 


 


 


JUNTA ADMINISTRADORA DEL 


FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER 


JUDICIAL 


 
 
 
 
 
 


 
 
 
 
 
 
 
 


INFORME DE CONTROL Y SEGUIMIENTO FUNCIÓN DE 


CUMPLIMIENTO 


 


Agosto 


2022 
 
 
 


 







Control y seguimiento SUPEN 


 


TABLA DE CONTENIDO 


 
 
 
 
 


I. ANTECEDENTES .......................................................................................................... 3 


II. FUNCIÓN DE CUMPLIMIENTO ................................................................................... 4 


II. SEGUIMIENTO ............................................................................................................. 5 


III. CONCLUIDOS ............................................................................................................. 8 


IV. GESTIÓN MENSUAL .................................................................................................. 8 


V. REQUERIMIENTO DE OTRAS DEPENDENCIAS ...................................................... 9 


 


 
  
 







Control y seguimiento SUPEN 


- 3 - 


I. ANTECEDENTES 


 
El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) fue creado el 09 de 


junio de 1939, como un régimen básico del primer pilar del Sistema Nacional de 


Pensiones (SNP) costarricense, sustituto al régimen del IVM administrado por la Caja 


Costarricense de Seguro Social, de adscripción obligatoria para los trabajadores del 


Poder Judicial, de capitalización colectiva y beneficio definido. Desde su creación se 


mantuvo bajo la administración directa del Consejo Superior y de la Corte Plena; con la 


promulgación en mayo del 2018, de la reforma impuesta mediante la Ley N°. 9544 a la 


Ley Orgánica del Poder Judicial, se crea un nuevo órgano encargado de administrar el 


régimen de jubilaciones y pensiones de este Poder de la República. La Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), en 


el artículo N°. 239 de dicha ley indica lo siguiente: 


 


“…Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia 
funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga 
la ley.” 
 


Al crearse la JUNAFO como un órgano de desconcentración máxima, debe formar parte 


de los regulados por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional 


de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) tal y como lo indican los artículos 


N°. 237 y N°. 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según se detalla a continuación: 


 
“Artículo 237-Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser 
gestionados de conformidad con la Ley N.º 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 
de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de 
Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones 
(SUPEN)”. 


 
 


Artículo 241  
“…La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones 
(Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), 
respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta 
Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 
de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. 
Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta 
Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial.” (Lo subrayado no corresponde al original) 


 
En virtud de lo anterior la SUPEN ejerce el papel de supervisor y regulador de la 


JUNAFO, así como del régimen básico administrado, mediante reuniones y oficios en 


los cuales indican las pautas, mejoras y lineamientos a seguir por la JUNAFO y su 


cuerpo administrativo. 


 


Conviene destacar que dadas las modificaciones establecidas en la reforma a la Ley 


Orgánica del Poder Judicial acontecida con la promulgación con la Ley 9544, según las 


atribuciones ahí dispuestas, para efectos de tratamiento contable y tributario 


independiente, resulta necesario la creación de personerías jurídicas distintas para la 


adecuada gestión y separación de sus patrimonios, conforme se puede apreciar en el 


siguiente detalle. 







Control y seguimiento SUPEN 


- 4 - 


Tabla N.° 1 


Grupo de Interés Económico del Poder Judicial 


NOMBRE DE PERSONA JURIDICA IDENTIFICACIÓN FECHA DE CREACIÓN 


Corte Suprema de Justicia, Poder 


Judicial (PJ).  


Ley N°. 8 


2-300-042155 01 de Octubre de 1826 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial (FJPPJ).  


Ley N°. 34 


3-110-759688 09 de Junio de 1939  
(Se crea figura jurídica independiente 


en el año 2018) 


Junta Administradora del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial (JUNAFO).  


Ley N°.9544 


3-007-792932 22 de Mayo de 2018  
(Se juramenta el 27 de enero de 


2020) 


 


Mediante dictamen N.° C-021-2021 de fecha 29 de enero de 2021, la Procuraduría 


General de la República aclara la naturaleza jurídica de la JUNAFO y su relación con el 


Poder Judicial, estableciendo en las conclusiones de su dictamen que este cuerpo 


colegiado es un Órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial, con quien no 


rompe su relación interorgánica, manteniendo su personal una relación de empleo 


público. 


 


Al aclararse la relación de empleo público de los funcionarios que laboren para la 


JUNAFO y su naturaleza jurídica, así como la indicación de que esta “no interrumpe su 


relación orgánica con el Poder Judicial”, en sesión N°. 26-2021, Art. XXXI del 06 de abril 


de 2021, el honorable Consejo Superior decide crear una estructura administrativa 


propia para este nuevo cuerpo colegiado, con el fin de que coadyuve en la persecución 


de los objetivos definidos por ley para la JUNAFO. Es menester resaltar que, por temas 


de gestión presupuestaria, es hasta enero de 2022 que la Dirección de la JUNAFO 


conforma su estructura administrativa mediante el nombramiento interino de las plazas 


necesarias para la gestión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


 


II. FUNCIÓN DE CUMPLIMIENTO 


 
Como parte de las líneas de defensa para el adecuado control interno necesarias para 


los entes supervisados por la SUPEN, es requerido contar con una persona o unidad 


encargada de la Función de Cumplimiento, como parte de los órganos de control de la 


organización. El Reglamento de Gobierno Corporativo establece en su artículo N.°37 el 


objetivo de esta función es promover y vigilar que la entidad opere con integridad y en 


cumplimiento de leyes, reglamentos, con las políticas, códigos y otras disposiciones 


internas. 


 


La unidad o función de cumplimiento debe tener autoridad, independencia de la Alta 


Gerencia, recursos y brindar reportes directamente al Órgano de Dirección. 


 


La función de cumplimiento debe, entre otras: 


 


• Asesorar al Órgano de Dirección y la Alta Gerencia sobre el cumplimiento de 


leyes, reglamentos, códigos, normativa, políticas, procedimientos y otras 


normas, principios y estándares aplicables a la entidad o a los Vehículos de 


Administración de Recursos de Terceros. 
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• Actuar como punto de contacto dentro de la entidad para las consultas de 


cumplimiento de los miembros del personal, y proporcionar orientación y 


capacitación al personal sobre el cumplimiento de las leyes, reglamentos, 


códigos, normativa, políticas, procedimientos y otras normas. 


• Proporcionar informes por separado al Órgano de Dirección sobre los esfuerzos 


de la entidad en las áreas antes mencionadas y sobre cómo la entidad administra 


su riesgo de cumplimiento. 


• Cualquier otra función establecida mediante regulación específica del supervisor. 


 


Mediante la sesión N° 01-2022 del 3 de enero de 2022 artículo XIII la JUNAFO avala la 
designación de la estructura administrativa inicial de la Dirección de la JUNAFO, 
incluyendo la designación interina de la Licenciada Vanessa Mesén Arroyo como 
encargada de la Función de Cumplimiento a partir del 10 de enero de 2022. 
 


II. SEGUIMIENTO 


 
A continuación, se detallan los oficios tramitados por la SUPEN y los planes de acción 


necesarios para cumplir con los requerimientos de dicho Ente, también se resumen 


oficios tramitados y seguimientos a los planes de acción respectivos. 


 
2.1 Control de oficios: 


El cuadro de control de oficios muestra las comunicaciones remitidas por la SUPEN 


durante el mes de agosto de 2022, mismos que se encuentran en trámite conforme el 


siguiente detalle: 


TABLA N.° 2 
Oficios en trámite 


 
 


2.2 Control de Planes de Acción 


Para el desarrollo de un adecuado alineamiento a los requerimientos normativos, ha 


sido necesario elaborar una serie de planes de acción para la ejecución de actividades 


Número Oficio Fecha Recepción Tema Principal Status


SP-244-2020. 9/3/2022


SUPEN indica que mediante oficio 1083-SC-2022 del 03 de febrero de


2022, se consulta a esta Superintendencia sobre la condición interina de la


actual Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del


Poder Judicial, dado que los suplentes no pueden designarse como titulares


en propiedad administrando la Junta. (Asesor Jurídico debe remitir


propuesta de Reglamento que regule la actuación de los miembros


suplentes)


PENDIENTE


SP-642-2022 20/6/2022


SUPEN autoriza prorroga solicitada en oficio N° 035-PI-DJA-2022 del 15 de


junio de 2022 en la cual la JUNAFO solicita extensión hasta el 30 de


setiembre del 2022 para ajustar la normativa interna, en concordancia con la


reforma parcial al Reglamento de Gestión de Activos.  


PENDIENTE


SP-832-2022 27/7/2022


SUPEN remite los hallazgos del estudio iniciado con oficio N.° SP-346-2022,


donde indica que se deben hacer mejoras en la fórmula actuarial utilizada


para el traslado de cuotas a otras instituciones del Estado.


CERRADO EN AGOSTO


Con oficio N.° 0277-DJA-2022 se 


le da respuesta a la SUPEN


SP-833-2022 1/8/2022


SUPEN autoriza prorroga solicitada en oficio N° 0216-DJA-2022 del 11 de


julio de 2022 en la cual la JUNAFO solicita extensión para la presentación


del perfil tecnológico de la JUNAFO en el presente año 2022


PENDIENTE


SP-960-2022 25/8/2022


La SUPEN da por recibido el oficio N.°0193-DJA-2022 referente a las


observaciobes y requriemiendo acturiales relacionados a la valuación


actuarial con corte a diciembre 2021. Se dan por recibido todos los


requeriemientos a excepción de los requerimientos 6 y 7, los cuales deben


ser debidamente atendidos.


PENDIENTE
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o casos específicos que por su complejidad, coordinación de áreas involucradas y 


capacidad instalada, no son posibles de atender de forma inmediata y  que son 


directamente monitoreados por la SUPEN con el fin de controlar su adecuada ejecución, 


su incumplimiento pueden derivar en sanciones o multas por parte de dicho Ente, en 


razón de lo cual resulta de vital importancia mantener un constante monitoreo y 


seguimiento sobre el cumplimiento de las actividades indicadas. 


 
TABLA Nº. 3 (anexo 1) 


Planes de Acción en Trámite 
 


 


Número de plan Tema Principal
Avance mes anterior 


(julio)


Avance mes actual 


(agosto)
Resumen del avance Observaciones Status


FJPPJ006


Recuperación Actuarial


2019


Plan actuarial de recuperación


para el FJPPJ.
90% 95%


Se envía informe definitivo a


SUPEN en el mes de setiembre


del 2022


Con correo del 05 de agosto del 2022 la SUPEN remite respuesta del borrador 


del informe de cierre del plan de acción de recuperación actuarial 2019; el


informe definitivo está listo para ser enviado a la SUPEN en el mes de


setiembre. 


FJPPJ007


Estado de cuenta


Que cada afiliado al régimen


reciba de forma mensual un


estado de sus cotizaciones.


13% 13%


En espera que la Dirección de


Gestión Humana actualice y


migre los registros antiguos de


tiempo laborado en la institución 


al nuevo sistema SIGA-GH.


La Dirección de Gestión Humana se encuentra en proceso de realizar una


actualización y migración de registros antiguos de tiempo laborado en la


institución al nuevo sistema SIGA-GH razón por la cual el Subproceso de


Jubilaciones y Pensiones de la JUNAFO se encuentra a la espera de la


comunicación y confirmación por parte de dicha Dirección de las fechas,


cronograma y condiciones del proyecto. Por lo anterior este Plan de Acción en


adelante debe modicar sus fechas debido a que se necesita del avance en el


proyecto por parte de la Dirección de Gestión Humana para continuar con el


cronograma.


Se estará remitiendo a la SUPEN un nuevo cronograma para el cumplimiento de


las acciones propuestas.


FJPPJ008


Regla IV


Designación por rol de nota a


un Magistrado de Corte Plena


para su estudio a profundidad


y emisión de criterio.


36% 36%


A la espera de que la Corte


Plena conozca los informes de


la Dirección Juridica y la


Dirección de Gestión Humana


En relación con este tema en sesión N° 22-2022, artículo XXIII, se solicito a la


Dirección Jurídica y a la Dirección de Gestión Humana, un informe al respecto,


ya la Dirección Jurídica rindió el respectivo informe con referencia N° 7658-


2022, se encuentra pendiente el informe de Gestión Humana para ser conocido


en conjunto por parte de la Corte Plena. 


La Dirección de Gestión Humana ya remitió el informe pendiente. Los dos


informes se encuentran pendientes en agenda para ser conocidos por Corte


Plena


FJPPJ009


Revaloración


Recuperación de sumas


giradas de más.
67% 67%


A la espera del avance en el


cobro de las sumas pagadas de


más por parte de DJ.


Con oficio N.° 526-DJ/CA-2022 del 5 de abril del 2022 firmado por la Ms.. Argili


Gómez Siu Subdirectora de la Dirección Juridica indica que se procederá con el


cobro administrativo a los exmagistrados jubilados y exmagistradas jubiladas y


sus beneficiarios según los montos indicados por la Dirección de la JUNAFO en


oficio  N.° 0146-JP-DJA-2022 del 17 de marzo 2022.


FJPPJ012


Gobernanza T.I


Definir el marco de gestión de


TI, conforme establece el


artículo 8 del Reglamento


General de Gestión de la


Tecnología de Información.


18% 18%


Se están realizando las


correcciones solicitadas por la


Proveeduría Judicial


El cartel ha sido revisado por la Proveeduría del Poder Judicial y se han


solicitado algunas mejoras al Coordinador de la Unidad de Tecnología de la


Información de la JUNAFO el Lic. Jossimar González Gordon. 


FJPPJ013


Revisión Aplicación 2x1


Para la revisión de las


pensiones otorgadas bajo el


transitorio III de la Ley 7302.


32% 35%


De nuevo se ajusto el plan de


acción y su próxima fecha de


vencimiento es 31/12/2022


Se ajusto el Plan de Acción de acuerdo a las fechas de avance presentadas por


la DGH en oficio N.°PJ-DGH-1088-2022 del 15 de marzo 2022. El Plan ajustado


fue remitido a la SUPEN. Se ha avanzado en el análisis de 1.378 casos. Se


rindió informe de las situaciones encontradas a las Dirección Jurídica en un total


de 880 casos revisados se determinan 322 expedientes con algún grado de


anomalidad para ser analizados. La DJ en criterio jurídico N.°DJ-196-2022 del


10 de mayo de 2022 indica la ruta que se debe seguir para recuperar las sumas


giradas de más; indicando que los pasos a seguir para la correcta ejecución y


debido proceso en el eventual caso de realizar gestiones de cobro,


determinando como necesario que la Corte Plena determine la nulidad o no de


los respectivos actos administrativos por un proceso de nulidad en sede


administrativa o por medio de un proceso de lesividad.


Con oficio N.° PJ-DGH-AP-3201-2022 del 05 de agosto de 2022 la Dirección de


Gestión Humana indica que ha logrado un avance total del 60% del proyecto.


FJPPJ014


Recuperación Actuarial


2020


Recomendaciones Actuariales. 30% 30%


En el mes de setiembre se


procederá a confeccionar el


informe de las


recomendaciones actuariales


2020


El régimen del FJPPJ mantiene una condición de déficit actuarial y conforme


normativa es necesario presentar anualmente un plan de recuperación actuarial


y un informe de cierre del anterior, aunque las actividades estipuladas se


mantengan en el tiempo.


FJPPJ015


Reglamento de


Información Financiera


JUNAFO


Implementación del


Reglamento de Información


Financiera para la contabilidad


de la JUNAFO.


25% 25%


Se está trabajando en el Plan


de Acción para el próximo


vencimiento.


Se compararon y analizaron los archivos que solicita SUPEN en el oficio SP-66-


2022 para aplicarse a la JUNAFO, con los archivos que se mantienen para la


cartera del FJPPJ.


FJPPJ016


Establecimiento de


Sistema de Gestión de


Calidad/ Procedimientos


Implementación de los sellos


de calidad/ Manuales de


procedimientos para


actividades significativas:


gestión de activos,


acumulación, desacumulación


y comunicación.


67% 67%


Este plan de acción ha estado


avanzando de forma constante


por parte del Proceso de


Riesgos, no obstante, se debe


confeccionar un plan que


contemple la acreditación de


calidad de toda la JUNAFO


Se confecciona la matriz de manuales con el inventario de actividades y


procedimientos de Gestión de Inversiones, Acumulación, Desacumulación y


Comunicaciones.


FJPPJ018


Cultura de riesgos


Implementar la metodología


para la valoración de los


riesgos no financieros, y los


procesos de autoevaluación de 


riesgos del Fondo que


contribuyan con el sistema de


control interno/ Seguimiento a


la política de solvencia 


41% 46%


Se está trabajando en el Plan


de Acción para el próximo


vencimiento.


Se llevó a cabo " Test cultura de riesgo" para el personal de la JUNAFO/Se


confeccionó procedimiento de autoevaluación y test de autoevaluación de


riesgos del Fondo, que permita conocer el grado de madurez de las personas


funcionarias con respecto a los Riesgos/ Se confeccionó el procedimiento ,


indicadores y periodicidad para el análisis con respecto a la situación financiera


y actuarial del Fondo.


FJPPJ019


Recuperación Actuarial


2021


Recomendaciones Actuariales. 42% 42%


Se cumplió con la acción 1,


"Establecimiento de


Indicadores" para la


Recuperación Actuarial del


2021


42% 43%


Plan de acción con avance 


constante, al día con el 


cumplimiento de fechas


Plan de acción con avance 


estancado, fechas de 


cumplimiento al día


Plan de acción sin avance 


Simbología 
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Los planes de acción han seguido un avanzando constante, todos los meses existen 
acciones con vencimiento las cuales siempre se cumplen. Todos los Procesos y 
Subprocesos hacen un esfuerzo significativo para cumplir con las fechas pactadas. 
 
Para agosto todos los planes de acción tienen status “con avance”, lo cuál demuestra el 
trabajo mensual en el cumplimiento de las acciones.   
 


Gráfico N.°1 


 
 


Fuente: Excel planes de acción  
 


2.3 Otros seguimientos 


• En atención al Reglamento Actuarial del Consejo Nacional de Supervisión del 


Sistema Financiero (CONASIFF) en su artículo N.° 19 indica lo siguiente: 


 
Artículo 19. Auditoría actuarial externa  


“[…] El régimen debe llevar a cabo una auditoría actuarial externa de la última 


valuación después de realizar tres valuaciones actuariales anuales consecutivas…] 


 
Debido a lo anterior el artículo N°.13 del mismo reglamento indica que cuando 


corresponda auditorias actuariales externas, se deben presentar el último día hábil del 


mes de setiembre, para el caso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, debe presentar el informe actuarial externo el viernes 30 de setiembre del 2022. 


 


La Unidad de Apoyo y Control Administrativo de la JUNAFO indica que la contratación 


de “la auditoria actuarial externa” ha sido debidamente adjudicada al actuario Lic. 


Fecha Promedio Cant Planes


31/1/2022 39% 10


28/2/2022 39% 10


31/3/2022 34% 12


30/4/2022 37% 12


31/5/2022 43% 12


30/6/2022 48% 13
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31/8/2022 43% 11
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William Eduardo Villalobos Alfaro, carné Ciencias Económicas 10068, cédula: 1-409-


491.  


 
III. CONCLUIDOS 


 
Durante el mes de agosto del 2022 se han concluido diferentes trámites requeridos por 


la SUPEN, los cuales se detallan a continuación: 


 


3.1 Oficios atendidos 


 


TABLA N°. 4 
Oficios atendidos 


 
 


Los oficios con estado de “tramitado” son únicamente de conocimiento y/o cumplimiento por parte de la 


JUNAFO, no requieren oficio de respuesta. 
 


3.2 Planes de acción concluidos 


 
Para este mes de agosto no hay planes de acción concluidos. 
 
3.3 Otros concluidos 
 
No hay temas extraordinarios concluidos. 


 
IV. GESTIÓN MENSUAL 


 
En este apartado se evidencia el cumplimiento de las labores normales que se deben 
ejecutar todos los meses por parte de la Administración, en acatamiento a los 
lineamientos de la SUPEN. 
 
Tal y como lo establece el artículo N°. 237 de la Ley 9544 que reforma la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, indica: 
 


“Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de 
conformidad con la Ley N°. 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de 
febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de 
Pensiones (Supén).” 


 
En concordancia con lo anterior, el Manual de Información de Regímenes Colectivos de 
SUPEN, establece: 
 


“El presente Manual de Información tiene como propósito conjuntar en un solo 
documento las instrucciones y procedimientos necesarios para el suministro de la 
información que deben enviar a la Superintendencia de Pensiones, en adelante 
SUPEN, los Regímenes Colectivos al amparo de lo establecido en la Ley de 
Protección al Trabajador, Nº 7983.” 


 


1. En virtud de lo expuesto, mensualmente se efectúa la carga de información en 


la Ventanilla Electrónica de Servicios de SUPEN (VES) dentro de los 5 primeros 


días hábiles de cada mes, se realiza el envío de información, con total éxito, de 


los siguientes rubros: 


Oficio
Se atendió con 


el oficio N.°
Fecha de envío Tema Principal


SP-831-2022 tramitado N/A
SUPEN se refiere al préstamo que la JUNAFO potencialmente le estaría


otorgando a COOPEJUDICIAL.
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a) RI: Reporte de Inversiones. 


b) CV: Compras y ventas de Inversiones. 


c) RL: Manejo Liquidez. 


d) SN: Saldos Contables. 


e) AF: Carga Afiliados 


f) MA: Carga de Archivos Movimientos Afiliados. 


g) Datos Personales, Pensionados y Movimientos de Pensionados     


                                             


2. Mediante correo electrónico el 31 de agosto de 2022 se remitió a la SUPEN las 


evidencias de los planes de acción cuyas acciones tenían vencimiento el 31 de 


agosto 2022. 


 
3. Se llevó a cabo el 24 de agosto del 2022 la sesión regular mensual del Comité 


de Inversiones. 


 


4. Se llevó a cabo el 31 de agosto del 2022 la sesión regular mensual del Comité 


de Riesgos. 


 
5. Programación de divisas: con oficio N.° 0292-DJA-2022 del 05 de setiembre 


2022, se remitió el correo a SUPEN con la programación operaciones de compra 
y venta de divisas para el trimestre que comprende los meses de setiembre a 
noviembre del 2022. 


 
6. Ejecución de compra-venta de moneda: todos los jueves de forma semanal se 


ha comunicado por correo electrónico, las compras de dólares efectivamente 
ejecutadas. 


 
V. REQUERIMIENTO DE OTRAS DEPENDENCIAS 


 
En el mes de agosto de 2022, se recibieron por parte de la CONASSIF los siguientes 
oficios: 
 


TABLA N°. 5 
Oficios otras dependencias (anexo 2) 


 


 
 
La remisión del presente informe tiene como fin poner en conocimiento la labor que 


efectúa la Función de Cumplimiento dando seguimiento a las gestiones de la SUPEN 


en su papel de supervisor y regulador de la JUNAFO y del FJPPJ, por lo que se somete 


Número Oficio Institución Año Fecha Emisión
Fecha 


Recepción
Plazo Otorgado 


Fecha 


Vencimiento


Responsable 


Directo
Tema Principal Oficio Respuesta F. Remisión Status Final


1745-06 y 1746-08 CONASSIF 2022 4-ago-22 4-ago-22 10 días hábiles 18-ago-22
Yessenia Flores 


Chacón


Remitir en consulta a los sujetos supervisados por la Superintendencia de


Pensiones (SUPEN) la propuesta de presupuesto para el 2023 del Consejo


Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, por un monto de ₡33.041,6


millones, y de la SUPEN, por la suma de ₡5.724,9 millones, insertas más adelante,


en cumplimiento de lo establecido en: a) el Reglamento para la consulta de los


proyectos de presupuesto de las superintendencias financieras y el CONASSIF y


b) el artículo 174 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores , Ley 7732,


reformado en el artículo 1 de la Ley 9746 del 16 de octubre de 2019.


Con oficio N.° 0190-SAF-DJA-


2022 se le dio respuesta a la 


SUPEN


12/8/2022 atendido


1745-08 y 1746-10 CONASSIF 2022 8-ago-22 9-ago-22 10 días hábiles 23-ago-22
No aplica a la 


JUNAFO


Remitir en consulta pública, en cumplimiento de lo establecido en el numeral 3,


artículo 361, de la Ley General de la Administración Pública , Ley 6227 el


proyecto de reforma parcial al Reglamento del centro de información conozca a su


cliente (CICAC), Acuerdo CONASSIF 11-21.


Remitir en consulta pública, en cumplimiento de lo establecido en el numeral 3,


artículo 361, de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227 el proyecto


de reforma parcial al Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de


capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas


de destrucción masiva, aplicable a los sujetos regulados por el artículo 14 de la Ley 


7786, Acuerdo CONASSIF 12-21


NA NA NA


1747-05 CONASSIF 2022 12-ago-22 12-ago-22 NA NA
No aplica a la 


JUNAFO


Nombrar al señor Adrián Pacheco Umaña, cédula de identidad 1-1244-0169, como


intendente de la Superintendencia de Pensiones, con todas las atribuciones,


facultades y deberes establecidos en la ley y en los reglamentos vigentes al


respecto; esta designación es por el plazo de cinco años, el cual debe ser contado


a partir del día hábil siguiente a la comunicación del presente acto, conforme a lo


dispuesto en el artículo 140 de la Ley General de la Administración Pública , Ley


6227.


NA NA NA


1750-09 CONASSIF 2022 25-ago-22 25-ago-22 NA NA
No aplica a la 


JUNAFO


Aprobar las siguientes reformas y derogatorias del Reglamento de beneficios del


Régimen de capitalización individual :
NA NA NA


1747-05 CONASSIF 2022 12-ago-22 12-ago-22 NA NA
No aplica a la 


JUNAFO


Nombrar al señor Adrián Pacheco Umaña, cédula de identidad 1-1244-0169, como


intendente de la Superintendencia de Pensiones, con todas las atribuciones,


facultades y deberes establecidos en la ley y en los reglamentos vigentes al


respecto; esta designación es por el plazo de cinco años, el cual debe ser contado


a partir del día hábil siguiente a la comunicación del presente acto, conforme a lo


dispuesto en el artículo 140 de la Ley General de la Administración Pública , Ley


6227.


NA NA NA
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a conocimiento del “Máximo Órgano de Dirección” encargado de la administración de 


este régimen conforme dicta la normativa aplicable. 


 


Así mismo este informe revela los esfuerzos que hace la Administración en todas sus 


áreas por cumplir en tiempo y forma los lineamientos establecidos. 


 
 
 
 
 
 
 
 
 


Licda. Vanessa Mesén Arroyo 


Encargada de la Función de Cumplimiento 
 Junta Administradora del Fondo  


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
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  Oficio N.° 0300-DJA-2022 


 


 
   San José, 09 de setiembre de 2022 


 
 
Máster 
Mauricio Soto Rodríguez, Director  
División Regímenes Colectivos 


SUPEN 


   Asunto: Remisión de informe 


de cierre plan recuperación 


actuarial 2019. 


Estimado señor: 


 


 En atención al artículo 12 del Reglamento Actuarial el cual indica lo siguiente: 


 


“Artículo 12. Plan de Recuperación  
El órgano de dirección debe elaborar y remitir a la SUPEN, para su correspondiente aprobación, un 
Plan de Recuperación cuando el resultado de la valuación actuarial presente alguna de las 
siguientes situaciones:  
a) La provisión de pensiones en curso de pago del régimen no está constituida al 100%.  
b) El régimen no alcanza el mínimo de solvencia tolerable declarado en su política de solvencia.  
c) El régimen no alcanza el objetivo de solvencia declarado en su política de solvencia durante 


cinco años consecutivos.” (el subrayado no corresponde al original) 


  


En cumplimiento de lo anterior, mediante oficio N.° 538-2020 del 10 de agosto del 2020, se 


remitió a la Superintendencia de Pensiones, el plan de acción de recuperación actuarial ajustado 


para el periodo 2019, correspondiente a la valuación actuarial con corte al 31 de diciembre del 


2019. 


 


Conforme lo anterior y con el fin de dar por concluido el plan recuperación actuarial 2019, se 


anexa el informe de cierre del plan recuperación actuarial 2019, el cual se puede apreciar en el 


anexo 1 del presente documento. 


 


En espera de que la información le resulte de utilidad, me despido. 


  


Atentamente; 


MPM. Oslean Mora Valdez 
Director a.i.  


Dirección de Junta Administradora del Fondo 
de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial 







 
 


  Oficio N.° 0300-DJA-2022 


 


VMA 


CC.:  
Dr. Juan Carlos Segura Solís, Presidente de JUNAFO 
MBA Raúl A. Hernández González, Actuario  
Secretaría de la JUNAFO  
Archivo. 
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I. ANTECEDENTES 


 
El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) fue creado el 09 de junio 


de 1939, como un régimen básico del primer pilar del Sistema Nacional de Pensiones (SNP) 


costarricense, sustituto al régimen del IVM administrado por la Caja Costarricense de Seguro 


Social, de adscripción obligatoria para los trabajadores del Poder Judicial, de capitalización 


colectiva y beneficio definido. Desde su creación se mantuvo bajo la administración directa 


del Consejo Superior y de la Corte Plena; con la promulgación en mayo del 2018, de la 


reforma impuesta mediante la Ley N.° 9544 a la Ley Orgánica del Poder Judicial, se crea un 


nuevo órgano encargado de administrar el régimen de jubilaciones y pensiones de este 


Poder de la República. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial (JUNAFO), en el artículo N.° 239 de dicha ley indica lo siguiente: 


 


“…Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica 
y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.” 
 


Al crearse la JUNAFO como un órgano de desconcentración máxima, debe formar parte de 


los regulados por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) tal y como lo indican los artículos N.° 237 


y N.° 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según se detalla a continuación: 


 
“Artículo 237-Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de 
conformidad con la Ley N.º 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y 
la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén)”. 


 
 


Artículo 241  
“…La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y 
del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de 
conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta Administradora estará sujeta 
al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora 
del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los 
ingresos anuales que haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” (Lo subrayado no corresponde al original) 


 
En virtud de lo anterior la SUPEN ejerce el papel de supervisor y regulador de la JUNAFO, 


así como del régimen básico administrado, mediante reuniones y oficios en los cuales 


indican las pautas, mejoras y lineamientos a seguir por la JUNAFO y su cuerpo 


administrativo. 


 


Conviene destacar que dadas las modificaciones establecidas en la reforma a la Ley 


Orgánica del Poder Judicial acontecida con la promulgación con la Ley N.° 9544, según las 


atribuciones ahí dispuestas, para efectos de tratamiento contable y tributario independiente, 


resulta necesario la creación de personerías jurídicas distintas para la adecuada gestión y 


separación de sus patrimonios, conforme se puede apreciar en el siguiente detalle: 
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Tabla N.° 1 


Grupo de Interés Económico del Poder Judicial 


NOMBRE DE PERSONA JURIDICA IDENTIFICACIÓN FECHA DE CREACIÓN 


Corte Suprema de Justicia, Poder 


Judicial (PJ).  


Ley N.° 8 


2-300-042155 01 de Octubre de 1826 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial (FJPPJ).  


Ley N.° 34 


3-110-759688 09 de Junio de 1939  
(Se crea figura jurídica independiente 


en el año 2018) 


Junta Administradora del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial (JUNAFO).  


Ley N°.9544 


3-007-792932 22 de Mayo de 2018  
(Se juramenta el 27 de enero de 


2020) 


 


Es importante destacar que se han efectuado importantes cambios en el área actuarial con 


el fin de cumplir el Reglamento Actuarial, así como los lineamientos indicados por la 


Superintendencia de Pensiones, se ha logrado mantener en niveles sanos y aceptables de 


los principales indicadores de riesgos y rendimiento asociado al manejo del portafolio de 


inversiones de este régimen de pensiones, en procura de alcanzar el equilibrio actuarial del 


FJPPJ.  


 


II. NORMATIVA 


Conforme a las disposiciones establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial, queda 


claro que el FJPPJ se encuentra obligado a aplicar la normativa establecida por el Consejo 


Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y/o la Superintendencia de 


Pensiones (SUPEN), por lo que conviene destacar lo establecido en el Reglamento Actuarial, 


que indica en el artículo N.° 13 para lo que nos interesa lo siguiente: 


 


[…] 
El informe correspondiente a la valuación actuarial anual, a que hace referencia el primer 
párrafo del artículo 8, debe remitirse a más tardar el último día hábil del mes de marzo. 
El subrayado no pertenece al original. 


 
Mediante sesión N.°10-2020, artículo II celebrada el 30 de marzo 2020 (ver anexo I), la 


JUNAFO da por conocido el informe actuarial con corte al 31 de diciembre del 2019, como 


se indica a continuación: 


 
Se acordó: 1.) Tener por rendido los informes presentados por el máster José Andrés Lizano 
Vargas, Jefe del Proceso de Riesgos del Departamento Financiero Contable, mediante el 
cual remite el informe del Estudio Actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial con corte al 31 de diciembre de 2019 y siendo que en sesión N.° 9-2020 del 23 de 
marzo de 2020 artículo XVII, se convocó a la presentación el miércoles 25 de marzo de 
2020, se tiene por recibido el informe del estudio actuarial. 2.) En cuanto a la recomendación 
2) del citado informe, para esta Junta Administradora, no es posible acogerla, por cuanto el 
aumento por costo de vida está normado por Ley. 3.) Hacer este acuerdo de la 
Superintendencia de Pensiones (SUPEN). Se declara acuerdo firme.” El subrayado no 


pertenece al original. 


 


Tanto el citado acuerdo como el informe correspondiente al año 2019, fueron oportunamente 


entregados a la SUPEN mediante oficio N.° 166-2020 remitido al correo oficial de dicho ente 


supervisor, de esta forma se da por cumplido en tiempo y forma la entrega del informe 


actuarial del año 2019. 
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Relacionado con el resultado de la revisión efectuada por parte de la Superintendencia de 


Pensiones al informe de la Valuación Actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, correspondiente al 31 de diciembre de 2019, dicha entidad indica en oficio 


N.° SP-536-2020 de fecha 05 de mayo del 2020, en el punto 11 de las observaciones lo 


siguiente:  


 
“Remitir el plan de recuperación de conformidad con el artículo 12, inciso a) del 


Reglamento Actuarial.” El subrayado no pertenece al original. 


 


Conviene indicar que el artículo N.° 12 del Reglamento Actuarial en lo que interesa señala: 
 


“Artículo 12. Plan de Recuperación  


El órgano de dirección debe elaborar y remitir a la SUPEN, para su correspondiente 


aprobación, un Plan de Recuperación cuando el resultado de la valuación actuarial presente 


alguna de las siguientes situaciones:  


a) La provisión de pensiones en curso de pago del régimen no está constituida al 100%.  


b) El régimen no alcanza el mínimo de solvencia tolerable declarado en su política de 


solvencia.  


c) El régimen no alcanza el objetivo de solvencia declarado en su política de solvencia 


durante cinco años consecutivos.” El subrayado no pertenece al original. 


 


Con oficio N.° 538-2020 de fecha 10 de agosto 2020 la JUNAFO remite el Plan de 


Recuperación Actuarial ajustado para revisión de la SUPEN (ver anexo II), el cual se remite 


por primera vez a dicho ente supervisor. 


 


De tal manera se evidencia que la JUNAFO atiende el requerimiento presentado mediante 


del oficio N.° SP-536-2020 y conforme lo señalado en el artículo N.° 12 del Reglamento 


Actuarial. 


 


III. ACCIONES DEL PLAN DE RECUPERACION ACTUARIAL 2019 


 


El plan de recuperación actuarial tiene como objetivo que la JUNAFO establezca las 


acciones necesarias para asegurar la recuperación y el equilibrio actuarial del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo anterior, en la confección de la Informe 


Actuarial del año 2020 se cumplen las acciones establecidas en el plan de acción FJPPJ006 


plan de recuperación actuarial, como se evidencia a continuación. 


 
I. Etapa 1: Definiciones 


 


Actividad 


a. Establecimiento de indicadores  


 


i. Definición y aprobación o revisión de los siguientes indicadores:  a) 


Porcentaje de la provisión de pensiones en curso de pago que está cubierta, 


b) mínimo de solvencia tolerable declarado en su política de solvencia. 


 


Para la atención de esta actividad es importante destacar que el informe del estudio actuarial 


del año 2020 se incluye lo relacionado al inciso a, previamente citado; arrojando para dicho 


informe un nivel de 52.52% del porcentaje de la provisión cubierta. 
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Para la atención del inciso b. anterior la JUNAFO acuerda en sesión N.° 48-2021 del 02 de 


diciembre del 2021, aprobar la Política de Solvencia (ver anexo III) remitida a la SUPEN con 


oficio N.° 1002-2021 del 07 de diciembre del 2021(ver anexo IV), en dicha sesión acordó lo 


siguiente:  


 
“Se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio N.° 78-DJA-2021 de 19 de noviembre de 2021, 


suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N.º 078-


DJA-2021 del 19 de noviembre de 2021. Es menester dejar constancia que esta política 


contó con el análisis de la Comisión Actuarial del FJPPJ integrada por las licenciadas Ana 


Lucrecia Ruiz Rojas, Ingrid Moya Aguilar y el licenciado Parris Quesada Madrigal. 2.) 


Aprobar la Política de Solvencia para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial (FJPPJ). 3) Remitir el presente acuerdo a la Superintendencia de Pensiones en 


razón del cumplimiento del requisito según visita de supervisión. 4) Rige a partir de la firmeza 


del acuerdo”. El subrayado no es del original. 


 


Para efectos de la razón de solvencia que es tolerable se marcó para población abierta un 


mínimo de solvencia, cuyo nivel debe ser mayor o igual a 80% y para la población cerrada 


un mínimo de solvencia, cuyo nivel debe ser mayor o igual al 70%, lo anterior de acuerdo 


con los porcentajes autorizados en el citado documento. 


 


En el estudio actuarial practicado con datos al 31 de diciembre del 2020 se obtiene que, el 


escenario base de grupo cerrado, presenta un déficit actuarial de ¢ 696,151 millones y la 


prima media general es de 68.22%. La razón de solvencia es de 72.41%.  


 


Actividad 


b. Incorporación de los indicadores en los entregables del Estudio Actuarial. 


 


ii. Establecer como elementos del estudio actuarial la proyección de tales 


indicadores. 


El Reglamento Actuarial en su artículo N.° 11 indica los elementos que deben ser evaluados 


en los estudios actuariales, para el informe actuarial del año 2020 se incorporaron los 


elementos del citado artículo. Al respecto conviene destacar que en el Estudio Actuarial del 


año 2020 (ver anexo V) se evidencia el cumplimiento de los elementos que se deben incluir 


en dicho informe. 
 


II. Etapa 2: Cálculos 


 


Actividad 


a. Calculo actual y proyecciones de los indicadores 


 


i. Proyecciones actuariales sobre la evolución de tales indicadores 


 


En el estudio actuarial del año 2020 se muestran las proyecciones de los siguientes cálculos 


actuariales: 


 


Razón de solvencia: 


 


La razón de solvencia muestra la relación entre los activos y lo pasivos actuariales. De 


acuerdo con lo establecido en la Política de Solvencia del Régimen, cuando el indicador de 
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solvencia es menos a 0.80 significa que el déficit es relativamente alto en el contexto del 


Fondo. Uno de los principales elementos que inciden en la razón de solvencia es el pasivo 


producido por los derechos en curso de pago. Cuando presentan cambios importantes en 


los ingresos de los trabajadores activos, tanto los pasivos como los activos de este grupo se 


reducen. No obstante, el peso del pasivo de los derechos en curso de pago aumenta. 


 


La proyección de solvencia corresponde a un 72.41%, según se puede apreciar en el cuadro 


8.3 del citado informe: 


 


Cuadro I 


 
Fuente: Informe actuarial año 2020 


 


Respecto a los compromisos que tiene el FJPPJ y según las proyecciones de la valuación 


actuarial año 2020, analizamos que se pueden cubrir los compromisos de pago de acuerdo 


con las reservas en un 52.52%, según se desprende el cuadro 8.1 del citado documento: 


 


Cuadro II 


 
Fuente: Informe actuarial año 2020 


 


Para brindar seguimiento a la reforma planteada en la ley N.° 9544 del 24 de abril 2018, se 


realiza una proyección del valor presente de los activos, los pasivos y derecho en curso de 


pago; con el objetivo de obtener una proyección de la razón de solvencia el porcentaje 


cubierto de los pasivos en curso de pago. Los indicadores se valoran con los tres escenarios 


abiertos, con la finalidad de medir que tan sensibles son al crecimiento de la población. 
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Con una tasa de crecimiento de la población del 2.71%, el nivel de solvencia alcanza el 80% 


en el año 2037 y la cobertura del pasivo de los derechos en curso de pago se da en el año 


2029, como se puede observar en el gráfico 8.22 del citado informe: 


 


Gráfico I 


 
Fuente: Informe actuarial año 2020 


 


Actividad 


b. Valoración de desviaciones 


i. Se valoran las desviaciones de acuerdo con el último estudio actuarial.  Se 


indica el grado de desviación y las causas. Por ejemplo, los pasivos de los 


derechos en curso deberían estar cubiertos a finales del 2032 y la razón de 


solvencia llegaría al 80% a finales del 2023.  Aquí se deben valorar si las 


desviaciones son estructurales o coyunturales. 


Al respecto del punto anterior y según se indica en el estudio actuarial del año 2020, se 


muestran la siguiente información: 


Cuadro III 


 
Fuente: Informe actuarial año 2020 
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Cuadro IV 


 
Fuente: Informe actuarial año 2020 


 


 


Cuadro V 


 
Fuente: Informe actuarial año 2020 


 


Actividad 
c. Recomendaciones 


Conforme a las recomendaciones del plan de recuperación del año 2019 se optó por no 


emplear ninguna recomendación vertida en el estudio actuarial 2019, dado que existe una 


mejora en la tendencia del déficit actuarial conforme a los informes practicados, así mismo 


se considera que los efectos de la última reforma no se han terminado de implementar, por 


lo que se considera que es muy pronto para tomar medidas de ajuste.  


 


Se adjuntan los siguientes gráficos donde se evidencia la tendencia hacia la mejora del 


déficit actuarial del FJPPJ: 


Gráfico II 


 
Fuente: Datos propios tabla de análisis informes actuariales por año 
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Lo anterior deriva que para el periodo de análisis no se estimó realizar ajustes al  plan de 


recuperación definido, por cuanto el impacto de la reforma recientemente aplicada sobre el 


colectivo judicial, se encuentra en etapa de adopción y aceptación por el mismo. 


 


Aunado a lo anterior es de vital importancia que bajo la metodología de población abierta 


(que es la históricamente utilizada para este régimen y que es la que se utiliza para el 


régimen del IVM) presenta un estatus de equilibrio actuarial para el régimen del FJPPJ.  


 


III. Etapa 3: Revisión y acciones 


 


Actividad 


a. Revisión de indicadores, desviaciones y recomendaciones 


i. La Junta Administradora procederá con la revisión de los indicadores con el 


artículo 12, inciso a) del Reglamento Actuarial. Evaluará las desviaciones si 


existen y las recomendaciones. 


Para la atención de la etapa 03 del plan de recuperación actuarial, la JUNAFO acuerda en 


sesión N.° 14-2020 celebrada el 04 de mayo de 2020, artículo XXI, solicitar al máster Raúl 


Hernández González, Asesor externo actuarial de la Junta Administradora de Pensiones y 


Jubilaciones del Poder Judicial, que en el plazo de 10 días hábiles realizara una proyección 


de la liquidación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Para lo cual mediante oficio N.° 382-FC-2020 del 2 de julio de 2020, suscrito por el máster 
José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Riesgos del Departamento Financiero 
Contable (en ese momento), se remitió lo siguiente: 
 


“En atención con lo solicitado por parte de la Junta Administradora del FJPPJ, en el 
oficio 276-2020, se adjunta el informe del Actuario Raúl Hernández González, donde 
realiza una proyección de la liquidación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial, previendo varios escenarios: a.) Cuál sería el escenario si a partir de 
ahora se pasa del 14,36% al 5,5% y cuáles serían las medidas a tomar para 
restablecer el equilibrio. b.) Cual sería el escenario ampliando la edad y 
disminuyendo el monto de los beneficios y cuáles serían las medidas a tomar para 
restablecer el equilibrio.  
 
Conforme al argumento externado anteriormente, se estima atendida la solicitud 
realizada por la Junta Administradora del FJPPJ.” El subrayado no es del original. 


 


En relación con lo anterior, la JUNAFO acuerda en sesión N.° 24-2020 del 13 de julio 2020 


artículo XVI lo siguiente (ver anexo V):  


 


“Tener por rendido el informe del Actuario Matemático Raúl Hernández González, sobre la 


proyección de la liquidación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y sus 


diferentes escenarios.” El subrayado no es del original. 


 


Aunado a lo anterior se adjunta el informe del actuario (ver anexo VI) sobre la proyección de 


liquidación del FJPPJ en los escenarios descritos. 


 


Mediante la sentencia N.° 2021-11957 de las 17 horas del martes 25 de mayo (ver anexo 


VII), la Sala Constitucional finalizó el conocimiento de un total de 10 acciones de 


inconstitucionalidad acumuladas en el expediente 18-007819-0007, que impugnaban la Ley 


No. 9544 “Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido 
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en la Ley No. 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, del 5 de mayo de 1933, y sus reformas”, 


para lo que nos interesa indica: 


“Segundo: Por mayoría (Castillo Víquez, Rueda Leal, Hernández López, Araya García y Garro 


Vargas) se declara inconstitucional y en consecuencia se anula el párrafo contenido en 


el  artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial reformado por la Ley número 9544 


impugnada, que dice: "Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización 


de la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros 


iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de 


beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de los servidores judiciales y de las 


jubilaciones y las pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para 


garantizar el equilibrio actuarial del Régimen". El resaltado no es parte del original. 


 


Al respecto es necesario resaltar que con dicho voto de la Sala Constitucional se elimina la 


posibilidad de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial realice modificaciones al perfil de beneficios, situación que únicamente puede ser 


variada por reforma legal. 


 


Es importante aclarar que mediante sesión N.°10-2020, artículo II celebrada el 30 de marzo 


2020, la JUNAFO da por conocido el resultado del informe actuarial con corte al 31 de 


diciembre del 2019, donde indica lo siguiente: 


 
“Se acordó: 1.) Tener por rendido los informes presentados por el máster José Andrés Lizano 
Vargas, Jefe del Proceso de Riesgos del Departamento Financiero Contable, mediante el cual 
remite el informe del Estudio Actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial con corte al 31 de diciembre de 2019 y siendo que en sesión N.° 9-2020 del 23 de 
marzo de 2020 artículo XVII, se convocó a la presentación el miércoles 25 de marzo de 2020, 
se tiene por recibido el informe del estudio actuarial. 2.) En cuanto a la recomendación 2) del 
citado informe, para esta Junta Administradora, no es posible acogerla, por cuanto el aumento 
por costo de vida está normado por Ley. 3.) Hacer este acuerdo de la Superintendencia de 
Pensiones (SUPEN). Se declara acuerdo firme.” El subrayado no pertenece al original. 


 
Aunque persiste el déficit actuarial medido con el método de población cerrada, después de 
la reforma del 2018, todos los resultados actuariales han arrojado una tendencia a la 
disminución de dicho déficit, por lo cual se estima que, aún no es el momento de promover 
una nueva reforma al mismo. Conviene recordar que las reformas a los regímenes de 
pensiones conllevan un plazo de mediano a largo para ver reflejado el impacto de los ajustes 
implementados.  
 
Se estima que los efectos de la reforma ya efectuada al régimen del FJPPJ aún no han 
cesado, por lo cual se espera que en los años próximos se continúe la tendencia hacia la 
disminución del déficit actuarial medido bajo la metodología de población cerrada. A 
continuación, se destaca un resumen de los últimos resultados actuariales practicados al 
régimen del FJPPJ: 


 
COMPARACIÓN DE RESULTADOS DE LOS ESTUDIOS ACTUARIALES 


 


Elemento
Estudio Actuarial previo a 


reforma


Estudio Actuarial posterior  


a reforma


Estudio Actuarial posterior  


a reforma


Estudio Actuarial posterior  


a reforma


Estudio Actuarial posterior  


a reforma


Año base, datos de elaboración 2015 2018 2019 2020 2021


Fecha de entrega de estudio 04 de julio 2017 01-julio-2019 23 de marzo 2020 08 de marzo 2021 22-marzo-2022


Empresa encargada IICE-UCR
PIPCA (Luis Guillermo 


Fernández Valverde)
MBA Raúl Hernández G. MBA Raúl Hernández G. MBA Raúl Hernández G.


Balance Actuarial (Escenario 


base, problación cerrada)


Déficit de 6.37 billones de 


colones


Déficit de 0.70 billones de 


colones


Déficit de 0.73 billones de 


colones


Déficit de 0.69 billones de 


colones


Déficit de 0.67 billones de 


colones


Nivel de Solvencia (Escenario 


base, problación cerrada)
48.59% 73.00% 74.22% 72.41% 74.26%


Balance Actuarial (Escenario 


base, problación abierta)
N/A


Déficit de 0.71 billones de 


colones


Superávit 0.009 billones de 


colones


Superávit 0.20 billones de 


colones


Deficit 0.067 billones de 


colones


Nivel de Solvencia (Escenario 


base, problación abierta)
N/A 27.19% 100.00% 105.53% 98.26%


Año de uso de Intereses de la 


Reserva
2029 2036 2039 2036 2038


Año de Agotamiento de la 


Reserva
2048 2049 2050 2046 2048







 
Informe de cierre plan de recuperación actuarial 2019  


- 12 - 


IV. Etapa 4: Ajustes 


 


Actividad 


a. Comunicación y sensibilización 


i. Comunicar los resultados y los eventuales ajuste a las partes. 


Para conocimiento de toda la población judicial (activos, jubilados y pensionados), la 


JUNAFO en sesión N.° 22-2020 celebrada el 29 de junio del 2020 (ver anexo VIII) acordó lo 


siguiente: 


 
“Por unanimidad se acordó: 1) Tener por conocido el oficio N.° 358-FC-2020 del 


Departamento Financiero Contable con el cual comunica el estudio actuarial del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con corte al 31 de diciembre de 2019 ajustado 


con las observaciones del SP-536-2020. Esta Junta Administradora brindó respuesta al oficio 


de la Superintendencia de Pensiones mediante oficio N.° 360-2020, por lo que se toma nota. 


2.) Proceder con la publicación de dicha valuación en la página Web del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 3.) Hacer una instancia con las organizaciones 


gremiales para la presentación del estudio actuarial, para lo cual se coordinará el lugar y fecha 


con el fin de comunicar a las organizaciones. Se declara acuerdo firme.” El subrayado no es del 


original. 


 


Así mismo en coordinación con el departamento de prensa del Poder Judicial se remitieron 


micro capsulas informativas sobre los resultados del Informe Actuarial del año 2019 a toda 


la población judicial; activos, jubilados y pensionados. 


 


Actividad 


b. Reformas reglamentarias y legales 


i. Generación de los ajustes 


 


Conviene destacar que para los resultados del periodo 2019 se estimo que aún no era el 


momento adecuado para gestionar un ajuste actuarial, lo anterior de acuerdo con la opinión 


del Actuario Raúl Hernández González que en el Informe Actuarial del año 2019 indico lo 


siguiente: 


 
“La condición en que se encontraba el fondo hace tres años era muy lamentable. Como se 


puede observar, con el escenario abierto, el cual se aproxima a la realidad del Poder Judicial, 


las modificaciones realizadas rectificarán la situación actuarial y financiera del fondo en el 


mediano y largo plazo. Como toda reforma en pensiones, los cambios se hacen por periodos 


amplios. No se debería hacer ningún ajuste adicional y solo evaluar los resultados año con 


año. Si bien la normativa indica que se debe tomar el escenario cerrado, en el caso del Poder 


Judicial no tiene sentido porque sería asumir que un Poder de la República desapareciera. El 


nivel actual de cotización cercano al 29% de los salarios es suficiente, por lo tanto, realizar 


reformas para mejorar los indicadores del escenario cerrado no tiene sentido”. 


 


De tal manera que para el periodo 2019 no se estimó oportuno considerar ninguna reforma 


reglamentaria o legal ateniente al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.   


 


Actividad 


c. Aprobación de los ajustes 


i. Aprobación de políticas, reglamento o ley. 
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Como parte de los ajustes, en el Informe Actuarial 2019 el actuario en la sesión de 
recomendaciones indica lo siguiente: 
 


“2. Con la finalidad de mejorar los indicadores del escenario de población cerrada, se 
recomienda valorar la aplicación de incrementos del 50% de inflación para los derechos 
futuros y en curso de pago, así como una disminución en la tasa de reemplazo para los 
derechos sucesorios.” 


 


No obstante, mediante sesión N.°10-2020, artículo II celebrada el 30 de marzo 2020 (ver 


anexo IX), la JUNAFO da por conocido el informe actuarial con corte al 31 de diciembre del 


2019, donde indica lo siguiente referente a la recomendación actuarial: 


 
“Se acordó: 1.) Tener por rendido los informes presentados por el máster José Andrés Lizano 
Vargas, Jefe del Proceso de Riesgos del Departamento Financiero Contable, mediante el cual 
remite el informe del Estudio Actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial con corte al 31 de diciembre de 2019 y siendo que en sesión N.° 9-2020 del 23 de 
marzo de 2020 artículo XVII, se convocó a la presentación el miércoles 25 de marzo de 2020, 
se tiene por recibido el informe del estudio actuarial. 2.) En cuanto a la recomendación 2) del 
citado informe, para esta Junta Administradora, no es posible acogerla, por cuanto el aumento 
por costo de vida está normado por Ley. 3.) Hacer este acuerdo de la Superintendencia de 
Pensiones (SUPEN). Se declara acuerdo firme.” El subrayado no pertenece al original. 


 


Lo anterior por cuanto el artículo N.° 224 de la ley N.° 7333 Ley Orgánica del Poder Judicial 


indica que:  


 
Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial 
podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del 
promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida 
laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto 
Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco 
años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años. El subrayado no pertenece al 


original. 


 


El Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (ver anexo 
X), de acuerdo al Transitorio N.° III de la ley 7333 Ley Orgánica del Poder Judicial fue 
debidamente aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial en sesión N.° 29-2020 artículo IX celebrada el 31 de agosto del 2020 y 
por la Superintencia del Pensiones con oficio N.° SP-R-2011-2020 del 06 de octubre del 
2020, dicho Reglamento fue publicado en el diario oficial la Gaceta N.° 250-2020, del 14 de 
octubre del 2020 tal y como se muestra en la siguiente imagen:  


 


 
 
Al respecto conviene destacar el impacto al perfil de beneficios realizado por la última 
reforma a este régimen básico del primer pilar, conforme a la tabla comparativa que se 
detalla a continuación: 
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Tabla N.° 2 


COMPARACIÓN DEL PERFIL DE BENEFICIO PREVIO Y POSTERIOR A LA 
REFORMA INTRODUCIDA MEDIANTE LEY N.° 9544 


 


 
 


Tomando en consideración los resultados de los estudios actuariales efectuados al régimen 
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se puede apreciar claramente el 
efecto positivo (para el régimen como un todo) de la implementación de la reforma sobre la 
sostenibilidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conforme se 
aprecia en el siguiente detalle:  
 


 
Tabla N.° 3 


COMPARACIÓN DE RESULTADOS DE LOS ESTUDIOS ACTUARIALES 
 


 
 
IV. CONCLUSIÓN 


Tal y como se refleja en el presente informe, durante el periodo 2020 se recibieron, 
analizaron y se tomaron acciones en procura de tener una mejora en los resultados de el 


Elemento
Estudio Actuarial previo a 


reforma


Estudio Actuarial posterior  


a reforma


Estudio Actuarial posterior  


a reforma


Estudio Actuarial posterior  


a reforma


Estudio Actuarial posterior  


a reforma


Año base, datos de elaboración 2015 2018 2019 2020 2021


Fecha de entrega de estudio 04 de julio 2017 01-julio-2019 23 de marzo 2020 08 de marzo 2021 22-marzo-2022


Empresa encargada IICE-UCR
PIPCA (Luis Guillermo 


Fernández Valverde)
MBA Raúl Hernández G. MBA Raúl Hernández G. MBA Raúl Hernández G.


Balance Actuarial (Escenario 


base, problación cerrada)


Déficit de 6.37 billones de 


colones


Déficit de 0.70 billones de 


colones


Déficit de 0.73 billones de 


colones


Déficit de 0.69 billones de 


colones


Déficit de 0.67 billones de 


colones


Nivel de Solvencia (Escenario 


base, problación cerrada)
48.59% 73.00% 74.22% 72.41% 74.26%


Balance Actuarial (Escenario 


base, problación abierta)
N/A


Déficit de 0.71 billones de 


colones


Superávit 0.009 billones de 


colones


Superávit 0.20 billones de 


colones


Deficit 0.067 billones de 


colones


Nivel de Solvencia (Escenario 


base, problación abierta)
N/A 27.19% 100.00% 105.53% 98.26%


Año de uso de Intereses de la 


Reserva
2029 2036 2039 2036 2038


Año de Agotamiento de la 


Reserva
2048 2049 2050 2046 2048
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Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no obstante, las 
reformas legales no se consideraron necesarias durante dicho periodo debido al reciente 
impacto de la última reforma y por la estimación del profesional actuarial que espera que el 
Fondo se mejore año con año recuperándose en el mediano–largo plazo. 
    
Se debe destacar que en el año 2020 la JUNAFO no tiene claridad acerca de su naturaleza 
jurídica, su relación con el Fondo de Jubilaciones y el Poder Judicial, sí se regía por la Ley 
de Administración Pública o se regía por los principios de la administración privada; no se 
tenía conocimiento de las potestades del uso y consumo de la comisión de administración 
del cinco por mil y es hasta que la Procuraduría General de la República (PGR) emite el 
criterio N.° C-021-2021 que dicha situación se aclara, indicando en dicho dictamen lo 
siguiente:  


 
“[…] un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la 
administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión 
más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el aludido fondo”, lo 
que, sin embargo, “[…] no interrumpe su relación orgánica con el Poder Judicial”, por lo que 
aunque “[…] cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y de definir sus funciones”, “[…]el 
personal destinado a la Junta se considera efectivamente cubierto por el régimen jurídico 
aplicable a los funcionarios del Poder Judicial [...]” El subrayado no pertenece al original. 


 
Emitido el criterio de la PGR, la JUNAFO tiene libertar de acción y puede tomar decisiones 
en beneficio del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro de las que se 
destaca la contratación de personal, la formulación de presupuesto propio que debe 
tramitarse por medio del Ministerio de Hacienda, labores que ayudan a la operativa y gestión 
adecuada del aludido Fondo. 
 
A la vez el déficit actuarial del FJPPJ disminuyó debido a la gestión realizada por la 
administración y a cambios en el entorno que favorecieron la reducción de los pasivos 
actuariales. Se observó un aumento significativo en la salida de funcionarios con antigüedad 
superior a los 15 años. Otro factor que favorece la reducción de los pasivos de los actuales 
trabajadores es la aplicación de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas. 
 
Sin embargo, la aplicación de esta ley reduce, de forma significativa, el valor presente de las 
contribuciones de los futuros trabajadores, lo cual genera una reducción significativa en el 
aporte de este grupo para reducir el déficit actuarial. Por esto, puede ser necesario realizar 
ajustes o cambios que permitan alcanzar el equilibrio actuarial en el largo plazo. 
 
Con esto se da por atendido el Informe de Cierre del Plan de Acción FJPPJ006-
Recuperación Actuarial para el periodo del 2019.  
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JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES

DEL PODER JUDICIAL (JUNAFO)



REGLAMENTO GENERAL DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

De conformidad con las disposiciones de la Ley N°. 9544 del diecinueve de abril de dos mil dieciocho, publicada en la Gaceta N. 89 del veintidós de mayo de dos mil dieciocho (en adelante la L.O.P.J), la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en lo sucesivo Junta Administradora), dicta el siguiente Reglamento General del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

TÍTULO I

GENERALIDADES

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 1. – Regulación. El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), conforme a lo establecido en el artículo 242 de la LOPJ según reforma introducida por la ley N°. 9544 Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus Reformas, en adelante LOPJ.

Artículo 2. – Definiciones. Para los efectos de este reglamento, entiéndase: 

Dirección de la JUNAFO: Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es el cuerpo administrativo de este órgano.

FJPPJ: Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

INA: Instituto Nacional de Aprendizaje. 

IVM: Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. 

Jubilación: Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación, cumpliendo con los requisitos de Ley, calculada según los años de servicio y de edad al retirarse libremente de la función judicial.

JUNAFO: Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Junta: Órgano denominado Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), jerarca para la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), corresponde a un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones.

LOPJ: Ley Orgánica del Poder Judicial. 

MEP: Ministerio de Educación Pública. 

MTSS: Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

Pensión: Derecho que tienen las personas beneficiarias a percibir una asignación mensual cuando fallece la persona servidora o jubilada judicial y que se adquiere con el cumplimiento de los requisitos fijados por la ley para la obtención de tal beneficio. 

Persona servidora judicial: Persona con nombramiento vigente en el Poder Judicial, que presta sus servicios a este Poder de la República y que recibe como contraprestación un salario. 

Régimen básico de capitalización colectiva: Se refiere a aquel régimen de pensiones perteneciente al primer pilar de pensiones del Sistema Nacional de Pensiones Costarricense, que capitaliza los beneficios o rendimientos que se generen por la administración de sus activos en beneficio de la colectividad de sus afiliados. 

Reajuste: Ajuste al monto de jubilación o pensión ya otorgada por cambios generados debido a aumentos semestrales, reactivaciones o recálculos.

Recálculo: Ajuste al monto del beneficio de jubilación inicial, debido a cambios presentados en los factores utilizados para cálculo de este. 

Redistribución: Modificación de los porcentajes en la distribución inicial de pensión, debido al ingreso de una solicitud nueva (de un beneficiario que tenga derecho al beneficio) posterior a la aprobación de esta por parte de la JUNAFO.

TÍTULO II

DEL OTORGAMIENTO DEL BENEFICIO DE JUBILACIONES Y PENSIONES

CAPÍTULO I

SOBRE LA JUBILACIÓN DE LAS PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES:

Artículo 3. – Contingencias de beneficio a sus afiliados. 

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conformidad con lo establecido en la LOPJ, otorga las siguientes contingencias: 

a) Jubilaciones ordinarias. 

b) Jubilaciones anticipadas. 

c) Jubilaciones por invalidez. 

d) Pensiones por sobrevivencia. 

e) Pensiones por orfandad. 

f) Pensiones por ascendencia. 

Los requisitos para el otorgamiento de tales prestaciones se establecerán tanto en la Ley dicha, como en el presente reglamento.

Artículo 4. – Requisitos. Los servidores y las servidoras judiciales podrán acogerse a una jubilación ordinaria o anticipada, cumpliendo los requisitos establecidos en los artículos 224 y 224 bis, así como jubilación por incapacidad permanente, establecido en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, respectivamente, requisitos que deben ser considerados a cabalidad y revisados por la Dirección de la JUNAFO, contando con el apoyo y coordinaciones necesarias de otras oficinas judiciales.

Artículo 5. – Verificación. Para la verificación de los requisitos, la persona interesada deberá presentar con al menos dos meses de anticipación a la fecha de retiro pretendida, la solicitud formal ante la Dirección de la JUNAFO, la cual realizará los cálculos de jubilación de conformidad con las fórmulas indicadas en los numerales 224, 224 bis o 227 de la LOPJ, correspondiente a cada caso en concreto y los remitirá para conocimiento de la Junta en un plazo no mayor a quince días naturales previo a la salida de la persona funcionaria. La Junta deberá conocer de los cálculos en la siguiente agenda de sesión después de recibida la información por parte de las oficinas competentes. La solicitud deberá contener la siguiente información: 

a) Nombre y número de identificación. 

b) La fecha exacta del retiro. 

c) Número de teléfono

d) Un lugar, medio electrónico o de otra índole para recibir notificaciones. 

La persona gestionante podrá solicitar que el disfrute de su derecho a jubilación se difiera para una fecha posterior. En caso de que el ejercicio efectivo del derecho ya aprobado se lleve a cabo sin dar el tiempo suficiente para la actualización de los cálculos, se le cancelará la jubilación con el monto originalmente aprobado. En este caso la Dirección de la JUNAFO, actualizará el monto del beneficio, con el pago retroactivo que corresponda y lo remitirá a la Junta Administradora para su aprobación en u n plazo no mayor a un mes. La Junta deberá conocer de los cálculos dichos en el siguiente mes calendario después de recibida la información por parte de las oficinas competentes. 

Artículo 6 - Retiro anticipado al trámite de verificación:

El derecho de jubilarse lo obtiene cada persona al momento específico de cumplir los requisitos establecidos por la Ley, por lo tanto, como todo derecho, la persona interesada puede ejercerlo cuando mejor lo determine, sin limitaciones de tiempo para la aplicación de este. Si la persona servidora desea acogerse al derecho de jubilación, sin respetar el plazo definido en el artículo 5 del presente reglamento, asume la responsabilidad de que, al momento de la verificación de requisitos, exista un incumplimiento en alguno de ellos, liberando a la JUNAFO de cualquier posible retraso en los trámites de inclusión y cancelación de su beneficio económico o sanciones aplicables por parte del patrono.

Artículo 7. – Remisión de la información. Una vez verificados por la Dirección de la JUNAFO los requisitos y al determinar que se cumple con cada uno de ellos, deberá remitir el informe de la gestión con el cálculo del monto de jubilación respectivo a la Junta Administradora, con la finalidad de agendarse para la sesión que corresponda, para la valoración por parte de la JUNAFO. 

Todo lo anterior en los plazos de calificación establecidos en el artículo 5 de este reglamento. 

Artículo 8. – Cálculos de jubilación. Previa verificación de la documentación remitida por la Dirección de la JUNAFO, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocerá en la sesión que corresponda, la propuesta de los cálculos y aprobará o no, la jubilación que corresponda a la persona gestionante. En caso de ser necesario, se solicitará la revisión de los cálculos respectivos o documentación adicional, todo, para una mejor decisión en pro de los intereses del FPJPJ.” 

Artículo 9. – Solicitud de información. La Junta Administradora y la Dirección de la JUNAFO, puede solicitar la información que estime pertinente para la correcta ejecución de las atribuciones que la ley le confiere. 

Artículo 10. – Suspensión de beneficio. La persona beneficiaria de una jubilación, en el eventual caso de que llegare a laborar en cualquier dependencia del Estado, sus instituciones y de las municipalidades, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la LOPJ, esto respetando el debido proceso, excepto cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior. 

Artículo 11.-. Procedimiento de reincorporación laboral de personas jubiladas por invalidez de este régimen: 

Conforme al procedimiento para el pago de las valoraciones médicas que realice la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social, la persona jubilada por invalidez que desee reincorporarse al sector laboral deberá gestionar ante la Dirección de la JUNAFO el permiso respectivo, quienes verificarán que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválida, conforme al artículo 233 de la LOPJ. 

Si se comprueba que la actividad laboral es distinta a aquella en la cual se le declaró el estado de invalidez, la persona interesada podrá continuar con el trámite y solicitar el permiso respectivo por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe según lo establecido en el artículo 233 de la LOPJ. Una vez obtenido el permiso respectivo, la Dirección de la JUNAFO deberá informar a la Junta Administradora, la fecha de inicio de las labores que le fueron autorizadas, de lo cual se llevará constancia en el expediente de la persona jubilada. 

Artículo 12.- Procedimiento de suspensión del beneficio jubilatorio y recuperación de sumas indebidamente giradas. Cuando la persona jubilada por invalidez, inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar regulado en el artículo 10 de este reglamento, o bien lo haga a pesar de que se le haya denegado el permiso por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, se procederá por parte de la Dirección de la JUNAFO a informar lo pertinente a la JUNAFO para la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar el órgano, lo anterior a efecto de proceder a la suspensión del beneficio jubilatorio, luego de respetársele el debido proceso. Por la misma vía y órganos, se procederá a la recuperación de los dineros recibidos indebidamente, al encontrarse laborando sin la autorización correspondiente y sin que se hubiera suspendido el beneficio jubilatorio. 

Artículo 13. – Reajustes y recálculos. 

Conforme a lo establecido en la LOPJ, la Junta Administradora podrá efectuar los siguientes reajustes y/o recálculos a los beneficios económicos que cancela este régimen:

a.) La Dirección de la JUNAFO, con la colaboración de otras oficinas del Poder Judicial, elaborará los cálculos correspondientes con una frecuencia semestral y comunicará a la Junta Administradora los reajustes que se deben realizar a los montos de las jubilaciones y pensiones en curso de pago y futuras, de conformidad con las variaciones en el Índice de Precios al Consumidor y definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censo, para la aprobación correspondiente. 

b.) Toda persona jubilada que reingrese de forma temporal o interina, o en calidad propietaria al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su beneficio jubilatorio por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la jubilación con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el Índice de Precios al Consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial, nuevo monto jubilatorio que será calculado por la Dirección de la JUNAFO. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, la persona ex jubilada tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley, procedimiento que estará a cargo de la dependencia dicha, quien deberá remitir el respectivo informe para la correspondiente aprobación de la Junta Administradora, la que agendará en sesión los reajustes y recálculos de jubilación que correspondan a la persona gestionante. En caso de ser requerido, se solicitará la revisión de los reajustes o recálculos bajo estudio. 

c.) Recálculos en los casos de componentes salariales del Poder Judicial y/o reconocimiento de tiempo servido, cancelados posteriormente al momento de la jubilación, siempre y cuando se hayan honrado las deudas con este régimen jubilatorio.

El reconocimiento de tiempo servido debió ser tramitado durante la vida laboral de la persona.

Artículo 14. – Límites en los cálculos. La Dirección de la JUNAFO, deberá contemplar en los cálculos según lo estipulado en el artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el entendido de que ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo en el Poder Judicial. 

Artículo 15. – Cómputo de tiempo. Conforme al artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para el cómputo del tiempo laborado, según lo indicado en los artículos 224 y 224 bis de ese cuerpo normativo, no será necesario que las personas hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años, por lo anterior, deberá la Dirección de la JUNAFO con el apoyo de las oficinas del Poder Judicial, realizar el estudio correspondiente a las personas servidoras judiciales al momento de tramitar la solicitud de estudio para el derecho jubilatorio, para determinar el cumplimiento del citado requisito. 

Artículo 16. – Recepción y traslado de cuotas entre regímenes de pensión. En caso de que la persona solicitante hubiere cotizado en otros regímenes de pensiones, la Dirección de la JUNAFO al momento de realizar los cálculos del informe para otorgar la jubilación, tramitará el traslado de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial, todo lo anterior conforme a lo establecido en el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y lo definido en el protocolo que establecerá la Junta Administradora para tales efectos. 

En caso de que la persona haya cesado en el ejercicio de sus cargos en el Poder Judicial por cualquier motivo sin haber obtenido el beneficio de jubilación o pensión, deberá sujetarse a los requisitos, condiciones y normativa aplicable del régimen básico correspondiente al cual se mantenga cotizando por el resto de su vida laboral, una vez realice los trámites para adquirir su derecho jubilatorio y/o de pensión en ese otro régimen del primer pilar de pensiones costarricense, deberá la entidad administradora de dicho régimen solicitar, previamente al otorgamiento de la respectiva jubilación o pensión, el traslado de recursos correspondiente conforme a las reglas establecidas en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 17. – Reconocimiento de tiempo servido. En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no se ajuste al monto que corresponde al FJPPJ, la persona interesada deberá reintegrar a dicho Fondo, la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el Índice de Precios al Consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, la persona interesada deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. Todo lo anterior mediante el protocolo que establecerá la Junta para tales efectos. 

Las solicitudes de reconocimiento de tiempo servido se deberán realizar cuando la persona servidora judicial esté activa laborando en el Poder Judicial.

No procederá el trámite de reconocimiento de tiempo servido cuando la solicitud sea presentada por una persona jubilada judicial.

El servidor judicial que solicita el reconocimiento de tiempo servido, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.

Artículo 18. – Salarios devengados. Para el cálculo del monto de las jubilaciones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente. 

CAPÍTULO II

SOBRE LA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

Artículo 19. – Procedimiento: Para dar el trámite que corresponda a las solicitudes de jubilación por invalidez, se deberá contar con el criterio médico emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde declare el estado de invalidez de la persona servidora judicial solicitante, de conformidad con el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Artículo 20. – Presentación de solicitud. La gestión de jubilación por invalidez deberá ser presentada con la documentación que se solicita ante la Dirección de la JUNAFO, con la finalidad de que esa instancia trámite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), previamente deberá contar con el visto correspondiente del patrono. La gestión debe acompañarse de: 

a) Solicitud formal de jubilación por incapacidad absoluta y permanente, que incluya:

▪ Nombre completo y número de identificación.

▪ Medio para recibir notificaciones y número de teléfono.

b) Documentos médicos que justifiquen la solicitud.

Artículo 21. – Criterio de la Comisión Calificadora. Cuando la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) comunique la “hoja de criterio” indicando que la persona evaluada se encuentra inválida para ejercer funciones, la Dirección de la JUNAFO, remitirá a la Junta Administradora la información, en conjunto con los cálculos del monto de jubilación que le correspondería de conformidad con la fórmula matemática indicada en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, obedeciendo los topes establecidos en el artículo 225 de ese cuerpo normativo. 

En un plazo no mayor de dos meses, la gestión deberá ser remitida por la Dirección de la JUNAFO, a la Junta Administradora para su conocimiento. 

Artículo 22. – Conocimiento. La Junta Administradora conocerá en sesión, de forma prioritaria la información aportada dentro del plazo establecido, después de recibida la información recabada por las oficinas tramitadoras, conocerá la gestión de jubilación por invalidez, para su aprobación. 

Artículo 23. – Aprobación. La fecha de aprobación de la jubilación por incapacidad absoluta y permanente regirá a partir de la fecha que indique el informe de Dirección de la JUNAFO, en el cual se establezca las condiciones en las que la persona declarada inválida se jubilará y se ratificará con el acuerdo adoptado por la Junta Administradora.

Artículo 24. – Dictamen negativo. En los casos que la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o la instancia que esa institución designe, comunique la “hoja de criterio” que indique que la persona servidora judicial no se encuentra inválida, la Dirección de la JUNAFO remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial, la información para el trámite que corresponda en calidad de patrono.

Artículo 25. – Reingreso a ejercer funciones en el Poder Judicial. Cuando una persona beneficiaria de una jubilación por incapacidad absoluta y permanente desee reincorporarse al Poder Judicial, de previo a conocer la gestión en sesión de la Junta Administradora, deberá comprobar haber realizado el procedimiento establecido en el artículo 10 de este reglamento. Una vez conocida la gestión, se tomará nota del criterio y se remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial y a la dependencia donde la persona gestionante indique que laborará, para su conocimiento. Dicho reingreso suspenderá el goce del beneficio de jubilación a partir del momento de la efectiva designación de la persona servidora. 

No obstante, prevalecerá lo establecido en el artículo 63 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

CAPÍTULO III

DE LAS PENSIONES OTORGADAS POR EL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

Artículo 26. – Documentación: Documentos que se deben presentar con la solicitud de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página Web de la Dirección de la JUNAFO: 

a) Declaración jurada, para solicitud de pensión debidamente cumplimentada. 

b) Fotocopia del acta o certificado de la defunción, acompañada del documento original, a efecto de verificar la fidelidad de la copia en caso de ser entregada personalmente o en su defecto con las firmas digitales que certifiquen su autenticidad 

c) Certificación de los regímenes básicos de pensiones (IVM, JUPEMA, MTSS) referente a si la persona gestionante recibe o no pensión del régimen con no más de un mes de emitida. 

d) Certificación de matrimonio inscrito en el Registro Civil y de estado civil de la persona causante y de la persona solicitante. 

e) En el caso de que la persona gestionante sea la conviviente de la persona servidora judicial fallecida o de la persona jubilada fallecida, deberá aportar declaración jurada en que haga constar la convivencia durante al menos tres años de manera estable, continua, singular y donde tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil. 

f) Fotocopia de la cédula de identidad de la persona solicitante. 

g) En el caso de que se gestione pensión para los hijos o hijas de la persona servidora judicial fallecida o persona jubilada fallecida, mayores de 18 y menores de 25 años, además se deberá presentar constancia extendida por el Centro Educativo en el cual se indique que la persona es estudiante, dicho centro de estudios deberá ser reconocido por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) o a criterio de la Junta Administradora conforme lo establece el artículo 228 de la LOPJ. La Dirección de la JUNAFO, consultará en línea en el Registro Civil el nacimiento de los hijos e hijas.

h) Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presente alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente, deberá aportarse certificación de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe que demuestre que previo al fallecimiento de la persona causante, se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas. Una vez que se haya recibido la documentación completa, la Dirección de la JUNAFO, deberá rendir el informe respectivo, en un plazo no mayor a dos meses, contados a partir del recibo de la totalidad de la documentación solicitada en este artículo. La Junta conocerá la solicitud de pensión dentro del plazo establecido, y emitirá la aprobación o denegatoria de la solicitud de pensión planteada. 

Artículo 27. – Pensión por sobrevivencia. Tienen derecho a pensión por sobrevivencia las personas que se encuentren dentro de los siguientes supuestos: 

a) Persona cónyuge sobreviviente de la persona servidora judicial fallecida o jubilada fallecida que dependa económicamente de la persona causante, al momento del fallecimiento. 

b) Compañero o compañera sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambas aptitudes legales para contraer nupcias, conforme la legislación civil. 

c) Persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante. 

Artículo 28. – Pensión por orfandad. Tiene derecho al beneficio de pensión por orfandad, los hijos o hijas que, al momento del fallecimiento de la persona causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas: 

a) Personas solteras menores de edad. 

b) Personas mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora, por lo que deberá demostrar mediante documento idóneo las matrículas correspondientes. 

c) Personas mayores de edad que, previo al fallecimiento de la persona causante, se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas. 

Artículo 29. – Requisitos para las pensiones por orfandad. En los casos contemplados en el inciso b) del artículo anterior y de conformidad con la potestad otorgada a la Junta en el inciso f) del artículo 242 de la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, que permite a la Junta, solicitar todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, deberán las personas gestionantes demostrar que se encuentran matriculadas en alguno de los centros de estudios autorizados por el numeral 228 de la ley referida y que han de obtener el puntaje mínimo para la aprobación de las materias cursadas, para lo cual la Junta Administradora del Fondo o la Dirección de la JUNAFO requerirá la información que considere oportuna, encontrándose en la obligación la persona beneficiada de proveerla dentro del plazo razonable estimado por la Junta, bajo la advertencia de la suspensión del beneficio de pensión. 

En el supuesto de que la persona estudiante no apruebe las materias o cursos matriculados, la Junta Administradora podrá suspender el beneficio para lo cual establecerá un procedimiento de ajuste al beneficio de pensión otorgado, en aras de mantener un buen uso de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con el principio pro-fondo. 

Asimismo, en los casos que las personas beneficiarias finalicen sus estudios de previo a cumplir los veinticinco años, la Junta Administradora podrá valorar si es necesario mantener el beneficio de pensión. 

Para el supuesto del punto c) del artículo anterior, se deberá presentar documento idóneo emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde certifique que la persona gestionante se encuentra discapacitada previo al fallecimiento del causante. 

Toda pensión por orfandad caducará a los 18 años cumplidos en caso de no presentar documentación que certifique que la persona beneficiaria se mantiene estudiando. En caso de demostrar que mantiene sus estudios, esta población beneficiaria se clasificará como “personas estudiantes pensionadas” y deberán cumplir con los requisitos, reglamento, políticas y normativa aplicable para estos efectos. Toda asignación económica de la población denominada “personas estudiantes pensionadas” caducará definitivamente al momento exacto de cumplir los 25 años de edad, aunque dicha persona aún se encuentre estudiando o se mantenga el ciclo lectivo respectivo vigente.

Artículo 30. – Pensión por ascendencia. Tienen derecho a la pensión los padres de la persona causante si se cumplen los siguientes requisitos: 

a) Haber ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad. 

b) Depender económicamente de la persona causante al momento de su fallecimiento.

Lo anterior, en el entendido de que se debe contar con un informe técnico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Sicología que sustente la viabilidad del otorgamiento del beneficio.

Artículo 31. – Monto de pensión. El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que recibía la persona jubilada al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía a la persona causante. En caso de muerte de una persona servidora activa, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que hubiera recibido la persona fallecida de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos indicados en los artículos 224, 224 bis y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la resolución de la Sala Constitucional N° 2021011957 que indica lo siguiente “se declara inconstitucional el requisito de los 20 años de servicio exigido para efectos de obtener la pensión por sobrevivencia que se deriva del artículo 229 de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018, en cuyo caso se mantiene vigente el requisito de 10 años para adquirir ese derecho, según el artículo 230 de la Ley 7333 de 5 de mayo de 1993 en la versión anterior a la reforma” en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido a la persona causante. 

Artículo 32. – Fijación de los montos de pensión. Para fijar las proporciones de las pensiones en los casos que una persona causante tenga más de una persona beneficiaria, la Junta Administradora analizará la información aportada en los informes de la Dirección de la JUNAFO, en el entendido que, en su conjunto, no excederá del ochenta por ciento (80%) del monto de jubilación que le correspondía a la persona causante, bajo los siguientes porcentajes. 

Proporciones de los beneficios por sobrevivencia: 

a) Cuando únicamente se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) de convivencia: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 

b) Cuando se presente solicitud tanto de la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambas aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil y a la vez, solicitud de una persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante: máximo un 80% conforme a lo definido en el artículo 228 inciso c) de la LOPJ, entre las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 

c) Cuando únicamente se presente solicitud de hijos (as): máximo un 80% repartido en partes iguales, entre todas las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 

d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y hasta el 34%, repartido en partes iguales, para las demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. 

e) Cuando se presente solicitud de los padres de la persona fallecida: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente, repartido en partes iguales, en caso de que le sobrevivan ambos padres a la persona causante. 

En todos los casos se debe demostrar dependencia económica con el fin de considerar la solicitud de pensión respectiva.

Cuando se demuestre la dependencia económica, la Junta Administradora asignará el porcentaje de pensión, valorando las necesidades reales de la persona gestionante, con la finalidad de fijar un monto económico acorte a los gastos detallados en el informe socioeconómico, respetando el monto máximo definido por ley, esto en aplicación al principio “pro fondo”, en aras de la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo.

Artículo 33. – Extinción y/o acrecimiento de la pensión. Todas las pensiones caducarán por la muerte de la persona beneficiaria, sin excepción alguna, salvo para la pensión que corresponde a los hijos o hijas, las que podrán acrecer proporcionalmente a solicitud de parte, previo estudio del dictamen socioeconómico y aprobación de la Junta Administradora. 

Artículo 34. – Servicios profesionales. En caso de requerirse, la Junta Administradora podrá contratar servicios profesionales de trabajo social externos al Poder Judicial para la elaboración de estudios socioeconómicos. 

El tiempo de entrega de los informes se estipulará en el momento que se contrate el servicio profesional, en el entendido de que se deberá respetar el plazo establecido para cada uno de ellos.

Artículo 35. – Documentación. Una vez iniciado el procedimiento para la respectiva concesión de un posible beneficio, ya sea jubilación o pensión, la JUNAFO, podrá solicitar a las partes interesadas la información u documentación que considere pertinente y necesaria, con la finalidad de complementar el expediente.

Una vez otorgado el beneficio, en caso de que exista duda o denuncia en cuanto a la veracidad de un documento, se podrá solicitar por parte de la JUNAFO o de la Dirección de la JUNAFO, en aplicación al Principio de Oficiosidad, cualquier tipo de información o requerimiento, con el fin de verificar los alcances del derecho otorgado. 

CAPÍTULO IV

VIGENCIA DE LOS DERECHOS DE JUBILACIÓN Y PENSIÓN.

Artículo 36. – Sobre el derecho de jubilación. El derecho a la jubilación es facultativo ejercerlo por parte de la persona funcionaria, salvo los casos de incapacidad permanente para el desempeño del cargo; una vez que cumpla con los requisitos previstos en la ley. El derecho debe ser declarado por la Junta Administradora y regirá a partir del día siguiente al cese de las labores como persona servidora activa. Una vez aprobada la jubilación, la JUNAFO, informará al Consejo Superior y al despacho en donde labora la persona servidora judicial, para lo que corresponda.

Artículo 37. – Sobre el derecho de pensión. El derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del exservidor (a) judicial o de la persona jubilada fallecida siempre y cuando tanto la persona causante, como la solicitante, cumplan con todos los requisitos establecidos tanto en la LOPJ, este reglamento y demás normativa aplicable, para el goce de tal beneficio.

Lo anterior, en caso de que la solicitud respectiva se presente durante los primeros quince días hábiles de acontecida la muerte de la persona jubilada o servidora activa; en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión. Para el supuesto de que, con posterioridad a la distribución inicial realizada por la Junta Administradora, se presenten solicitudes de personas beneficiarias con derecho a pensión, éstos sólo podrán hacer efectivo el beneficio, con perjuicio de la distribución inicial, a partir de la fecha de la respectiva gestión. 

 

Artículo 38. - Redistribución: Para los casos en que posterior a la distribución inicial del beneficio de pensión aprobada por la Junta Administradora, se presenten solicitudes de personas que tienen derecho adicional a dicho beneficio, éstos sólo podrán hacerlo efectivo, con afectación de la distribución inicial a partir de la quincena de pago inmediatamente siguiente a la comunicación de la aprobación del beneficio por parte de la de la Junta Administradora. Para lo anterior se deberá cumplir con el proceso, la documentación y demás requisitos definidos en este reglamento para el trámite de pensión correspondiente.

Artículo 39. – Fraude en documentación. Con estricta sujeción al debido proceso, cuando la Junta Administradora, tenga conocimiento que una persona beneficiaria del derecho de jubilación o pensión ha suministrado información falsa o de dudosa procedencia, o en su defecto, realice acciones tendentes a trasladar su derecho a otra persona, con la pretensión de que a su fallecimiento le suceda en el beneficio, se realizará por parte de la Dirección de la JUNAFO o la asesoría que designe esta, la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, la investigación pertinente, para la averiguación de la verdad real en el caso en cuestión. 

CAPÍTULO V

RECONOCIMIENTO DE TIEMPO PARA EFECTOS JUBILATORIOS

Artículo 40. – Solicitud del reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones. El reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones para efectos de jubilación se tramitará a solicitud de la persona servidora judicial activa. Estos deberán presentar ante la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta Administradora para la realización de tales estudios la solicitud de reconocimiento de tiempo servido. En estos casos, la persona servidora judicial, podrá presentar su gestión en cualquier momento de su relación de servicio, independientemente del tiempo transcurrido. 

El reconocimiento de tiempo servido rige a partir del día en que la persona interesada complete la documentación requerida para el estudio correspondiente, con el fin de realizar el trámite de la gestión, cuando sea su obligación presentarla. Si en el plazo de tres meses no la completa, se procederá al archivo de la solicitud.

El cobro del monto correspondiente se inicia desde el momento que el acuerdo adoptado por la JUNAFO aprobando el reconocimiento, se encuentre en firme.

Artículo 41. – Prueba que se debe aportar para el reconocimiento de tiempo servido. La solicitud presentada por la persona interesada deberá acompañarse de la prueba que la respalde, sin demérito de que la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta Administradora para la realización de tales estudios lleve a cabo las indagaciones y comprobaciones que considere pertinentes.

Artículo 42. – Prohibición de doble cómputo. En caso de que una persona haya trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones, el tiempo servido no se podrá computar doble; “Prevalecerá la de mayor tiempo servido”.

Artículo 43. – Cómputo por tiempos paralelos. Ninguna persona que tenga jubilación en otro régimen podrá solicitar el reconocimiento del tiempo que se le computó para constituir ese derecho, con el propósito de obtener también la condición de persona jubilada judicial. La persona que gestiona la concesión de la jubilación deberá presentar a la Dirección de la JUNAFO, documento en que se consigne que no ostenta la condición de persona jubilada o pensionada de ningún régimen de jubilación o pensión público, salvo los supuestos de excepción contemplados en la ley. 

Artículo 44. – Tiempo servido que puede ser reconocido para efectos de jubilación. El tiempo servido por la persona gestionante en el Estado se reconoce para efectos de jubilación. 

Para el cómputo del tiempo servido se tomarán en cuenta las siguientes reglas: 

a) El reconocimiento de tiempo servido es procedente aun cuando la prestación del servicio se haya dado de manera discontinua, interina o en propiedad. 

b) No será necesario que las personas servidoras hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber laborado para el Poder Judicial al menos los últimos veinte años. 

c) Los períodos de permisos sin goce de salario no serán tomados en cuenta para el cálculo. 

d) No se reconocerá cuando la prestación del servicio haya sido bajo la modalidad de servicios profesionales (sistema de honorarios o dietas). 

e) Para efectos jubilatorios, no se reconocerá el tiempo laborado en las instituciones de derecho público no estatales de base corporativa. 

f) Si la prestación del servicio, por parte de la persona servidora en las dependencias o instituciones públicas estatales, se dio a tiempos parciales, se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario, para tales efectos, será admisible todo medio de prueba para comprobar el tiempo servido por la persona trabajadora. Al valorar la prueba, la Junta Administradora tomará en consideración el principio in dubio pro-fondo. 

g) El tiempo laborado bajo la modalidad de meritorio o similar (es decir, sin percibir salario), no será computado para efectos de los cálculos jubilatorios.

Artículo 45. – Cómputo de pasos por cursos de capacitación. Para los efectos del tiempo reconocido para jubilación se tomará en cuenta únicamente el tiempo laborado en forma efectiva en el Estado y sus instituciones, no así aquellos "anuales" o pasos otorgados por aprobación de cursos de capacitación en la Escuela Judicial o bien los aprobados en materia policial.

Artículo 46. – Reglas del traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido para efectos de la jubilación. Al aprobarse el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación, la Junta Administradora le indicará a la persona gestionante el correspondiente reintegro al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se determinó en el respectivo estudio, mismo que será calculado a valor presente más el rendimiento real que se hubiere obtenido sobre las sumas a trasladar de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. 

Para el traslado y reintegro de cuotas por reconocimiento de tiempo servido se aplicarán las siguientes reglas: 

a) Si la persona interesada había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial. 

b) En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no alcance el monto que corresponde al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la persona interesada deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, la persona interesada deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. 

c) La comprobación de los servicios prestados deberá hacerse por medio de prueba idónea y en cuanto a su interpretación se aplicará el principio in dubio pro - fondo. 

d) Cuando una persona ha trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones, laborando en jornadas inferiores a la ordinaria y haya cotizado en ambos para un mismo régimen, se le deberá reconocer como un sólo período, dando lugar a una única jubilación por esos servicios y se deberá trasladar la totalidad de las cuotas aportadas. 

e) La Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales estudios, digitalizará la documentación presentada por la persona interesada para el trámite de reconocimiento de tiempo servido, la cual se adjuntará al expediente personal electrónico que custodia dicha dependencia.

Artículo 47. – Valor presente y rendimiento real. Para el cálculo del valor presente a que se refiere el artículo anterior, se observará la siguiente metodología: 

La inflación acumulada, aplicada a cada cuota desde la fecha de inicio del reconocimiento, conforme la siguiente fórmula: 

(IPC final/ IPC inicial) * 100-100=X, 

Donde: 

X=Cuota*(1+X/100) 

IPC: Índice de precios al consumidor 

Para el cálculo del rendimiento mensual real, se observará la siguiente fórmula: 

RNR= 1+RN del plazo /1+IPC del plazo 

Donde: 

RNR: Rendimiento Nominal Real. 

RN del plazo: Es el rendimiento nominal según el plazo desde la fecha de inicio. 

IPC del plazo: Es la inflación acumulada según el plazo desde la fecha de inicio. 

La sumatoria de las cuotas indexadas por la inflación acumulada más el rendimiento mensual real de las inversiones, constituyen la suma a cobrar a la persona gestionante.

Artículo 48. – Proceso de reintegro de dinero. El rebajo del monto por el reconocimiento del tiempo servido no será menor al 10% del salario bruto que devengue la persona servidora judicial, quien no podrá acogerse a su derecho jubilatorio sin antes haber cancelado la totalidad del monto adeudado.

Artículo 49. – Devolución de montos cobrados de más. Cuando se haya reintegrado una suma mayor por el reconocimiento de tiempo servido, la Dirección de la JUNAFO, reintegrará al servidor o servidora judicial la suma respectiva. En caso de fallecimiento de la persona beneficiaria a quién corresponde el reintegro, se procederá a la devolución según lo que establezca el proceso sucesorio o sede notarial. 

El plazo para realizar el reintegro de los montos cobrados de más, será de un mes, esto para los casos en el que las personas interesadas sean servidores judiciales activos, esta devolución la realizará la administración de forma oficiosa, en el mes calendario siguiente. En caso de fallecimiento de la persona beneficiaria, el plazo será el que se acuerde en el proceso sucesorio jurisdiccional o sede notarial.

La administración informará a la JUNAFO sobre los movimientos que se realicen en cuanto a los reintegros de los montos cobrados de más.

Artículo 50. – Requisitos para el traslado de cuotas de cualquier Régimen Básico Público de Pensiones hacia el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras del Poder Judicial. La solicitud de traslado de cuotas obrero patronales para efectos del artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se hará mediante oficio de la Dirección de la JUNAFO, dirigido a la Jefatura de la Sección de Cuenta Individual de la Caja Costarricense de Seguro Social, a la Jefatura Financiera de la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional o a la persona responsable o encargada del respectivo régimen con indicación del nombre, apellidos, número de cédula y la referencia de lo acordado por la Junta Administradora (número de sesión, día, mes, año, artículo y descripción de lo acordado). La solicitud deberá ir firmada por la persona directora o subdirectora Dirección de la JUNAFO. 

La solicitud se acompañará con la fotocopia del acuerdo de la Junta Administradora en que se aprobó el reconocimiento de tiempo servido y el reporte de tiempo servido confeccionado por la Dirección de Gestión Humana o la oficina designada por la Junta para tales efectos. 

Artículo 51. – Requisitos para el traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras del Poder Judicial hacia cualquiera de los otros Regímenes Básicos Públicos. De conformidad con el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la solicitud de traslado de cuotas la hará la respectiva entidad Administradora del Régimen Básico Público, cuando vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud deberá dirigirse a la Dirección de la JUNAFO.

Se realizarán los estudios y cálculos respectivos por parte de la Dirección de la JUNAFO y se harán de conocimiento de la Junta Administradora, la que dictará el acuerdo de estilo ordenando la devolución de las cuotas. 

CAPÍTULO VI

OTRAS DISPOSICIONES SOBRE JUBILACIONES Y PENSIONES

Artículo 52. – Prohibición de embargo y otros. De conformidad con el artículo 984 del Código Civil y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las jubilaciones y pensiones no podrán ser objeto de embargo, venta, cesión, traspaso ni perseguidas por acreedores. La única excepción a esta regla es la pensión alimentaria.

Artículo 53. – Sumas giradas de más. Cuando se detecte que se generó una suma girada de más a una persona beneficiaria de una jubilación o pensión se procederá por parte de la Dirección de la JUNAFO o la asesoría que designe esta, a realizar lo siguiente:

a) Se procederá a dialogar con la persona que se le realizó una suma girada de más, con la finalidad de acordar un arreglo de pago.

b) En caso de no consensuar un arreglo de pago, se procederá con la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, lo anterior a efecto de proceder a la recuperación de los dineros girados de más. 

La Dirección de la JUNAFO o la asesoría que esta designe, según corresponda, informará semestralmente a la Junta Administradora los procesos de recuperación de sumas pagadas de más a una persona beneficiaria. 

TÍTULO III

DISPOSICIONES FINALES

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 54. – Medios de notificación. Las personas beneficiarias de una jubilación y/o pensionados deben señalar medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la JUNAFO. De no señalar medio, las comunicaciones relacionadas con acuerdos adoptados por la Junta Administradora quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 

Artículo 55. – Inversión de recursos. Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y los provenientes de la comisión del “cinco por mil” establecida en el artículo 239 de la LOPJ se invertirán conforme la Política específica de Inversiones aprobada por la Junta Administradora para cada uno, en observancia de la normativa específica aplicable que dicten los Entes supervisores. 

Artículo 56. – Fundamento de la Junta en la toma de decisiones. Las decisiones tomadas por la Junta Administradora se realizarán bajo los parámetros establecidos por el ordenamiento jurídico en aplicación al Principio Pro-Fondo.

Artículo 57. – Situaciones imprevistas. Las situaciones no previstas en este Reglamento, sobre las materias aquí reguladas, serán resueltas por la Junta Administradora. siempre con sujeción a la normativa correspondiente, jurisprudencia aplicable, estudios técnicos y en atención al Principio Pro-Fondo, lo anterior, siguiendo al debido proceso”.

Artículo 58. – Reformas. El presente Reglamento solo podrá ser modificado por la Junta Administradora mediante votación con mayoría simple.

En caso de empate en la votación, el presidente del órgano tendrá doble voto.

Artículo 59. – Derogatoria. Este reglamento deroga el anterior reglamento.

Artículo 60. – Vigencia. Este Reglamento rige a partir de su publicación, en el diario oficial La Gaceta.
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JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES

DEL PODER JUDICIAL (JUNAFO)



REGLAMENTO GENERAL DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

De conformidad con las disposiciones de la Ley N°. 9544 del diecinueve de abril de dos mil dieciocho, publicada en la Gaceta N. 89 del veintidós de mayo de dos mil dieciocho (en adelante la L.O.P.J), la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en lo sucesivo Junta Administradora), dicta el siguiente Reglamento General del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

TÍTULO I

GENERALIDADES

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 1. – Regulación. El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), conforme a lo establecido en el artículo 242 de la LOPJ según reforma introducida por la ley N°. 9544 Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus Reformas, en adelante LOPJ.

Artículo 2. – Definiciones. Para los efectos de este reglamento, entiéndase: 

Dirección de la JUNAFO: Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es el cuerpo administrativo de este órgano.

FJPPJ: Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

INA: Instituto Nacional de Aprendizaje. 

IVM: Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. 

Jubilación: Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación, cumpliendo con los requisitos de Ley, calculada según los años de servicio y de edad al retirarse libremente de la función judicial.

JUNAFO: Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Junta: Órgano denominado Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), jerarca para la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), corresponde a un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones.

LOPJ: Ley Orgánica del Poder Judicial. 

MEP: Ministerio de Educación Pública. 

MTSS: Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

Pensión: Derecho que tienen las personas beneficiarias a percibir una asignación mensual cuando fallece la persona servidora o jubilada judicial y que se adquiere con el cumplimiento de los requisitos fijados por la ley para la obtención de tal beneficio. 

Persona servidora judicial: Persona con nombramiento vigente en el Poder Judicial, que presta sus servicios a este Poder de la República y que recibe como contraprestación un salario. 

Régimen básico de capitalización colectiva: Se refiere a aquel régimen de pensiones perteneciente al primer pilar de pensiones del Sistema Nacional de Pensiones Costarricense, que capitaliza los beneficios o rendimientos que se generen por la administración de sus activos en beneficio de la colectividad de sus afiliados. 

Reajuste: Ajuste al monto de jubilación o pensión ya otorgada por cambios generados debido a aumentos semestrales, reactivaciones o recálculos.

Recálculo: Ajuste al monto del beneficio de jubilación inicial, debido a cambios presentados en los factores utilizados para cálculo de este. 

Redistribución: Modificación de los porcentajes en la distribución inicial de pensión, debido al ingreso de una solicitud nueva (de un beneficiario que tenga derecho al beneficio) posterior a la aprobación de esta por parte de la JUNAFO.

TÍTULO II

DEL OTORGAMIENTO DEL BENEFICIO DE JUBILACIONES Y PENSIONES

CAPÍTULO I

SOBRE LA JUBILACIÓN DE LAS PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES:

Artículo 3. – Contingencias de beneficio a sus afiliados. 

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conformidad con lo establecido en la LOPJ, otorga las siguientes contingencias: 

a) Jubilaciones ordinarias. 

b) Jubilaciones anticipadas. 

c) Jubilaciones por invalidez. 

d) Pensiones por sobrevivencia. 

e) Pensiones por orfandad. 

f) Pensiones por ascendencia. 

Los requisitos para el otorgamiento de tales prestaciones se establecerán tanto en la Ley dicha, como en el presente reglamento.

Artículo 4. – Requisitos. Los servidores y las servidoras judiciales podrán acogerse a una jubilación ordinaria o anticipada, cumpliendo los requisitos establecidos en los artículos 224 y 224 bis, así como jubilación por incapacidad permanente, establecido en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, respectivamente, requisitos que deben ser considerados a cabalidad y revisados por la Dirección de la JUNAFO, contando con el apoyo y coordinaciones necesarias de otras oficinas judiciales.

Artículo 5. – Verificación. Para la verificación de los requisitos, la persona interesada deberá presentar con al menos dos meses de anticipación a la fecha de retiro pretendida, la solicitud formal ante la Dirección de la JUNAFO, la cual realizará los cálculos de jubilación de conformidad con las fórmulas indicadas en los numerales 224, 224 bis o 227 de la LOPJ, correspondiente a cada caso en concreto y los remitirá para conocimiento de la Junta en un plazo no mayor a quince días naturales previo a la salida de la persona funcionaria. La Junta deberá conocer de los cálculos en la siguiente agenda de sesión después de recibida la información por parte de las oficinas competentes. La solicitud deberá contener la siguiente información: 

a) Nombre y número de identificación. 

b) La fecha exacta del retiro. 

c) Número de teléfono

d) Un lugar, medio electrónico o de otra índole para recibir notificaciones. 

La persona gestionante podrá solicitar que el disfrute de su derecho a jubilación se difiera para una fecha posterior. En caso de que el ejercicio efectivo del derecho ya aprobado se lleve a cabo sin dar el tiempo suficiente para la actualización de los cálculos, se le cancelará la jubilación con el monto originalmente aprobado. En este caso la Dirección de la JUNAFO, actualizará el monto del beneficio, con el pago retroactivo que corresponda y lo remitirá a la Junta Administradora para su aprobación en u n plazo no mayor a un mes. La Junta deberá conocer de los cálculos dichos en el siguiente mes calendario después de recibida la información por parte de las oficinas competentes. 

Artículo 6 - Retiro anticipado al trámite de verificación:

El derecho de jubilarse lo obtiene cada persona al momento específico de cumplir los requisitos establecidos por la Ley, por lo tanto, como todo derecho, la persona interesada puede ejercerlo cuando mejor lo determine, sin limitaciones de tiempo para la aplicación de este, sin embardo, debe comunicarlo a la JUNAFO y al jefe inmediato para su conocimiento. Si la persona servidora desea acogerse al derecho de jubilación, sin respetar el plazo definido en el artículo 5 del presente reglamento, asume la responsabilidad de que, al momento de la verificación de requisitos, exista un incumplimiento en alguno de ellos, liberando a la JUNAFO de cualquier posible retraso en los trámites de inclusión y cancelación de su beneficio económico o sanciones aplicables por parte del patrono.

Artículo 7. – Remisión de la información. Una vez verificados por la Dirección de la JUNAFO los requisitos y al determinar que se cumple con cada uno de ellos, deberá remitir el informe de la gestión con el cálculo del monto de jubilación respectivo a la Junta Administradora, con la finalidad de agendarse para la sesión que corresponda, para la valoración por parte de la JUNAFO. 

Todo lo anterior en los plazos de calificación establecidos en el artículo 5 de este reglamento. 

Artículo 8. – Cálculos de jubilación. Previa verificación de la documentación remitida por la Dirección de la JUNAFO, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocerá en la sesión que corresponda, la propuesta de los cálculos y aprobará o no, la jubilación que corresponda a la persona gestionante. En caso de ser necesario, se solicitará la revisión de los cálculos respectivos o documentación adicional, todo, para una mejor decisión en pro de los intereses del FPJPJ.” 

Artículo 9. – Solicitud de información. La Junta Administradora y la Dirección de la JUNAFO, puede solicitar la información que estime pertinente para la correcta ejecución de las atribuciones que la ley le confiere. 

Artículo 10. – Suspensión de beneficio. La persona beneficiaria de una jubilación, en el eventual caso de que llegare a laborar en cualquier dependencia del Estado, sus instituciones y de las municipalidades, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la LOPJ, esto respetando el debido proceso, excepto cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior. 

Artículo 11.-. Procedimiento de reincorporación laboral de personas jubiladas por invalidez de este régimen: 

Conforme al procedimiento para el pago de las valoraciones médicas que realice la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social, la persona jubilada por invalidez que desee reincorporarse al sector laboral deberá gestionar ante la Dirección de la JUNAFO el permiso respectivo, quienes verificarán que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválida, conforme al artículo 233 de la LOPJ. 

Si se comprueba que la actividad laboral es distinta a aquella en la cual se le declaró el estado de invalidez, la persona interesada podrá continuar con el trámite y solicitar el permiso respectivo por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe según lo establecido en el artículo 233 de la LOPJ. Una vez obtenido el permiso respectivo, la Dirección de la JUNAFO deberá informar a la Junta Administradora, la fecha de inicio de las labores que le fueron autorizadas, de lo cual se llevará constancia en el expediente de la persona jubilada. 

Artículo 12.- Procedimiento de suspensión del beneficio jubilatorio y recuperación de sumas indebidamente giradas. Cuando la persona jubilada por invalidez, inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar regulado en el artículo 10 de este reglamento, o bien lo haga a pesar de que se le haya denegado el permiso por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, se procederá por parte de la Dirección de la JUNAFO a informar lo pertinente a la JUNAFO para la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar el órgano, lo anterior a efecto de proceder a la suspensión del beneficio jubilatorio, luego de respetársele el debido proceso. Por la misma vía y órganos, se procederá a la recuperación de los dineros recibidos indebidamente, al encontrarse laborando sin la autorización correspondiente y sin que se hubiera suspendido el beneficio jubilatorio. 

Artículo 13. – Reajustes y recálculos. 

Conforme a lo establecido en la LOPJ, la Junta Administradora podrá efectuar los siguientes reajustes y/o recálculos a los beneficios económicos que cancela este régimen:

a.) La Dirección de la JUNAFO, con la colaboración de otras oficinas del Poder Judicial, elaborará los cálculos correspondientes con una frecuencia semestral y comunicará a la Junta Administradora los reajustes que se deben realizar a los montos de las jubilaciones y pensiones en curso de pago y futuras, de conformidad con las variaciones en el Índice de Precios al Consumidor y definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censo, para la aprobación correspondiente. 

b.) Toda persona jubilada que reingrese de forma temporal o interina, o en calidad propietaria al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su beneficio jubilatorio por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la jubilación con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el Índice de Precios al Consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial, nuevo monto jubilatorio que será calculado por la Dirección de la JUNAFO. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, la persona ex jubilada tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley, procedimiento que estará a cargo de la dependencia dicha, quien deberá remitir el respectivo informe para la correspondiente aprobación de la Junta Administradora, la que agendará en sesión los reajustes y recálculos de jubilación que correspondan a la persona gestionante. En caso de ser requerido, se solicitará la revisión de los reajustes o recálculos bajo estudio. 

c.) Recálculos en los casos de componentes salariales del Poder Judicial y/o reconocimiento de tiempo servido, cancelados posteriormente al momento de la jubilación, siempre y cuando se hayan honrado las deudas con este régimen jubilatorio.

El reconocimiento de tiempo servido debió ser tramitado durante la vida laboral de la persona.

Artículo 14. – Límites en los cálculos. La Dirección de la JUNAFO, deberá contemplar en los cálculos según lo estipulado en el artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el entendido de que ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo en el Poder Judicial. 

Artículo 15. – Cómputo de tiempo. Conforme al artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para el cómputo del tiempo laborado, según lo indicado en los artículos 224 y 224 bis de ese cuerpo normativo, no será necesario que las personas hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años, por lo anterior, deberá la Dirección de la JUNAFO con el apoyo de las oficinas del Poder Judicial, realizar el estudio correspondiente a las personas servidoras judiciales al momento de tramitar la solicitud de estudio para el derecho jubilatorio, para determinar el cumplimiento del citado requisito. 

Artículo 16. – Recepción y traslado de cuotas entre regímenes de pensión. En caso de que la persona solicitante hubiere cotizado en otros regímenes de pensiones, la Dirección de la JUNAFO al momento de realizar los cálculos del informe para otorgar la jubilación, tramitará el traslado de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial, todo lo anterior conforme a lo establecido en el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y lo definido en el protocolo que establecerá la Junta Administradora para tales efectos. 

En caso de que la persona haya cesado en el ejercicio de sus cargos en el Poder Judicial por cualquier motivo sin haber obtenido el beneficio de jubilación o pensión, deberá sujetarse a los requisitos, condiciones y normativa aplicable del régimen básico correspondiente al cual se mantenga cotizando por el resto de su vida laboral, una vez realice los trámites para adquirir su derecho jubilatorio y/o de pensión en ese otro régimen del primer pilar de pensiones costarricense, deberá la entidad administradora de dicho régimen solicitar, previamente al otorgamiento de la respectiva jubilación o pensión, el traslado de recursos correspondiente conforme a las reglas establecidas en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 17. – Reconocimiento de tiempo servido. En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no se ajuste al monto que corresponde al FJPPJ, la persona interesada deberá reintegrar a dicho Fondo, la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el Índice de Precios al Consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, la persona interesada deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. Todo lo anterior mediante el protocolo que establecerá la Junta para tales efectos. 

Las solicitudes de reconocimiento de tiempo servido se deberán realizar cuando la persona servidora judicial esté activa laborando en el Poder Judicial.

No procederá el trámite de reconocimiento de tiempo servido cuando la solicitud sea presentada por una persona jubilada judicial.

El servidor judicial que solicita el reconocimiento de tiempo servido, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.

Artículo 18. – Salarios devengados. Para el cálculo del monto de las jubilaciones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente. 

CAPÍTULO II

SOBRE LA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

Artículo 19. – Procedimiento: Para dar el trámite que corresponda a las solicitudes de jubilación por invalidez, se deberá contar con el criterio médico emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde declare el estado de invalidez de la persona servidora judicial solicitante, de conformidad con el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Artículo 20. – Presentación de solicitud. La gestión de jubilación por invalidez deberá ser presentada con la documentación que se solicita ante la Dirección de la JUNAFO, con la finalidad de que esa instancia trámite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), previamente deberá contar con el visto correspondiente del patrono. La gestión debe acompañarse de: 

a) Solicitud formal de jubilación por incapacidad absoluta y permanente, que incluya:

▪ Nombre completo y número de identificación.

▪ Medio para recibir notificaciones y número de teléfono.

b) Documentos médicos que justifiquen la solicitud.

Artículo 21. – Criterio de la Comisión Calificadora. Cuando la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) comunique la “hoja de criterio” indicando que la persona evaluada se encuentra inválida para ejercer funciones, la Dirección de la JUNAFO, remitirá a la Junta Administradora la información, en conjunto con los cálculos del monto de jubilación que le correspondería de conformidad con la fórmula matemática indicada en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, obedeciendo los topes establecidos en el artículo 225 de ese cuerpo normativo. 

En un plazo no mayor de dos meses, la gestión deberá ser remitida por la Dirección de la JUNAFO, a la Junta Administradora para su conocimiento. 

Artículo 22. – Conocimiento. La Junta Administradora conocerá en sesión, de forma prioritaria la información aportada dentro del plazo establecido, después de recibida la información recabada por las oficinas tramitadoras, conocerá la gestión de jubilación por invalidez, para su aprobación. 

Artículo 23. – Aprobación. La fecha de aprobación de la jubilación por incapacidad absoluta y permanente regirá a partir de la fecha que indique el informe de Dirección de la JUNAFO, en el cual se establezca las condiciones en las que la persona declarada inválida se jubilará y se ratificará con el acuerdo adoptado por la Junta Administradora.

Artículo 24. – Dictamen negativo. En los casos que la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o la instancia que esa institución designe, comunique la “hoja de criterio” que indique que la persona servidora judicial no se encuentra inválida, la Dirección de la JUNAFO remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial, la información para el trámite que corresponda en calidad de patrono.

Artículo 25. – Reingreso a ejercer funciones en el Poder Judicial. Cuando una persona beneficiaria de una jubilación por incapacidad absoluta y permanente desee reincorporarse al Poder Judicial, de previo a conocer la gestión en sesión de la Junta Administradora, deberá comprobar haber realizado el procedimiento establecido en el artículo 10 de este reglamento. Una vez conocida la gestión, se tomará nota del criterio y se remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial y a la dependencia donde la persona gestionante indique que laborará, para su conocimiento. Dicho reingreso suspenderá el goce del beneficio de jubilación a partir del momento de la efectiva designación de la persona servidora. 

No obstante, prevalecerá lo establecido en el artículo 63 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

CAPÍTULO III

DE LAS PENSIONES OTORGADAS POR EL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

Artículo 26. – Documentación: Documentos que se deben presentar con la solicitud de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página Web de la Dirección de la JUNAFO: 

a) Declaración jurada, para solicitud de pensión debidamente cumplimentada. 

b) Fotocopia del acta o certificado de la defunción, acompañada del documento original, a efecto de verificar la fidelidad de la copia en caso de ser entregada personalmente o en su defecto con las firmas digitales que certifiquen su autenticidad 

c) Certificación de los regímenes básicos de pensiones (IVM, JUPEMA, MTSS) referente a si la persona gestionante recibe o no pensión del régimen con no más de un mes de emitida. 

d) Certificación de matrimonio inscrito en el Registro Civil y de estado civil de la persona causante y de la persona solicitante. 

e) En el caso de que la persona gestionante sea la conviviente de la persona servidora judicial fallecida o de la persona jubilada fallecida, deberá aportar declaración jurada en que haga constar la convivencia durante al menos tres años de manera estable, continua, singular y donde tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil. 

f) Fotocopia de la cédula de identidad de la persona solicitante. 

g) En el caso de que se gestione pensión para los hijos o hijas de la persona servidora judicial fallecida o persona jubilada fallecida, mayores de 18 y menores de 25 años, además se deberá presentar constancia extendida por el Centro Educativo en el cual se indique que la persona es estudiante, dicho centro de estudios deberá ser reconocido por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) o a criterio de la Junta Administradora conforme lo establece el artículo 228 de la LOPJ. La Dirección de la JUNAFO, consultará en línea en el Registro Civil el nacimiento de los hijos e hijas.

h) Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presente alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente, deberá aportarse certificación de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe que demuestre que previo al fallecimiento de la persona causante, se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas. Una vez que se haya recibido la documentación completa, la Dirección de la JUNAFO, deberá rendir el informe respectivo, en un plazo no mayor a dos meses, contados a partir del recibo de la totalidad de la documentación solicitada en este artículo. La Junta conocerá la solicitud de pensión dentro del plazo establecido, y emitirá la aprobación o denegatoria de la solicitud de pensión planteada. 

Artículo 27. – Pensión por sobrevivencia. Tienen derecho a pensión por sobrevivencia las personas que se encuentren dentro de los siguientes supuestos: 

a) Persona cónyuge sobreviviente de la persona servidora judicial fallecida o jubilada fallecida que dependa económicamente de la persona causante, al momento del fallecimiento. 

b) Compañero o compañera sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambas aptitudes legales para contraer nupcias, conforme la legislación civil. 

c) Persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante. 

Artículo 28. – Pensión por orfandad. Tiene derecho al beneficio de pensión por orfandad, los hijos o hijas que, al momento del fallecimiento de la persona causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas: 

a) Personas solteras menores de edad. 

b) Personas mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora, por lo que deberá demostrar mediante documento idóneo las matrículas correspondientes. 

c) Personas mayores de edad que, previo al fallecimiento de la persona causante, se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas. 

Artículo 29. – Requisitos para las pensiones por orfandad. En los casos contemplados en el inciso b) del artículo anterior y de conformidad con la potestad otorgada a la Junta en el inciso f) del artículo 242 de la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, que permite a la Junta, solicitar todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, deberán las personas gestionantes demostrar que se encuentran matriculadas en alguno de los centros de estudios autorizados por el numeral 228 de la ley referida y que han de obtener el puntaje mínimo para la aprobación de las materias cursadas, para lo cual la Junta Administradora del Fondo o la Dirección de la JUNAFO requerirá la información que considere oportuna, encontrándose en la obligación la persona beneficiada de proveerla dentro del plazo razonable estimado por la Junta, bajo la advertencia de la suspensión del beneficio de pensión. 

En el supuesto de que la persona estudiante no apruebe las materias o cursos matriculados, la Junta Administradora podrá suspender el beneficio para lo cual establecerá un procedimiento de ajuste al beneficio de pensión otorgado, en aras de mantener un buen uso de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con el principio pro-fondo. 

Asimismo, en los casos que las personas beneficiarias finalicen sus estudios de previo a cumplir los veinticinco años, la Junta Administradora podrá valorar si es necesario mantener el beneficio de pensión. 

Para el supuesto del punto c) del artículo anterior, se deberá presentar documento idóneo emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde certifique que la persona gestionante se encuentra discapacitada previo al fallecimiento del causante. 

Toda pensión por orfandad caducará a los 18 años cumplidos en caso de no presentar documentación que certifique que la persona beneficiaria se mantiene estudiando. En caso de demostrar que mantiene sus estudios, esta población beneficiaria se clasificará como “personas estudiantes pensionadas” y deberán cumplir con los requisitos, reglamento, políticas y normativa aplicable para estos efectos. Toda asignación económica de la población denominada “personas estudiantes pensionadas” caducará definitivamente al momento exacto de cumplir los 25 años de edad, aunque dicha persona aún se encuentre estudiando o se mantenga el ciclo lectivo respectivo vigente.

Artículo 30. – Pensión por ascendencia. Tienen derecho a la pensión los padres de la persona causante si se cumplen los siguientes requisitos: 

a) Haber ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad. 

b) Depender económicamente de la persona causante al momento de su fallecimiento.

Lo anterior, en el entendido de que se debe contar con un informe técnico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Sicología que sustente la viabilidad del otorgamiento del beneficio.

Artículo 31. – Monto de pensión. El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que recibía la persona jubilada al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía a la persona causante. En caso de muerte de una persona servidora activa, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que hubiera recibido la persona fallecida de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos indicados en los artículos 224, 224 bis y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la resolución de la Sala Constitucional N° 2021011957 que indica lo siguiente “se declara inconstitucional el requisito de los 20 años de servicio exigido para efectos de obtener la pensión por sobrevivencia que se deriva del artículo 229 de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018, en cuyo caso se mantiene vigente el requisito de 10 años para adquirir ese derecho, según el artículo 230 de la Ley 7333 de 5 de mayo de 1993 en la versión anterior a la reforma” en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido a la persona causante. 

Artículo 32. – Fijación de los montos de pensión. Para fijar las proporciones de las pensiones en los casos que una persona causante tenga más de una persona beneficiaria, la Junta Administradora analizará la información aportada en los informes de la Dirección de la JUNAFO, en el entendido que, en su conjunto, no excederá del ochenta por ciento (80%) del monto de jubilación que le correspondía a la persona causante, bajo los siguientes porcentajes. 

Proporciones de los beneficios por sobrevivencia: 

a) Cuando únicamente se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) de convivencia: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 

b) Cuando se presente solicitud tanto de la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambas aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil y a la vez, solicitud de una persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante: máximo un 80% conforme a lo definido en el artículo 228 inciso c) de la LOPJ, entre las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 

c) Cuando únicamente se presente solicitud de hijos (as): máximo un 80% repartido en partes iguales, entre todas las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 

d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y hasta el 34%, repartido en partes iguales, para las demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. 

e) Cuando se presente solicitud de los padres de la persona fallecida: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente, repartido en partes iguales, en caso de que le sobrevivan ambos padres a la persona causante. 

En todos los casos se debe demostrar dependencia económica con el fin de considerar la solicitud de pensión respectiva.

Cuando se demuestre la dependencia económica, la Junta Administradora asignará el porcentaje de pensión, valorando las necesidades reales de la persona gestionante, con la finalidad de fijar un monto económico acorte a los gastos detallados en el informe socioeconómico, respetando el monto máximo definido por ley, esto en aplicación al principio “pro fondo”, en aras de la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo.

Artículo 33. – Extinción y/o acrecimiento de la pensión. Todas las pensiones caducarán por la muerte de la persona beneficiaria, sin excepción alguna, salvo para la pensión que corresponde a los hijos o hijas, las que podrán acrecer proporcionalmente a solicitud de parte, previo estudio del dictamen socioeconómico y aprobación de la Junta Administradora. 

Artículo 34. – Servicios profesionales. En caso de requerirse, la Junta Administradora podrá contratar servicios profesionales de trabajo social externos al Poder Judicial para la elaboración de estudios socioeconómicos. 

El tiempo de entrega de los informes se estipulará en el momento que se contrate el servicio profesional, en el entendido de que se deberá respetar el plazo establecido para cada uno de ellos.

Artículo 35. – Documentación. Una vez iniciado el procedimiento para la respectiva concesión de un posible beneficio, ya sea jubilación o pensión, la JUNAFO, podrá solicitar a las partes interesadas la información u documentación que considere pertinente y necesaria, con la finalidad de complementar el expediente.

Una vez otorgado el beneficio, en caso de que exista duda o denuncia en cuanto a la veracidad de un documento, se podrá solicitar por parte de la JUNAFO o de la Dirección de la JUNAFO, en aplicación al Principio de Oficiosidad, cualquier tipo de información o requerimiento, con el fin de verificar los alcances del derecho otorgado. 

CAPÍTULO IV

VIGENCIA DE LOS DERECHOS DE JUBILACIÓN Y PENSIÓN.

Artículo 36. – Sobre el derecho de jubilación. El derecho a la jubilación es facultativo ejercerlo por parte de la persona funcionaria, salvo los casos de incapacidad permanente para el desempeño del cargo; una vez que cumpla con los requisitos previstos en la ley. El derecho debe ser declarado por la Junta Administradora y regirá a partir del día siguiente al cese de las labores como persona servidora activa. Una vez aprobada la jubilación, la JUNAFO, informará al Consejo Superior y al despacho en donde labora la persona servidora judicial, para lo que corresponda.

Artículo 37. – Sobre el derecho de pensión. El derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del exservidor (a) judicial o de la persona jubilada fallecida siempre y cuando tanto la persona causante, como la solicitante, cumplan con todos los requisitos establecidos tanto en la LOPJ, este reglamento y demás normativa aplicable, para el goce de tal beneficio.

Lo anterior, en caso de que la solicitud respectiva se presente durante los primeros quince días hábiles de acontecida la muerte de la persona jubilada o servidora activa; en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión. Para el supuesto de que, con posterioridad a la distribución inicial realizada por la Junta Administradora, se presenten solicitudes de personas beneficiarias con derecho a pensión, éstos sólo podrán hacer efectivo el beneficio, con perjuicio de la distribución inicial, a partir de la fecha de la respectiva gestión. 

 

Artículo 38. - Redistribución: Para los casos en que posterior a la distribución inicial del beneficio de pensión aprobada por la Junta Administradora, se presenten solicitudes de personas que tienen derecho adicional a dicho beneficio, éstos sólo podrán hacerlo efectivo, con afectación de la distribución inicial a partir de la quincena de pago inmediatamente siguiente a la comunicación de la aprobación del beneficio por parte de la de la Junta Administradora. Para lo anterior se deberá cumplir con el proceso, la documentación y demás requisitos definidos en este reglamento para el trámite de pensión correspondiente.

Artículo 39. – Fraude en documentación. Con estricta sujeción al debido proceso, cuando la Junta Administradora, tenga conocimiento que una persona beneficiaria del derecho de jubilación o pensión ha suministrado información falsa o de dudosa procedencia, o en su defecto, realice acciones tendentes a trasladar su derecho a otra persona, con la pretensión de que a su fallecimiento le suceda en el beneficio, se realizará por parte de la Dirección de la JUNAFO o la asesoría que designe esta, la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, la investigación pertinente, para la averiguación de la verdad real en el caso en cuestión. 

CAPÍTULO V

RECONOCIMIENTO DE TIEMPO PARA EFECTOS JUBILATORIOS

Artículo 40. – Solicitud del reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones. El reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones para efectos de jubilación se tramitará a solicitud de la persona servidora judicial activa. Estos deberán presentar ante la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta Administradora para la realización de tales estudios la solicitud de reconocimiento de tiempo servido. En estos casos, la persona servidora judicial, podrá presentar su gestión en cualquier momento de su relación de servicio, independientemente del tiempo transcurrido. 

El reconocimiento de tiempo servido rige a partir del día en que la persona interesada complete la documentación requerida para el estudio correspondiente, con el fin de realizar el trámite de la gestión, cuando sea su obligación presentarla. Si en el plazo de tres meses no la completa, se procederá al archivo de la solicitud.

El cobro del monto correspondiente se inicia desde el momento que el acuerdo adoptado por la JUNAFO aprobando el reconocimiento, se encuentre en firme.

Artículo 41. – Prueba que se debe aportar para el reconocimiento de tiempo servido. La solicitud presentada por la persona interesada deberá acompañarse de la prueba que la respalde, sin demérito de que la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta Administradora para la realización de tales estudios lleve a cabo las indagaciones y comprobaciones que considere pertinentes.

Artículo 42. – Prohibición de doble cómputo. En caso de que una persona haya trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones, el tiempo servido no se podrá computar doble; “Prevalecerá la de mayor tiempo servido”.

Artículo 43. – Cómputo por tiempos paralelos. Ninguna persona que tenga jubilación en otro régimen podrá solicitar el reconocimiento del tiempo que se le computó para constituir ese derecho, con el propósito de obtener también la condición de persona jubilada judicial. La persona que gestiona la concesión de la jubilación deberá presentar a la Dirección de la JUNAFO, documento en que se consigne que no ostenta la condición de persona jubilada o pensionada de ningún régimen de jubilación o pensión público, salvo los supuestos de excepción contemplados en la ley. 

Artículo 44. – Tiempo servido que puede ser reconocido para efectos de jubilación. El tiempo servido por la persona gestionante en el Estado se reconoce para efectos de jubilación. 

Para el cómputo del tiempo servido se tomarán en cuenta las siguientes reglas: 

a) El reconocimiento de tiempo servido es procedente aun cuando la prestación del servicio se haya dado de manera discontinua, interina o en propiedad. 

b) No será necesario que las personas servidoras hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber laborado para el Poder Judicial al menos los últimos veinte años. 

c) Los períodos de permisos sin goce de salario no serán tomados en cuenta para el cálculo. 

d) No se reconocerá cuando la prestación del servicio haya sido bajo la modalidad de servicios profesionales (sistema de honorarios o dietas). 

e) Para efectos jubilatorios, no se reconocerá el tiempo laborado en las instituciones de derecho público no estatales de base corporativa. 

f) Si la prestación del servicio, por parte de la persona servidora en las dependencias o instituciones públicas estatales, se dio a tiempos parciales, se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario, para tales efectos, será admisible todo medio de prueba para comprobar el tiempo servido por la persona trabajadora. Al valorar la prueba, la Junta Administradora tomará en consideración el principio in dubio pro-fondo. 

g) El tiempo laborado bajo la modalidad de meritorio o similar (es decir, sin percibir salario), no será computado para efectos de los cálculos jubilatorios.

Artículo 45. – Cómputo de pasos por cursos de capacitación. Para los efectos del tiempo reconocido para jubilación se tomará en cuenta únicamente el tiempo laborado en forma efectiva en el Estado y sus instituciones, no así aquellos "anuales" o pasos otorgados por aprobación de cursos de capacitación en la Escuela Judicial o bien los aprobados en materia policial.

Artículo 46. – Reglas del traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido para efectos de la jubilación. Al aprobarse el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación, la Junta Administradora le indicará a la persona gestionante el correspondiente reintegro al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se determinó en el respectivo estudio, mismo que será calculado a valor presente más el rendimiento real que se hubiere obtenido sobre las sumas a trasladar de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. 

Para el traslado y reintegro de cuotas por reconocimiento de tiempo servido se aplicarán las siguientes reglas: 

a) Si la persona interesada había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial. 

b) En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no alcance el monto que corresponde al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la persona interesada deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, la persona interesada deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. 

c) La comprobación de los servicios prestados deberá hacerse por medio de prueba idónea y en cuanto a su interpretación se aplicará el principio in dubio pro - fondo. 

d) Cuando una persona ha trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones, laborando en jornadas inferiores a la ordinaria y haya cotizado en ambos para un mismo régimen, se le deberá reconocer como un sólo período, dando lugar a una única jubilación por esos servicios y se deberá trasladar la totalidad de las cuotas aportadas. 

e) La Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales estudios, digitalizará la documentación presentada por la persona interesada para el trámite de reconocimiento de tiempo servido, la cual se adjuntará al expediente personal electrónico que custodia dicha dependencia.

Artículo 47. – Valor presente y rendimiento real. Para el cálculo del valor presente a que se refiere el artículo anterior, se observará la siguiente metodología: 

La inflación acumulada, aplicada a cada cuota desde la fecha de inicio del reconocimiento, conforme la siguiente fórmula: 

(IPC final/ IPC inicial) * 100-100=X, 

Donde: 

X=Cuota*(1+X/100) 

IPC: Índice de precios al consumidor 

Para el cálculo del rendimiento mensual real, se observará la siguiente fórmula: 

RNR= 1+RN del plazo /1+IPC del plazo 

Donde: 

RNR: Rendimiento Nominal Real. 

RN del plazo: Es el rendimiento nominal según el plazo desde la fecha de inicio. 

IPC del plazo: Es la inflación acumulada según el plazo desde la fecha de inicio. 

La sumatoria de las cuotas indexadas por la inflación acumulada más el rendimiento mensual real de las inversiones, constituyen la suma a cobrar a la persona gestionante.

Artículo 48. – Proceso de reintegro de dinero. El rebajo del monto por el reconocimiento del tiempo servido no será menor al 10% del salario bruto que devengue la persona servidora judicial, quien no podrá acogerse a su derecho jubilatorio sin antes haber cancelado la totalidad del monto adeudado.

Artículo 49. – Devolución de montos cobrados de más. Cuando se haya reintegrado una suma mayor por el reconocimiento de tiempo servido, la Dirección de la JUNAFO, reintegrará al servidor o servidora judicial la suma respectiva. En caso de fallecimiento de la persona beneficiaria a quién corresponde el reintegro, se procederá a la devolución según lo que establezca el proceso sucesorio o sede notarial. 

El plazo para realizar el reintegro de los montos cobrados de más, será de un mes, esto para los casos en el que las personas interesadas sean servidores judiciales activos, esta devolución la realizará la administración de forma oficiosa, en el mes calendario siguiente. En caso de fallecimiento de la persona beneficiaria, el plazo será el que se acuerde en el proceso sucesorio jurisdiccional o sede notarial.

La administración informará a la JUNAFO sobre los movimientos que se realicen en cuanto a los reintegros de los montos cobrados de más.

Artículo 50. – Requisitos para el traslado de cuotas de cualquier Régimen Básico Público de Pensiones hacia el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras del Poder Judicial. La solicitud de traslado de cuotas obrero patronales para efectos del artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se hará mediante oficio de la Dirección de la JUNAFO, dirigido a la Jefatura de la Sección de Cuenta Individual de la Caja Costarricense de Seguro Social, a la Jefatura Financiera de la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional o a la persona responsable o encargada del respectivo régimen con indicación del nombre, apellidos, número de cédula y la referencia de lo acordado por la Junta Administradora (número de sesión, día, mes, año, artículo y descripción de lo acordado). La solicitud deberá ir firmada por la persona directora o subdirectora Dirección de la JUNAFO. 

La solicitud se acompañará con la fotocopia del acuerdo de la Junta Administradora en que se aprobó el reconocimiento de tiempo servido y el reporte de tiempo servido confeccionado por la Dirección de Gestión Humana o la oficina designada por la Junta para tales efectos. 

Artículo 51. – Requisitos para el traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras del Poder Judicial hacia cualquiera de los otros Regímenes Básicos Públicos. De conformidad con el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la solicitud de traslado de cuotas la hará la respectiva entidad Administradora del Régimen Básico Público, cuando vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud deberá dirigirse a la Dirección de la JUNAFO.

Se realizarán los estudios y cálculos respectivos por parte de la Dirección de la JUNAFO y se harán de conocimiento de la Junta Administradora, la que dictará el acuerdo de estilo ordenando la devolución de las cuotas. 

CAPÍTULO VI

OTRAS DISPOSICIONES SOBRE JUBILACIONES Y PENSIONES

Artículo 52. – Prohibición de embargo y otros. De conformidad con el artículo 984 del Código Civil y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las jubilaciones y pensiones no podrán ser objeto de embargo, venta, cesión, traspaso ni perseguidas por acreedores. La única excepción a esta regla es la pensión alimentaria.

Artículo 53. – Sumas giradas de más. Cuando se detecte que se generó una suma girada de más a una persona beneficiaria de una jubilación o pensión se procederá por parte de la Dirección de la JUNAFO o la asesoría que designe esta, a realizar lo siguiente:

a) Se procederá a dialogar con la persona que se le realizó una suma girada de más, con la finalidad de acordar un arreglo de pago.

b) En caso de no consensuar un arreglo de pago, se procederá con la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, lo anterior a efecto de proceder a la recuperación de los dineros girados de más. 

La Dirección de la JUNAFO o la asesoría que esta designe, según corresponda, informará semestralmente a la Junta Administradora los procesos de recuperación de sumas pagadas de más a una persona beneficiaria. 

TÍTULO III

DISPOSICIONES FINALES

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 54. – Medios de notificación. Las personas beneficiarias de una jubilación y/o pensionados deben señalar medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la JUNAFO. De no señalar medio, las comunicaciones relacionadas con acuerdos adoptados por la Junta Administradora quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 

Artículo 55. – Inversión de recursos. Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y los provenientes de la comisión del “cinco por mil” establecida en el artículo 239 de la LOPJ se invertirán conforme la Política específica de Inversiones aprobada por la Junta Administradora para cada uno, en observancia de la normativa específica aplicable que dicten los Entes supervisores. 

Artículo 56. – Fundamento de la Junta en la toma de decisiones. Las decisiones tomadas por la Junta Administradora se realizarán bajo los parámetros establecidos por el ordenamiento jurídico en aplicación al Principio Pro-Fondo.

Artículo 57. – Situaciones imprevistas. Las situaciones no previstas en este Reglamento, sobre las materias aquí reguladas, serán resueltas por la Junta Administradora. siempre con sujeción a la normativa correspondiente, jurisprudencia aplicable, estudios técnicos y en atención al Principio Pro-Fondo, lo anterior, siguiendo al debido proceso”.

Artículo 58. – Reformas. El presente Reglamento solo podrá ser modificado por la Junta Administradora mediante votación con mayoría simple.

En caso de empate en la votación, el presidente del órgano tendrá doble voto.

Artículo 59. – Derogatoria. Este reglamento deroga el anterior reglamento.

Artículo 60. – Vigencia. Este Reglamento rige a partir de su publicación, en el diario oficial La Gaceta.
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Elemento

Estudio Actuarial previo a 

reforma

Estudio Actuarial posterior  

a reforma

Estudio Actuarial posterior  

a reforma

Estudio Actuarial posterior  

a reforma

Estudio Actuarial posterior  

a reforma

Año base, datos de elaboración 2015 2018 2019 2020 2021

Fecha de entrega de estudio 04 de julio 2017 01-julio-2019 23 de marzo 2020 08 de marzo 2021 22-marzo-2022

Empresa encargada IICE-UCR

PIPCA (Luis Guillermo 

Fernández Valverde)

MBA Raúl Hernández G. MBA Raúl Hernández G. MBA Raúl Hernández G.

Balance Actuarial (Escenario 

base, población cerrada)

Déficit de 6.37 billones de 

colones

Déficit de 0.70 billones de 

colones

Déficit de 0.73 billones de 

colones

Déficit de 0.69 billones de 

colones

Déficit de 0.67 billones de 

colones

Nivel de Solvencia (Escenario 

base, población cerrada)

48.59% 73.00% 74.22% 72.41% 74.26%

Balance Actuarial (Escenario 

base, población abierta)

N/A

Déficit de 0.71 billones de 

colones

Superávit 0.009 billones de 

colones

Superávit 0.20 billones de 

colones

Deficit 0.067 billones de 

colones

Nivel de Solvencia (Escenario 

base, población abierta)

N/A 27.19% 100.00% 105.53% 98.26%

Año de uso de Intereses de la 

Reserva

2029 2036 2039 2036 2038

Año de Agotamiento de la 

Reserva

2048 2049 2050 2046 2048
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Emisor Monto Facial % Sector

Ministerio de Hacienda 394 532 598 369          60,8% Público

Instituto Costarricense de Electricidad 29 620 646 530            4,6% Público

State Street Global Advisor 20 246 564 732            3,1% Emisores Extranjeros

Banco Improsa 19 500 000 000            3,0% Privado

Sociedad de Fondos de Inversión del BCR 17 395 121 455            2,7% Títulos de Participación

Banco Davivienda 16 700 000 000            2,6% Privado

Mutual Alajuela 15 340 990 000            2,4% Privado

Fondo Inmobiliario Gibraltar (Improsa SAFI) 13 356 664 858            2,1% Títulos de Participación

Fondo Inmobiliario Multifondos 13 092 122 597            2,0% Títulos de Participación

Banco Promérica 13 000 000 000            2,0% Privado

Banco BAC San José 12 800 000 000            2,0% Privado

Financiera Desyfin 10 500 000 000            1,6% Privado

Banco de Costa Rica 10 000 000 000            1,5% Público

Banco Centroamericano de Integración Económica 9 989 000 000              1,5% Privado

Fondo Inmobiliario Prival 9 822 742 192              1,5% Privado

Banco Popular y de Desarrollo Comunal 9 500 000 000              1,5% Público

Mutual Cartago 7 180 000 000              1,1% Privado

Banco Nacional de Costa Rica 6 000 000 000              0,9% Público

INVESCO 4 629 349 524              0,7% Emisores Extranjeros

PIMCO  4 148 659 273              0,6% Emisores Extranjeros

Banco Prival 3 000 000 000              0,5% Privado

Fondo de Desarrollo del Banco Nacional 2 274 656 718              0,4% Títulos de Participación

Banco LAFISE 2 000 000 000              0,3% Privado

Banco BCT 2 000 000 000              0,3% Privado

Fondo Inmobiliario Vista (ACOBO) 1 348 619 011              0,2% Títulos de Participación

Banco Central de Costa Rica 640 000 000                  0,1% Público

Total 648 617 735 260          100,0%
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Número Oficio Fecha Recepción Tema Principal

Status

SP-244-2020. 9/3/2022

SUPEN indica que mediante oficio 1083-SC-2022 del 03 de febrero de

2022,seconsultaaestaSuperintendenciasobrelacondicióninterinadela

actual Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del

PoderJudicial,dadoquelossuplentesnopuedendesignarsecomotitulares

en propiedad administrando la Junta. (Asesor Jurídico debe remitir

propuesta de Reglamento que regule la actuación de los miembros

suplentes)

PENDIENTE

SP-642-2022 20/6/2022

SUPENautoriza prorrogasolicitadaenoficioN°035-PI-DJA-2022del15de

junio de 2022 en la cual la JUNAFO solicita extensión hasta el 30 de

setiembredel2022paraajustarlanormativainterna,enconcordanciaconla

reforma parcial al Reglamento de Gestión de Activos.  

PENDIENTE

SP-832-2022 27/7/2022

SUPENremiteloshallazgosdelestudioiniciadoconoficioN.°SP-346-2022,

dondeindicaquesedebenhacermejorasenlafórmulaactuarialutilizada

para el traslado de cuotas a otras instituciones del Estado.

CERRADO EN AGOSTO

Con oficio N.° 0277-DJA-2022 se 

le da respuesta a la SUPEN

SP-833-2022 1/8/2022

SUPENautoriza prorrogasolicitadaenoficioN°0216-DJA-2022del11de

juliode2022enlacuallaJUNAFOsolicitaextensiónparalapresentación

del perfil tecnológico de la JUNAFO en el presente año 2022

PENDIENTE

SP-960-2022 25/8/2022

La SUPEN da por recibido el oficio N.°0193-DJA-2022 referente a las

observaciobes y requriemiendo acturiales relacionados a la valuación

actuarial con corte a diciembre 2021. Se dan por recibido todos los

requeriemientosaexcepcióndelosrequerimientos6y7,loscualesdeben

ser debidamente atendidos.

PENDIENTE
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Número de plan Tema Principal

Avance mes anterior 

(julio)

Avance mes actual 

(agosto)

Resumen del avance Observaciones Status

FJPPJ006

Recuperación Actuarial

2019

Planactuarialderecuperación

para el FJPPJ.

90% 95%

Se envía informe definitivo a

SUPENenelmesdesetiembre

del 2022

Concorreodel05deagostodel2022laSUPENremiterespuestadelborrador 

del informede cierredel plande acciónde recuperaciónactuarial 2019;el

informe definitivo está listo para ser enviado a la SUPEN en el mes de

setiembre. 

FJPPJ007

Estado de cuenta

Que cada afiliado al régimen

reciba de forma mensual un

estado de sus cotizaciones.

13% 13%

EnesperaquelaDirecciónde

Gestión Humana actualice y

migrelosregistrosantiguosde

tiempo laborado en la institución 

al nuevo sistema SIGA-GH.

La Dirección de Gestión Humana se encuentra en procesode realizaruna

actualización y migración de registros antiguos de tiempo laborado en la

institución al nuevo sistema SIGA-GH razón por la cual el Subproceso de

Jubilaciones y Pensiones de la JUNAFO se encuentra a la espera de la

comunicación y confirmación por parte de dicha Dirección de las fechas,

cronogramaycondicionesdelproyecto.PorloanteriorestePlandeAcciónen

adelantedebemodicarsusfechasdebidoaquesenecesitadelavanceenel

proyectoporpartedelaDireccióndeGestiónHumanaparacontinuarconel

cronograma.

SeestaráremitiendoalaSUPENunnuevocronogramaparaelcumplimientode

las acciones propuestas.

FJPPJ008

Regla IV

Designaciónporroldenotaa

unMagistradodeCortePlena

parasuestudioaprofundidad

y emisión de criterio.

36% 36%

A la espera de que la Corte

Plenaconozcalosinformesde

la Dirección Juridica y la

Dirección de Gestión Humana

EnrelaciónconestetemaensesiónN°22-2022,artículo XXIII,sesolicitoala

DirecciónJurídicayalaDireccióndeGestiónHumana,uninformealrespecto,

yalaDirecciónJurídicarindióelrespectivoinformeconreferenciaN°7658-

2022,seencuentrapendienteelinformedeGestiónHumanaparaserconocido

en conjunto por parte de la Corte Plena. 



La Dirección de Gestión Humana ya remitió el informe pendiente. Los dos

informesseencuentranpendientesenagendaparaserconocidosporCorte

Plena

FJPPJ009

Revaloración

Recuperación de sumas

giradas de más.

67% 67%

A la espera del avance en el

cobrodelassumaspagadasde

más por parte de DJ.

ConoficioN.°526-DJ/CA-2022del5deabrildel2022firmadoporlaMs..Argili

GómezSiuSubdirectoradelaDirecciónJuridicaindicaqueseprocederáconel

cobroadministrativoalosexmagistradosjubiladosyexmagistradasjubiladasy

susbeneficiariossegúnlosmontosindicadosporlaDireccióndelaJUNAFOen

oficio  N.° 0146-JP-DJA-2022 del 17 de marzo 2022.

FJPPJ012

Gobernanza T.I



Definirelmarcodegestiónde

TI, conforme establece el

artículo 8 del Reglamento

General de Gestión de la

Tecnología de Información.

18% 18%

Se están realizando las

correcciones solicitadas por la

Proveeduría Judicial

El cartel ha sido revisado por la Proveeduría del Poder Judicial y se han

solicitadoalgunasmejorasalCoordinadordelaUnidaddeTecnologíadela

Información de la JUNAFO el Lic. Jossimar González Gordon. 

FJPPJ013

Revisión Aplicación 2x1

Para la revisión de las

pensiones otorgadas bajo el

transitorio III de la Ley 7302.

32% 35%

Denuevoseajustoelplande

acción y su próxima fecha de

vencimiento es 31/12/2022

SeajustoelPlandeAccióndeacuerdoalasfechasdeavancepresentadaspor

laDGHenoficioN.°PJ-DGH-1088-2022del15demarzo2022.ElPlanajustado

fueremitidoalaSUPEN.Sehaavanzadoenelanálisisde1.378casos.Se

rindióinformedelassituacionesencontradasalasDirecciónJurídicaenuntotal

de880casosrevisadossedeterminan322expedientesconalgúngradode

anomalidadparaseranalizados.LaDJencriteriojurídicoN.°DJ-196-2022del

10demayode2022indicalaruta quesedebeseguirpararecuperarlassumas

giradasdemás;indicandoquelospasosaseguirparalacorrectaejecucióny

debido proceso en el eventual caso de realizar gestiones de cobro,

determinandocomonecesarioquelaCortePlenadeterminelanulidadonode

los respectivos actos administrativos por un proceso de nulidad en sede

administrativa o por medio de un proceso de lesividad.

ConoficioN.°PJ-DGH-AP-3201-2022del05deagostode2022laDirecciónde

Gestión Humana indica que ha logrado un avance total del 60% del proyecto.

FJPPJ014

Recuperación Actuarial

2020

Recomendaciones Actuariales. 30% 30%

En el mes de setiembre se

procederá a confeccionar el

informe de las

recomendaciones actuariales

2020

ElrégimendelFJPPJmantieneunacondicióndedéficitactuarialyconforme

normativaesnecesariopresentaranualmenteunplanderecuperaciónactuarial

y un informe de cierre del anterior, aunque las actividades estipuladas se

mantengan en el tiempo.

FJPPJ015

Reglamento de

Información Financiera

JUNAFO

Implementación del

Reglamento de Información

Financieraparalacontabilidad

de la JUNAFO.

25% 25%

Seestátrabajandoen elPlan

de Acción para el próximo

vencimiento.

SecompararonyanalizaronlosarchivosquesolicitaSUPENeneloficioSP-66-

2022paraaplicarsealaJUNAFO,conlosarchivosquesemantienenparala

cartera del FJPPJ.

FJPPJ016

Establecimiento de

Sistema de Gestión de

Calidad/ Procedimientos

Implementación de los sellos

de calidad/ Manuales de

procedimientos para

actividades significativas:

gestión de activos,

acumulación, desacumulación

y comunicación.

67% 67%

Esteplandeacciónhaestado

avanzandodeformaconstante

por parte del Proceso de

Riesgos,noobstante,sedebe

confeccionar un plan que

contemple la acreditación de

calidad de toda la JUNAFO

Se confecciona la matriz de manuales con el inventario de actividades y

procedimientos de Gestión de Inversiones, Acumulación, Desacumulación y

Comunicaciones.

FJPPJ018

Cultura de riesgos

Implementar la metodología

para la valoración de los

riesgos no financieros, y los

procesos de autoevaluación de 

riesgos del Fondo que

contribuyanconelsistemade

controlinterno/Seguimientoa

la política de solvencia 

41% 46%

Seestátrabajandoen elPlan

de Acción para el próximo

vencimiento.

Sellevóacabo"Testculturaderiesgo"paraelpersonaldelaJUNAFO/Se

confeccionó procedimiento de autoevaluación y test de autoevaluación de

riesgosdelFondo,quepermitaconocerelgradodemadurezdelaspersonas

funcionarias con respecto alos Riesgos/Se confeccionóel procedimiento,

indicadoresyperiodicidadparaelanálisisconrespectoalasituaciónfinanciera

y actuarial del Fondo.

FJPPJ019

Recuperación Actuarial

2021

Recomendaciones Actuariales. 42% 42%

Se cumplió con la acción 1,

"Establecimiento de

Indicadores" para la

Recuperación Actuarial del

2021

42% 43%

Plan de acción con avance 

constante, al día con el 

cumplimiento de fechas

Plan de acción con avance 

estancado, fechas de 

cumplimiento al día

Plan de acción sin avance 

Simbología 
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Oficio

Se atendió con 

el oficio N.°

Fecha de envío Tema Principal

SP-831-2022

tramitado N/A

SUPEN se refiere al préstamo que la JUNAFO potencialmente le estaría

otorgando a COOPEJUDICIAL.


